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Introducción

Camilo Molina y José Antonio Villareal

Este libro es fruto del trabajo conjunto del Ministerio del Trabajo de 
Ecuador y el Instituto de Altos Estudios Nacionales (IAEN). Bajo el li-
derazgo del ministro del Trabajo, economista Carlos Marx Carrasco, 
y el ministro Coordinador del Talento Humano, el doctor Guillaume 
Long, estas dos instituciones unieron sus esfuerzos y capacidades pa-
ra la realización del “I Coloquio Internacional de Políticas y Derechos 
de las Personas Trabajadoras”, desarrollado en la ciudad de Quito 
los días 18 y 19 de noviembre de 2014. Además, dicho evento se su-
mó a una serie de talleres en todo el país que permitieron la delibera-
ción sobre el contexto histórico y el contenido de las reformas labo-
rales propuestas por el Gobierno de la Revolución Ciudadana sobre 
el actual Código del Trabajo en Ecuador. 

Gracias a este enriquecedor proceso se conocieron los principales 
puntos de vista de académicos y expertos sobre el funcionamiento de 
algunos sistemas laborales, la especificidad de las reformas jurídicas 
y las implicaciones de las políticas públicas desarrolladas por estos 
en América Latina. De la misma manera, se presentaron las inquietu-
des, criterios y propuestas de los trabajadoras y trabajadores ecuato-
rianos, gremios, sindicatos, actores políticos, diversas organizaciones 
de la sociedad civil, organismos internacionales y ciudadanos intere-
sados en participar de la iniciativa mencionada.

El texto en cuestión recopila los aportes generados durante estas 
jornadas de discusión. El eje analítico en torno al cual se articulan los 
distintos documentos presentados es la comprensión del denomina-
do “mundo del trabajo”, sus transformaciones históricas, las formas 
jurídico-político-organizativas adoptadas y los desafíos que este de-
be afrontar dentro de una sociedad globalizada y aún delimitada por 
los imperativos del mercado internacional y la economía neoliberal. 
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En la primera parte del libro, varias ponencias analizan las parti-
cularidades de los sistemas laborales de Cuba, México, Argentina y 
Uruguay. Acanda, De la Garza, Cross y Superveille reflexionan sobre 
las características de los marcos normativos e institucionales de ca-
da uno de sus países y, desde ahí, abren la posibilidad para estable-
cer un diálogo y un estudio comparativo con el proyecto de las refor-
mas laborales del Ecuador.

En la segunda parte, los autores buscan entender, con diversos 
enfoques temáticos, tanto las transformaciones estructurales (polí-
tico-económicas-jurídicas) que se han llevado a cabo en el modo de 
producción capitalista de tipo taylorista-fordista, cuanto las proble-
máticas sociales que de ellas se han desprendido y afectan directa-
mente las relaciones laborales en la región latinoamericana.

Entre los temas más representativos que estructuran sus argumen-
tos y plantean un significativo diálogo están: la necesidad de redefinir 
el derecho del trabajo y de generar nuevas prácticas-estrategias em-
presariales que, en lugar de incentivar la precarización laboral, esta-
blezcan relaciones contractuales justas y equitativas; la urgencia por 
repensar la solidaridad de clase y el modelo u organización sindical; 
y, la tendencia a afrontar la desafiliación social (Castels, 1981;1995) 
originada por las condiciones de flexibilización, vulnerabilidad, e in-
formalización de la fuerza de trabajo.

En primer término, Guillermo Pérez Crespo realiza una reflexión 
sobre el derecho del trabajo como un espacio de conflicto social y co-
mo una herramienta jurídica de resistencia y respuesta de los traba-
jadores frente a una época caracterizada por la ofensiva del mercado 
capitalista a escala mundial. En este marco, la respuesta de la clase 
trabajadora debe consistir en pensar e implementar “nuevas alterna-
tivas reales y concretas” que permitan oponer normas frente al avan-
ce del capital, su acumulación flexible y las estrategias empresariales 
que fragmentan la propia vida del trabajador asalariado. La reflexión 
del autor propone la consecución de nuevos derechos sociales para 
los trabajadores. Para ello, señala la necesidad de redefinir el contra-
to de trabajo y desconocer la eficacia jurídica de aquellas formas con-
tractuales que desarticulan la relación laboral y niegan al trabajador 
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su relación de dependencia, además de recuperar el concepto de em-
presa, readecuando las nociones de solidaridad empresarial. 

El trabajo de Cecilia Cross es un aporte a la discusión para lo-
grar una mayor equidad y una solidaridad de clase entre las personas 
vinculadas de distintas maneras al mundo del trabajo. Ella propone 
algunas claves interpretativas que permitan comprender críticamen-
te el “proceso histórico de disciplinamiento de la fuerza de trabajo” 
(Cross, 2015), sus principales modificaciones y los axiomas morales 
que le han otorgado una legitimidad social mediante la cual se justifi-
can las condiciones de inequidad de aquellos hombres y mujeres que 
son considerados como “trabajadores informales”. En sintonía con 
la propuesta de Robert Castel, Cross sugiere realizar una historia del 
presente sobre las transformaciones del régimen de acumulación ca-
pitalista (fordista) y las relaciones entre empleo y trabajo. Plantea así 
posicionarse más allá de las dicotomías analíticas comúnmente es-
tablecidas entre trabajo “formal” e “informal”, lo “público” y lo “pri-
vado”, espacios “productivos” o “no productivos”. El texto propone 
observar detenidamente la configuración de las nuevas brechas polí-
ticas y económicas que sujetan a los trabajadores a una situación de 
vulnerabilidad-desafiliación social. 

Por otra parte, Enrique de la Garza invita a redefinir el modelo 
sindical en América Latina. Frente a la afectación neoliberal, consi-
dera que los sindicatos deben adoptar formas de organización más 
complejas, democráticas y representativas, mediante las cuales es-
tos generen nuevas propuestas y alternativas dentro de un sistema la-
boral adverso. Sobre todo deberían establecer un conjunto de “arti-
culaciones entre su estructura interna, las relaciones con el trabajo y 
la empresa, con el Estado y la sociedad” (De la Garza, 2015). De es-
ta manera, sostiene el autor, el desafío actual consiste en volver a la 
“acción sindical como espacio de negociación y de lucha”. El sindi-
cato debe convertirse en un actor que participe tanto en la defini-
ción del proceso productivo como en las contiendas electorales y en 
las reformas políticas que sean producidas en los contextos naciona-
les en los que estos se encuentran. De la Garza sostiene que una ree-
laboración y democratización de la organización sindical implica una 



Camilo Molina y José Antonio Villareal14

redefinición del concepto de trabajo, así como también una supera-
ción de los límites impuestos sobre esta noción.

No muy distante de este último análisis, basado en el caso uru-
guayo, el capítulo de Marcos Supervielle interroga histórica y socio-
lógicamente las relaciones que se entretejen entre derechos huma-
nos (sociales y civiles) y el concepto de trabajo en la “sociedad del 
conocimiento”. Una de las preocupaciones centrales del autor radi-
ca en comprender la situación actual de los denominados “trabaja-
dores del conocimiento”, dentro de un nuevo proceso de valoriza-
ción instaurado en sociedades posindustriales. Supervielle reflexiona 
sobre las condiciones de la producción, las maneras de organización 
sindical y el desarrollo de ciertos mecanismos de explotación laboral 
que, dentro de un sistema con competencias y calificaciones propios 
de la “sociedad programada” (Touraine, 1973; Melucci, 1990), han 
permitido conceptualizar al trabajo como una capacidad intelectual, 
práctica e individual necesaria para la “resolución de problemas”. La 
recuperación de los derechos humanos, como herramienta política y 
jurídica de los trabajadores, según Supervielle, es una vía para enfren-
tar la exclusión, la discriminación y las afectaciones físicas y psicoló-
gicas que pueden generarse en contextos donde el capitalismo se re-
produce con ritmos acelerados difícilmente imaginados y ejecutados 
por un sistema de producción industrial en serie.    

Julio Cesar Neffa, desde una visión que enfatiza la necesidad de 
fortalecer el valor del trabajo humano y su relación con la salud físi-
ca y psíquica de los trabajadores, completa estos análisis. Neffa, así 
como lo hacen Pérez Crespo, de la Garza y Supervielle, revindica la 
importancia de los derechos (sociales) de los trabajadores como for-
mas jurídicas de protección frente a condiciones de producción y for-
mas de organización del proceso de trabajo empeñadas en convertir 
a la actividad laboral en un hecho contrario al “placer” y la “felici-
dad” que, según el autor, deben ser entendidas como parte funda-
mental de la experiencia laboral.       

Finalmente, se encuentra un documento que sintetiza y realiza un 
análisis de los procesos de diálogo en el territorio respecto a los con-
tenidos de las reformas propuestas al Código de Trabajo actualmen-
te vigente en Ecuador. El texto expone las principales inquietudes y 
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reflexiones elaboradas por los ciudadanos que participaron en los ta-
lleres, al tiempo que amplía algunos elementos y datos empíricos que 
permiten comprender de mejor manera el punto de vista de la ciu-
dadanía sobre la política pública relacionada con el ámbito laboral.    

Finalmente, es necesario mencionar que, dentro de sus alcances y 
limitaciones, el lenguaje del texto intenta ser lo más inteligible posi-
ble para una audiencia que quizás no está familiarizada con los de-
bates contemporáneos sobre el trabajo, aunque esto no significa una 
reducción en el rigor de su presentación. 

Con estos estudios se espera contribuir al debate académico, po-
lítico y público y promover una mayor proximidad de la ciudadanía a 
una discusión crítica sobre la noción del trabajo, su institucionalidad 
y las reformas laborales que el Gobierno de la Revolución Ciudadana 
adelanta en perspectiva de alcanzar el buen vivir. 

Su coordinación estuvo a cargo de Camilo Molina y José Antonio 
Villareal.





Parte i
Debates sobre los sistemas laborales  

y reformas laborales: los casos de México, 
Uruguay, Argentina y Cuba
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Funcionamiento del sistema laboral en Cuba

Jorge Luis Acanda

La discusión y presentación para su aprobación en la Asamblea Nacio-
nal ecuatoriana de las reformas laborales al Código del Trabajo ocu-
rre pocos meses después de que también en Cuba se discutiera y pos-
teriormente se aprobara por su parlamento un nuevo código laboral.

En la isla del Caribe más de dos millones de trabajadores discu-
tieron en miles de asambleas, en sus centros de trabajo, el nuevo ins-
trumento jurídico. Posteriormente una versión que incorporó ciertos 
cambios fue aprobada por el parlamento cubano a fines de diciem-
bre de 2013 y promulgada como ley en junio del actual año. Este có-
digo sustituye al anterior, que había sido aprobado justo 30 años 
antes, en 1984. Teniendo en cuenta la cercanía temporal de ambos 
procesos (el ecuatoriano y el cubano), sería muy interesante hacer al-
gunas consideraciones.

Es preciso destacar, en primer lugar, la singularidad del sistema 
sociopolítico cubano, único por sus características a nivel de América 
Latina. Cuba continúa siendo uno de los muy pocos países del mun-
do que declara en su Constitución y en su ideología oficial, la inten-
ción de construir una sociedad anticapitalista. Con un sistema uni-
partidista que asegura el monopolio del poder por parte del partido 
comunista, el país mantiene como propósito central la erradicación 
de toda forma de explotación del trabajo e impedir el resurgimiento 
de la propiedad privada capitalista.

A partir de la llegada al poder, en enero de 1959, de la vanguar-
dia política del Movimiento 26 de Julio, liderado por Fidel Castro, 
y después de las transformaciones sociales y económicas que tuvie-
ron lugar primero entre 1959 y 1962 (reforma agraria, estatalización 
de todas las grandes y medianas empresas del país) y después entre 
1965-1968 (la así llamada “Ofensiva Revolucionaria”, que eliminó 
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también las formas de pequeña propiedad privada en la actividad 
económica), ocurrió algo inédito hasta ese momento en América La-
tina: la eliminación del mercado de trabajo y de la fuerza de traba-
jo como mercancía. El Estado se convirtió prácticamente en el único 
empleador. Paulatinamente fueron dictándose toda una serie de ins-
trumentos jurídicos que tenían como propósito defender los intere-
ses de los trabajadores, que encontraron su cénit en la Constitución 
proclamada en 1975 (en la que se declaró el derecho de todo ciuda-
dano a tener un empleo y la obligación del Estado a proveérselo) y 
en el Código Laboral aprobado por la Asamblea Nacional cubana en 
1984. Los asalariados disfrutaban de medidas muy favorables, tales 
como el derecho a tener un mes de vacaciones pagadas en el año, la 
cobertura universal del sistema de jubilaciones y pensiones, la protec-
ción ante enfermedades y accidentes, la protección de la madre tra-
bajadora (licencia con sueldo íntegro mes y medio antes del parto y 
tres meses después y la posibilidad de licencia sin sueldo por mater-
nidad durante un año sin perder el derecho a la plaza laboral), la se-
mana de trabajo de 40 horas, etc.

Es preciso entender el contexto, tanto nacional como internacio-
nal, en el que estas medidas tuvieron lugar. Para empezar, hay que 
destacar la existencia en aquellos años de lo que se llamó “sistema 
socialista mundial”, compuesto esencialmente por la Unión Soviética 
y demás países comunistas europeos, que habían constituido un sis-
tema de integración económica (Consejo de Ayuda Mutua Económi-
ca: CAME). Cuba pudo integrarse a ese sistema de integración, una 
suerte de mercado mundial alternativo al mercado capitalista, lo cual 
le aseguró condiciones económicas privilegiadas. El CAME —y sobre 
todo la Unión Soviética— le aseguraron a Cuba, durante más de dos 
decenios, precios sostenidos y altos para sus productos de expor-
tación (esencialmente azúcar y níquel) y condiciones extraordinaria-
mente favorables para pagar por sus importaciones provenientes de 
esos países y para obtener fuentes de créditos y préstamos excepcio-
nalmente buenas. Todo ello tuvo consecuencias sociales altamente 
positivas. El país pudo estructurar un sistema educativo y un sistema 
de salud público de altísima calidad. Los indicadores sociales duran-
te esos años eran equivalentes a los de un país desarrollado.
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Pero también en esos años el movimiento sindical sufrió una se-
ria transformación. A lo largo de la primera mitad del siglo xx, y co-
mo resultado de fuertes y sangrientas luchas del movimiento obre-
ro, dirigido esencialmente por el partido comunista cubano, se había 
estructurado en el país un movimiento sindical que se contaba en-
tre los más fuertes de América Latina. Cuba contaba, por lo tanto, 
en 1959, con una fuerte tradición de sindicalismo clasista y revolu-
cionario. Pero a partir de esa fecha, y con la instauración del sistema 
unipartidista, se aplicó a rajatabla la vieja concepción leninista que 
entendía a los sindicatos (y en general a cualquier otro tipo de orga-
nización social) simplemente como una “correa de transmisión” del 
partido, como un instrumento que trasladaba a los trabajadores los 
lineamientos y normas establecidos por la dirección política del país. 
Los sindicatos perdieron autonomía, se vaciaron de contenido, y le-
jos de ser un importante medio complementario para el proceso de 
construcción de una sociedad desenajenante y de funcionar como un 
elemento de contrapeso para cualquier posible intento de monopo-
lización del poder, pasaron un ser un mero elemento formal en la so-
ciedad cubana.

La segunda mitad de los años ochenta de siglo xx fue testigo de 
profundos procesos de cambio en el panorama internacional, que 
tuvieron hondas repercusiones para Cuba. La caída de los regíme-
nes comunistas en Europa Oriental, la desintegración de la Unión 
Soviética y la desaparición del CAME provocaron una aguda crisis 
en la economía cubana, que —como expliqué anteriormente— era al-
tamente dependiente de las condiciones de trato excepcionales que, 
por razones de geopolítica, recibía de esas naciones. La posibilidad 
de un sistema económico internacional alternativo al mercado mun-
dial capitalista desapareció abruptamente. Fue preciso reestructurar 
toda la economía cubana y comenzar a elaborar estrategias para in-
centivar la inversión de capital extranjero. Algo totalmente inconce-
bible en los años anteriores, se levantaba ahora como una necesidad 
insoslayable. Y todo esto, naturalmente, no podía ocurrir sin implicar 
transformaciones para la situación de los trabajadores.

A partir del año 2007 comenzó en Cuba un proceso de remo-
delación del sistema de relaciones económicas y de propiedad. Se 
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mantiene el monopolio del poder por parte del partido comunista, y 
sus principales dirigentes han manifestado que en modo alguno pre-
tenden abrir paso a la instauración de un “capitalismo salvaje” ni a 
la adopción de “terapias de choque” y procesos masivos de privati-
zación, como ocurrió en los países de Europa del Este y de la extinta 
Unión Soviética después de 1989, con las terribles consecuencias so-
ciales que ello tuvo. Han mantenido la idea de una fuerte presencia 
del Estado en la economía y en la propiedad de los medios de pro-
ducción fundamentales. Pero han aceptado también la necesidad de 
abrir paso a la existencia de pequeñas y medianas empresas de pro-
piedad de los habitantes del país, y a la inversión del capital extran-
jero en la mayoría de los renglones económicos. Si bien se mantiene 
el principio del empleo como un derecho ciudadano, el Estado ha re-
nunciado a su obligación de conceder un empleo a cada cubano, y se 
ha visto obligado a ampliar espacios para que las personas busquen 
sus propias alternativas económicas. Después de muchos años, vuel-
ve a surgir el mercado del trabajo y el Estado cubano ha tenido que 
retomar la función de elemento regulador de las relaciones laborales 
entre el empleado y el empleador privado. Todo ello ha conducido a 
la necesidad de crear un nuevo código laboral, en el que encuentren 
expresión las nuevas realidades.

En estos momentos, aproximadamente un 20% de todos los tra-
bajadores ya no son asalariados del Estado. O bien son pequeños 
propietarios o son asalariados de pequeños empresarios privados. 
La dirección política del país ha expresado la urgente necesidad de 
atraer al capital extranjero, para poder encontrar una solución a la 
muy difícil situación económica del país. Según datos oficiales, se ci-
fra en dos mil millones de dólares anuales la necesidad de inversión 
extranjera solo para comenzar a superar la situación de crisis econó-
mica que dura desde hace más de veinte años. Es evidente que, para 
ello, es preciso transformar algunas regulaciones jurídicas en el cam-
po del trabajo, para atraer ese capital extranjero.

Ha sido a la luz de estas nuevas realidades y urgencias que se ha 
adoptado el nuevo Código del Trabajo, que ha sustituido al de 1984. 
Como ya apunté más arriba, el nuevo código fue discutido a todo 
lo largo del año 2013 por la mayoría de los asalariados del país, los 
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cuales propusieron numerosas enmiendas, algunas de las cuales fue-
ron recogidas (y otras no) en la versión final que fue aprobada por el 
parlamento.

Un elemento novedoso y muy positivo fue que, por primera vez, 
se incluyó la prohibición de la discriminación laboral por motivos de 
género u orientación sexual. Pero también se sustituyó el anterior de-
recho de todo trabajador a disfrutar de 30 días de vacaciones paga-
das al año por una cláusula que expresa que “todo trabajador tendrá 
derecho a no menos de una semana de vacaciones al año”, quedan-
do a la negociación colectiva entre el sindicato y el empleador, en ca-
da empresa, si se adopta ese período mínimo o se amplía. En esen-
cia, la ampliación o disminución de los disfrutes y garantías de los 
trabajadores dependerán de la fortaleza que demuestre cada sección 
sindical específica en la negociación del convenio colectivo de traba-
jo con el empleador, que puede seguir siendo el Estado o puede ser el 
capital extranjero o un pequeño-mediano empresario cubano. Esto, 
como quiera que sea, arroja una cierta incertidumbre, pues después 
de medio siglo de deformación de los sindicatos en mera “corriente 
de transmisión” y de pérdida de su autonomía y capacidad de lucha, 
queda como asignatura pendiente la real capacidad del movimiento 
sindical cubano para enfrentar a empleadores tan diversos para es-
tablecer contratos colectivos de trabajo plenamente beneficiosos pa-
ra los asalariados.
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El sistema laboral mexicano y sus implicaciones 
en la normativa laboral1

Enrique de la Garza Toledo

Introducción

El sistema laboral mexicano fue creado a partir de la Constitución de 
1917, en plena Revolución, y en los años posteriores (1920-1930). La 
Ley Federal del Trabajo rige las relaciones laborales de los trabajado- 
res que no son empleados del Gobierno, aunque hay excepciones im- 
portantes que también se rigen por dicha Ley como los profesores de 
todas las universidades, los empleados de Pemex y de la Comisión Fe- 
deral de Electricidad, entre otros.

El eje del sistema de relaciones laborales desde entonces ha sido el 
corporativismo sindical, entendido como la subordinación de la ma- 
yoría de los sindicatos al Estado, un cuasi monopolio de la represen- 
tación de los trabajadores por estos sindicatos con las protecciones 
legales y estatales hacia los mismos, la corresponsabilidad de los sin- 
dicatos en la marcha de la Economía y del Estado y la afiliación for- 
zada de los trabajadores a estos sindicatos de acuerdo con normas 
contractuales. Las relaciones corporativas no funcionaron por igual 
para todos los trabajadores, primero fueron para los sindicalizados, 
que siempre han sido minoría y actualmente no rebasan el 12% de la 
población ocupada; segundo, estuvieron concentradas en los gran- 
des sindicatos de las ramas estratégicas y, en esta medida, durante el 
modelo de sustitución de importaciones la subordinación al Estado   
se tradujo en mejoras salariales y en prestaciones para estos últimos 
trabajadores. En cambio, con el modelo neoliberal, aunque los pac- 
tos siguieron funcionando, se produjo un deterioro importante en sa- 
larios, prestaciones, seguridad en el empleo.

1	 Algunos apartados de este texto se encuentra n fundamentados en algunos trabajos previos 
del autor y se respectan sus derechos.
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El circuito corporativo, como eje de las relaciones laborales, im-
plica que estas siempre son un asunto de Estado. En esa medida se 
encuentran politizadas y sesgadas, en particular a favor de las em-
presas. Estatalmente los órganos involucrados son la Presidencia de 
la República en conflictos importantes, los gobernadores de los es-
tados, los ministerios del Trabajo federal y locales, así como los ór-
ganos de la justicia laboral (Junta de Conciliación y Arbitraje y tri-
bunales de lo laboral). Todas estas instancias han formado parte 
de un sistema bien articulado con centro en la Presidencia de la Re-
pública que normalmente juega poniendo por delante los intereses 
de los empresarios, del Estado, de acuerdo con la política económi-
ca, con la paz laboral y social. La legislación del trabajo mexicana, 
una de las primeras en surgir en el mundo y con aspectos progresis-
tas importantes, ha quedado amortiguada por quienes la aplican y 
los intereses que dominan en lo laboral, así como por la subordina-
ción de los sindicatos al Estado. Lo que sigue son consideraciones 
contempladas en la legislación mexicana que no necesariamente se 
cumplen al pie de la letra (reformas a la Ley Federal del Trabajo de 
noviembre de 2012).

1.	 Debilidad de la normatividad laboral

a.	 Un tema que en sociedades como las latinoamericanas no se 
puede eludir es el cambio en el concepto de lo que es traba-
jo, que en nuestras legislaciones sigue atado al de la relación 
entre empleado y empleador, es decir, el trabajo asalariado. 
En cambio, nuestros países reconocen relaciones informales 
de trabajo muy amplias, que en el nivel latinoamericano al-
canzan el 45% de la población ocupada y en México el 60%. 
En este aspecto cabe reivindicar la ampliación del concepto 
de informalidad que hizo la OIT hacia 2002: serán relaciones 
informales las que se tengan en unidades económicas no re-
gistradas, más las de las registradas que no cumplan con la 
normatividad laboral, especialmente el derecho a la saluda 
por ser trabajador. De esta manera, los trabajadores infor-
males van desde el autoempleado, los familiares que no re-
ciben remuneración, los asalariados en micronegocios, pero 
también los que trabajan por honorarios, por comisión, por 
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propinas en el sector formal. Acerca de estos trabajadores a 
lo sumo hay menciones para categorías muy específicas en la 
Ley mexicana.

b.	 Una ampliación del concepto de relación de trabajo en los ser-
vicios que impliquen la presencia del cliente mientras se presta 
dicho servicio. Si el cliente está presente y es necesario para 
que se preste el servicio al menos significa que en una misma 
relación se encuentran mezclados el derecho laboral y posible-
mente el civil o el penal. La Ley mexicana no reconoce el con-
cepto de derechos mezclados ni la intervención de los clientes-
ciudadanos en acuerdos entre empresas y sindicatos, como 
sucede en Francia con respecto de servicios públicos como la 
electricidad.

c.	 La reforma a la Ley Federal del Trabajo de 2012 introdujo 
nuevas formas de contratación. Entre otras, el contrato por 
aprendizaje y el a prueba del trabajador. Formas que han sido 
criticadas por la OIT, puesto que se prestan a arbitrariedades y 
a utilizarlas para mantener una discriminación de estos traba-
jadores con respecto de los de planta.

d.	 La subcontratación. En la última reforma laboral se abordó 
este tema con detalle. Primero, se definió al subcontratista 
como aquella empresa contratada por otra para realizar tareas 
de la que la subcontrata, dirigiendo la primera a los trabaja-
dores en las actividades productivas. También la reforma puso 
límites a la subcontratación como que no todos los trabajado-
res de una empresa sean subcontratados o que se subcontrate 
en tareas que ya realizan los trabajadores de base. Sin embar-
go, quedó sin legislar la situación también de subcontratación 
por parte de las agencias de contratación de trabajadores y las 
cooperativas de trabajo.

e.	 El tema del corporativismo ha estado históricamente apunta-
lado por las leyes laborales y las prácticas de los sindicatos, el 
Estado y las empresas. Es decir, este corporativismo ha estado 
acompañado por escasa democracia en las organizaciones sin-
dicales. Como la Ley laboral mexicana regula la conformación 
y funcionamiento general de los sindicatos, una demanda his-
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tórica ha sido la de legislar para establecer por ley el voto uni-
versal, secreto y directo para elegir a las direcciones sindicales, 
lo anterior no se plasmó en la ley actual. Otra demanda ha sido 
evitar que las organizaciones como tales se afilien a partidos 
políticos –el partido fascista italiano de Mussolini formado no 
por ciudadanos sino por organizaciones fue el antecedente his-
tórico del PRI–. Se trata de un tema espinoso, pero en el caso 
mexicano, dejar que los sindicatos decidan si los líderes se eli-
gen en forma democrática o si se afilian en bloque a un partido 
o no ha resultado muy nocivo para las condiciones de trabajo y 
la democracia, no solo sindical sino político-estatal.

f.	 Un último tema, aunque faltan muchos más, es la lentitud de 
los juicios y la corrupción de las autoridades del trabajo. Una 
legislación que burocratiza y vuelve lentos los juicios juega en 
contra del trabajador que no cuenta con recursos para resistir 
períodos de cinco años, que es lo que en México dura un juicio 
laboral en promedio, y acaba aceptando unos mendrugos de 
la parte patronal.

2.	 Puntos conflictivos más recientes

a.	 Un punto de conflicto permanente son las titularidades de los 
contratos colectivos de trabajo (art. 395). La Ley solo estable-
ce que el sindicato mayoritario será el que firme el contrato, 
pero semejante al tema de elecciones sindicales, no norma la 
forma como los sindicatos deben de plantear sus reformas al 
contrato desde el punto de vista de la consulta obligada a sus 
agremiados. Lo anterior se ha prestado a que los líderes hagan 
y deshagan con la contratación colectiva. El vicio de origen des-
de el punto de vista legal consiste en que si bien la Ley habla de 
que el sindicato que contrata es el que tenga la mayoría, no es-
tablece certificación de los miembros que el sindicato declara, 
sino que lo deja a múltiples simulaciones de afiliación. Cuando 
dos sindicatos disputen la titularidad del contrato si se prevé el 
recuento de trabajadores, pero como no se especifica la forma 
de hacerlo se presta a que el patrón esté presente presionando 
o a que se infle la lista de trabajadores en un acuerdo entre 
parón y sindicato patronal para ganar esa titularidad.
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b.	 Cláusulas de exclusión. La Ley permite a los sindicatos que en 
sus estatutos establezcan que un trabajador para laborar en la 
empresa tenga que afiliarse forzosamente al sindicato y, a la 
vez, al ser expulsado del sindicato tenga que dejar la empresa. 
En México, visto dentro del sistema de relaciones de trabajo 
corporativo, ha sido un arma de los sindicatos adictos al Go-
bierno para deshacerse o intimidar a sus opositores. La alter-
nativa es la libertad de sindicalizarse o no de los trabajadores.

c.	 La Ley define al trabajador de confianza como el encargado 
de tareas de dirección, vigilancia, fiscalización y añade a los 
trabajos personales para el patrón. Esta ambigüedad en la de-
finición ha dado origen a grandes disparidades en las empre-
sas de hasta donde abarcan los trabajos de confianza. Pero lo 
más graves han sido las dificultades para permitir su sindica-
lización, así como la extensión de los beneficios sociales a los 
mismos o las indemnizaciones en caso de recisión del contrato.

3.	Fortalezas

Bajo la aclaración inicial que una cosa es la letra de la Ley y otra las 
prácticas en las Juntas de Conciliación y los juzgados, la ley laboral 
mexicana tiene algunos puntos muy positivos, tales como:

a.	 La definición en el artículo 2 de la tutela de los trabajadores 
por parte del Estado. Correctamente la Ley considera que no 
son iguales obreros y patrones, a pesar de uno venda fuerza de 
trabajo y el otro la compre.

b.	 Por el artículo 2 de la nueva ley de 2012 se adoptó la definición 
de la OIT de trabajo decente: uno que respete la dignidad hu-
mana, en el que no hay discriminaciones, en el que el salario 
sea remunerador (que satisfaga las necesidades del trabajador 
y de su familia), que reconozca el derecho a la seguridad social, 
así como a la contratación colectiva, a la capacitación, que 
sea productivo con ganancias compartidas, y que respete las 
normas de higiene y seguridad.

c.	 La insistencia en la reforma de 2012 en la no discriminación 
para discapacitados, indígenas, mujeres, en contra del hosti-
gamiento y acoso sexuales. 
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4.	Aspectos innovadores de la reforma de 2012

a.	 El aspecto más innovador fue la definición de productividad, 
entendida como el resultado de optimizar factores humanos, 
materiales, financieros, tecnológicos y organizacionales para 
tener mayor competitividad, mayor capacidad productiva, tec-
nológica y organizacional, acompañadas de mayores ingresos 
bienestar y mejor distribución de los beneficios entre los traba-
jadores (art. 153-I).

b.	 El complemento fue la conformación por ley, en empresas ma-
yores de 50 trabajadores, de comisiones mixtas de productivi-
dad (art. 153-f) encargadas de proponer a la gerencia cambios 
en maquinaria y equipo, en organización y relaciones laborales, 
de vigilar acuerdos de productividad establecidos para todo un 
sector de la economía, compaginados con comités nacionales 
de productividad y capacitación.

c.	 La nueva ley reconoce el derecho de cualquier ciudadano de 
conocer los nombres de la directiva de un sindicato, sus estatu-
tos, los contratos colectivos y reglamentos internos de trabajo, 
aunque sujetos a los criterios de la Ley de Transparencia que 
pudiera decidir reservar ciertos documentos por determinados 
años.

5.	Características del sistema de relaciones laborales en México

La formación socioeconómica mexicana de antes de 1982 común-
mente se denominó como de “Substitución de importaciones”, y fue 
caracterizada por un Estado fuerte y autoritario que impulsó la in-
dustrialización del país. Esta industrialización fue protegida de la 
competencia externa por el Estado, proveyendo a los industriales de 
créditos blandos y favoreciéndolos con el control de los precios agrí-
colas. Desde el punto de vista económico, esta formación transitó de 
una industrialización ligera en los años treinta y cuarenta hacia la in-
dustria pesada en los cincuenta y sesenta; sin embargo, en la déca-
da siguiente entró en una turbulencia económica y política que llevó 
a esta formación a su crisis y substitución por la formación neolibe-
ral actual.
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El año de 1982 fue el gran parte aguas de la formación socioe-
conómica mexicana y, aunque con desfases y titubeos, también del 
cambio en sus sistemas de relaciones industriales. En este año, con-
tradicciones que se venían acumulando desde hace más de diez años 
explotaron en la forma de crisis financiera del Estado, en especial co-
mo crisis de la deuda externa. En lo superficial, se trataba de la coin-
cidencia entre la caída en los precios del petróleo un año antes (Mé-
xico es gran exportador) y la elevación de las tasas internacionales de 
interés. En el fondo era la conjunción de varios problemas: el agota-
miento del sector agrícola que ya no podía crecer con la política de 
precios del Gobierno favorable al sector industrial; también de la cri-
sis fiscal del Estado, que con su gasto deficitario subsidió durante 
décadas a la industria; y coincidía además con la nueva política de 
las transnacionales en México de dirigirse al mercado internacional 
en lugar del mercado interno. En estas condiciones, desde el Estado 
se inició el cambio de modelo económico que implicó extensas pri-
vatizaciones, la retirada del Estado de la inversión productiva, des-
regulaciones, apertura al mercado externo, fin de la política indus-
trial de fomento, preeminencia del sector financiero y uso de la tasa 
de cambio y la depreciación de los salarios como ancla de la econo-
mía. Sin embargo, hasta ahora el crecimiento económico ha sido ba-
jo en promedio y con muchas fluctuaciones y crisis: crisis de infan-
cia en 1987, de juventud en 1995 y de madurez en 2001 y 2008 (De 
la Garza, 2001).

Como parte del Modelo de Substitución de Importaciones, las re-
laciones laborales y sindicales en México se subordinaron a las nece-
sidades económicas y políticas del Estado y los empresarios. En es-
ta medida, los ejes del sistema de relaciones industriales han sido los 
siguientes:

a.	 La mayoría de los sindicatos se consideraron corresponsables 
con el Estado del sostenimiento del modelo económico y del 
sistema político. En esta medida, a pesar de periódicas ten-
siones, la política económica del Estado comúnmente se im-
puso sobre las demandas de los sindicatos en aras de salvar 
el modelo de economía. Esto funcionó durante el período de 
substitución de importaciones e igualmente en el modelo neo-
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liberal actual. De esta forma los sindicatos en México, más que 
organismos privados, representantes de intereses particulares, 
son organismos públicos a la par que los partidos políticos y 
con funciones en la política estatal.

b.	 Las relaciones laborales en México se subordinaron a las po-
líticas estatales, pero los sindicatos no contribuyeron a esta 
operación como organismos externos al Estado sino como 
parte del mismo. Esta subordinación de lo laboral a lo político 
estatal no siempre significó demérito de condiciones salariales 
o de trabajo; durante el período de auge de la economía (años 
sesenta), los salarios crecieron, así como las protecciones lega-
les y contractuales a los trabajadores.

c.	 La arena principal de negociación de las relaciones laborales ha 
sido la política estatal, estableciéndose un sistema de intercam-
bios entre mejoras salariales, en prestaciones o seguridad social 
a cambio de apoyo a las políticas públicas y en lo electoral.

d.	 Es decir, hay una imbricación muy fuerte entre sindicato y sis-
tema político. Los líderes sindicales son, a la vez, importantes 
dirigentes partidarios y reciben a cambio una cuota de puestos 
de elección popular o bien en la administración del Gobierno.

e.	 En otras palabras, los espacios tradicionales de intervención de 
los sindicatos oficiales en México han sido en las definiciones 
de políticas económicas y laborales estatales, aunque de una 
manera subordinada a la lógica de la política económica; en 
el sistema político, participando en elecciones por puestos de 
elección popular y en el Gobierno; en la gestión de la seguridad 
social, desde el momento en que los organismos principales 
de salud, abasto, vivienda tienen consejos de administración 
tripartitos; y, por supuesto, en las relaciones laborales, aun-
que como señalo estas relaciones laborales están impregnadas 
permanentemente de lo político estatal y se convierten en esta 
medida en relaciones políticas.

La conversión histórica de los sindicatos en organismos de Esta-
do ha implicado también el apoyo del mismo en el mantenimien-
to de este sistema y sus liderazgos. Para esto se utiliza la legislación 
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laboral y prácticas extralegales. Este sistema implicó el control estatal 
del registro de los sindicatos, la regulación de la huelga y la contrata-
ción colectiva frente a esta alianza entre cúpulas sindicales corporativas 
y el Estado, las oposiciones, frecuentemente de izquierda, encontraron 
múltiples obstáculos legales y extralegales para prosperar. No se trató 
de un sistema pacífico, las irrupciones obreras en búsqueda de demo-
cracia sindical se produjeron periódicamente desde los años treinta, sin 
embargo, siempre el Estado logró reducirlas a expresiones minoritarias. 

A este conglomerado de relaciones y apoyos mutuos entre sindi-
catos, Estado y empresarios, con sus implicaciones sobre las relacio-
nes laborales, se le ha llamado corporativismo. Además, el corporati-
vismo mexicano se ha caracterizado por la escasa democracia en los 
sindicatos, en la medida en que su función de representación de inte-
reses ha quedado subordinada a sus funciones político-estatales. Por 
otro lado, este corporativismo ha establecido entre liderazgo y base 
trabajadora relaciones de intercambio, sistemas de premios y casti-
gos que con su persistencia durante sesenta años ha conformado una 
parte de la cultura obrera. Se trataría de rasgos culturales en los que 
se combinaría el estatismo (soluciones de los problemas solo dentro 
del Estado), delegación de las decisiones en los líderes, patrimonialis-
mo (los líderes pueden ser vistos como los patrones de los sindicatos) 
y que las reglas burocráticas no se hacen efectivas sin la intervención 
personal que implica el favor y el compromiso por parte de quien lo 
recibe. Además, como se trata de un corporativismo poco interesa-
do en la mejoría de la producción y la productividad en las empresas, 
es posible que haya contribuido a afianzar una cultura instrumenta-
lista de los trabajadores con respecto del trabajo y un sistema de fa-
vores al interior de los procesos productivos que se vuelven en con-
tra de la productividad. Esta forma de corporativismo formó parte 
del Modelo de Substitución de Importaciones, desde el momento en 
que garantizó paz social, tranquilidad laboral, votantes para el PRI y 
sus prebendas fueron vistas también como una palanca de la deman-
da agregada que incentivaría la inversión y la producción. Sin embar-
go, el Modelo de Substitución de Importaciones entró en crisis en los 
años setenta del siglo xx y la consolidación del modelo neoliberal en 
los noventa ha significado tensiones importantes para el sindicalismo 
corporativo en sus prácticas, sistemas de intercambios e ideología. 
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Sin embargo, esta forma sindical sigue predominando en México en 
relaciones de apoyo mutuo con el nuevo Estado, aunque esté inmer-
so en muchas contradicciones que presionan hacia su transforma-
ción desde la década de los noventa y en particular en el siglo xxi.

El nuevo modelo económico ha pasado por una crisis económi-
ca constitutiva (crisis del Modelo de Substitución de Importaciones) 
en 1982, por una de la infancia (1987) y otra más profunda de la ju-
ventud (1994-95) y dos finales de madurez (2001 y 2008). En este 
camino, los saldos para los trabajadores hasta ahora han sido nega-
tivos en empleo, salario, protecciones contractuales y seguridad so-
cial. Asimismo, las organizaciones sindicales han sido deslegitimadas 
y han perdido influencia en campos centrales para ellas como los de 
diseño de las políticas económicas y laborales, la gestión de la segu-
ridad social y, con altibajos, en el sistema político.

Cuadro n.° 1
Cambios en el salario mínimo y los salarios contractuales reales

Período Cambios en salario mínimo real Cambios en salario contractual

1980-1990 -50,69% -36,37%

1990-2000 -36,46% -25,45%

2001-2006 -2,28% -0,75%

2007-2012 0,02% -0,5%

1980-2011 -68,4% -50,5%

1990-2012 -31,4% -21,95%

Fuente: Calderón, Felipe (2011). Anexo al vi Informe presidencial. Presidencia de la República.

Aunque los sindicatos se han debilitado frente al modelo neolibe-
ral, no por esto el corporativismo tiende a desaparecer. El Gobierno 
de Salinas de Gortari intentó la reconstrucción del antiguo corporati-
vismo de Estado en otro que participara en un pacto productivo con 
las gerencias. Fracasó ante empresarios que no quisieron realmente 
compartir con las organizaciones obreras las decisiones del proceso 
productivo, ni tampoco quisieron poner en juego suficientes recur-
sos para bonos por productividad. El segundo intento de combinar 
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neoliberalismo con corporativismo resultó más débil que el prime-
ro, fue el pacto por una nueva cultura laboral, con escasos resulta-
dos, aunque fijó las bases doctrinarias socialcristianas de los gobier-
nos del PAN. En la coyuntura de un gobierno federal no priista, hubo 
un nuevo intento de restauración corporativa, dotando a los sindi-
catos primero de una doctrina (la de la justicia social de la Revolu-
ción mexicana ha pasado a la historia y la incipiente de la democra-
cia social y el nuevo sindicalismo de Salinas de Gortari también). Fue 
el momento de la doctrina social de la Iglesia en su versión corporati-
va. Sin embargo, faltaron las instituciones que soportaran las prácti-
cas de los actores, estas no pueden sustentarse solamente en la ideo-
logía. En el viejo corporativismo la institución principal era la figura 
del presidente de la república, con su gran poder concentrado. En las 
condiciones actuales, sin embargo, la Presidencia se muestra débil y 
el corporativismo sobrevive más por las redes tejidas de tiempo atrás 
entre líderes sindicales, funcionarios del Gobierno y empresarios a ni-
vel micro y meso. También sobrevive por el convencimiento de la ma-
yoría del empresariado de que el corporativismo ha desempeñado un 
papel histórico útil para sus intereses de control de las demandas de 
los trabajadores y erradicación de la disidencia, y que la apertura a 
la democracia sindical en condiciones de debacle salarial, de falta de 
identidad de los trabajadores con las empresas, puede ser una aven-
tura muy riesgosa. La experiencia de los Gobiernos del PAN en los es-
tados donde tienen el poder muestra que es posible continuar con el 
modus vivendi laboral y sindical entre un partido supuestamente no 
corporativo y las antiguas corporaciones priistas. Es decir, el corpo-
rativismo sindical puede convivir con el neoliberalismo económico en 
ciertas condiciones y en estados con fuertes tradiciones intervencio-
nistas en lo laboral, no basta con una alternancia partidaria para se-
llar su destino. Se trata del corporativismo neoliberal o bien del neo-
liberalismo corporativo.
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El sistema laboral argentino frente al desempleo 
y la precariedad: aciertos y desafíos del proceso 
de ciudadanización de los sectores vulnerables

Cecilia Cross

Introducción

En los últimos años asistimos en Argentina a un proceso de creciente 
acceso a los derechos tradicionalmente asociados al salario por par-
te de trabajadores/as precarios/as, informales o desempleados/as, lo 
cual constituye una novedad y una innovación significativa en el cam-
po de la ciudadanización de los sectores subalternos.

Nuestro país implementó su sistema de bienestar a partir de los 
años cuarenta bajo los parámetros de lo que se ha definido como 
sociedades salariales y en el contexto de un proceso de industrializa-
ción por sustitución de importaciones (Vinocur & Halperin, 2004). 
Un rasgo distintivo de este modelo ha sido el rol principal del movi-
miento obrero en el sostenimiento y fortalecimiento de esta sociedad 
salarial, en una relación sumamente compleja con los distintos Go-
biernos que administraron el Estado desde los años cuarenta hasta la 
actualidad (Novick, 2001).

A mediados de los años setenta, en un contexto internacional pe-
culiarmente favorable a los intereses antiindustriales de las clases do-
minantes, se puso en marcha un proceso de genocidio político con-
tra dirigentes y militantes sindicales, políticos, religiosos y sociales. 
Su objetivo fue “aniquilar” las resistencias sociales a los intentos de 
las clases dominantes de desmantelar el sistema protectorio del tra-
bajo y el/la trabajador/a, empresa en la que las clases dominantes 
habían perseverado y fracasado desde 1955 (Palomino, 2000).
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De este modo, comenzó en 1976 un proceso de desmantelamien-
to de derechos sociales y de precarización de las relaciones laborales, 
que habiendo sido profundizado en los 90,1 se extendió hasta prin-
cipios del nuevo milenio. Este proceso de tradujo en un aumento de 
la precariedad y la informalidad laboral, además de un fuerte incre-
mento en los niveles de pobreza y desigualdad social (Oszlak, 2003). 
Frente a este proceso el desempleo y el hambre de convirtieron en los 
principales ejes de lucha social y las políticas focalizadas y la repre-
sión las únicas herramientas de los Gobiernos liberales frente al cre-
ciente descontento (Cross, 2004; Farinetti, 1999).

En diciembre de 2001 se expresó una profunda crisis social que 
llevó a la Argentina al borde la disolución social (Grimson, Castellani 
y Roig, 2010). En 2003 la salida a esa crisis comenzó a vislumbrarse 
en el contexto de un intenso debate social y político que colocó el ac-
ceso al empleo y sus beneficios asociados como eje de encuentro en-
tre las demandas sociales y las política públicas (Fernández Álvarez y 
Manzano, 2007). Asimismo, los sindicatos dejaron de ser los únicos 
interlocutores del Estado en materia de integración social, a través de 
la incorporación de organizaciones de base territorial y movimientos 
sociales diversos (Freytes Frey y Cross, 2007). Como producto de es-
te fructífero intercambio se definieron múltiples y muy variadas me-
didas, que fueron revisadas, ampliadas o discontinuadas en un pro-
ceso que sería imposible agotar en pocas líneas (Cross y Freytes Frey, 
2009). No obstante, se presentan a continuación los ejes programá-
ticos que consideramos más innovadores y representativos en mate-
ria de ciudadanización del grupo más vulnerable (y vulnerado) de los 
sectores subalternos, los/as trabajadores/as informales, precarios o 
desocupados:

1.	 Avances hacia la formalización de las actividades informales: Como 
otros/as autores/as se han ocupado de mostrar, el proceso 
de resalarización de las relaciones laborales en Argentina se 
tradujo en la recuperación de algunas instituciones muy ca-

1	 Esta profundización se dio en el contexto de las llamadas “reformas estructurales” del Es-
tado consistentes, a grandes rasgos, en la privatización de empresas públicas, transferencia 
de los costos asociados al sostenimiento de la salud y la educación a las provincias y reduc-
ción del empleo estatal formalizado, focalización de la política social y estímulo de las mo-
dalidades de contratación precaria en los sectores público y privado.
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racterísticas como las paritarias anuales, la revitalización del 
consejo del salario mínimo, vital y móvil, entre otras (Senén 
González y Haidar, 2009). Sin embargo, el modo de expresión 
más novedoso de este proceso fue la sanción de una serie de 
normas que intentan “reparar” la precariedad de las relacio-
nes laborales en actividades tradicionalmente informales, tales 
como las leyes que impulsan la gestión social de los residuos,2 
el nuevo régimen de trabajo agrario,3 la nueva ley de empleo 
doméstico,4 entre otros. Estas normas se caracterizan por re-
conocer muchos de los derechos asociados al salario a sectores 
de trabajadores habitualmente desprotegidos.

2.	 El reconocimiento del derecho al empleo: El eje central de las políti-
cas sociales actuales está puesto en la promoción de empren-
dimientos asociativos orientados por organizaciones territoria-
les o municipios con el fin de dar trabajo a personas con nula 
o escasa experiencia de inserción en el empleo formal (Cross, 
2010). A esta población que se caracterizado como “el núcleo 
duro del desempleo” se le ofrece la posibilidad de acceder a 
puestos de trabajo como parte de cooperativas de trabajo. En 
el contexto del programa “Argentina Trabaja” existen diversas 
líneas de financiamiento de este tipo de iniciativas, siendo las 
más paradigmáticas el “Manos a la Obra”, orientada a la pro-
moción de emprendimientos vinculados a la economía social, 
e “Ingreso Social con Trabajo”, que promueve la conforma-
ción de cooperativas para la prestación de servicios de sanea-
miento, infraestructura urbana, viviendas, mejoramiento de 

2	 En particular la ley Nacional 25916 del Estado nacional, la ley 13592 de la provincia de Bue-
nos Aires, y las leyes 992 y 1854 de la ciudad autónoma de Buenos Aires, las cuales impul-
san un “modelo social de gestión de los residuos”, que incorpora como agentes activos a 
los/as “recicladores/as urbanos/as”. En tal sentido, cabe destacar que el marco regulato-
rio anterior –implementado en 1977– prohibía formalmente cualquier actividad de recicla-
do de residuos (Cross, 2013).

3	 La ley Nacional 26.727 de Trabajo Agrario reconoció por primera vez derechos a los/as tra-
bajadores/as agrarios como el pago de horas extras, las jornadas de 44 horas de trabajo se-
manal, el acceso al salario mínimo vital y móvil decretado por el Estado, etc.

4	 Ley 26.8440 que establece el régimen especial de contrato de trabajo para el personal de ca-
sa particulares, instituyendo un régimen simplificado de aportes jubilatarios y a la seguridad 
social, estableciendo períodos de descanso, vacaciones y licencias similares a las de otros/as 
trabajadores/as, así como el cálculo de indemnizaciones por despido sin causa.
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espacios verdes o infraestructura comunitaria. La novedad de 
estas políticas, bastante parecidas en líneas generales a otras 
implementadas en los noventa (Cross & Freytes Frey, 2009), es 
que buscar dar acceso a prestaciones que anteriormente solo 
estaban al alcance de los/as asalariados/as. A este fin de ha 
desarrollado el llamado “monotributo social” que permite a 
los emprendimientos emitir facturas, ser proveedores del Es-
tado por contratación directa, acceder a las prestaciones de 
las obras sociales del Sistema Nacional de Salud e ingresar al 
sistema previsional (jubilación). Además, el monotributo so-
cial es compatible con la “Asignación Universal por Hijo” y por 
embarazo,5 de las que nos ocupamos a continuación.

3.	 Ampliación de las prestaciones a niños/as y embarazadas: Uno de los 
beneficios tradicionalmente asociado al salario en nuestro país 
ha sido la percepción de una suma no remunerativa fija por 
cada hijo/a a cargo, que se percibe desde los tres meses de 
gestación. En los últimos años, se han adoptado medidas que 
han permitido extender este beneficio a trabajadores/as infor-
males y desocupados/as obteniendo resultados muy positivos 
en materia de reducción de la indigencia. A partir de la im-
plementación del programa el porcentaje de menores de edad 
alcanzados por los beneficios de la AUH (no contributiva) y 
las asignaciones familiares (contributivas) está por encima del 
89,9%. En este porcentaje, el 36,6% corresponde a la AUH (Ba-
sualdo, Arceo, González, y Mendizábal, 2010). Esta asignación 
exige, asimismo, la continuidad educativa de los/as menores y 
el adecuado seguimiento de su situación sanitaria desde el em-
barazo, lo cual ha llevado a mejorar los indicadores sanitarios 
de acuerdo a estimaciones del Ministerio de Salud.6

4.	 Ampliación de la cobertura jubilatoria: A través del Programa de 
Inclusión Previsional se ha revertido exitosamente el fracaso del 
sistema de seguros de retiro por capitalización implementado 
desde 1994. El 1996 el 55,8% de la población en edad de ju-

5	 Fuente: http://www.desarrollosocial.gov.ar/argentinatrabaja/.

6	 Fuente: http://www.msal.gov.ar/sumar/index.php?option=com_content&id=373:asignacion-universal-
por-hijo- y-asignacion-por-embarazoasignacion-universal-por-hijo-y-asignacion-por-embarazo.
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bilarse accedía al beneficio jubilatorio, mientras que en 2005 
estaba en apenas un 47,3%. A partir de la aplicación de un 
proceso de ampliación del beneficio y de moratoria para quie-
nes no hubieren completado los años de aporte requeridos, se 
logró revertir esta tendencia alcanzando el 56,5% en 2006 y al 
70,5% en 2007. En la actualidad la tasa de cobertura, luego de 
sucesivas reaperturas del proceso, alcanza al 80% y se espera 
que para 2015 esa cifra se siga incrementado.7

Desafíos

Las políticas seleccionadas constituyen casos exitosos de ampliación 
de derechos ciudadanos para poblaciones vulnerables. No obstan-
te, interesa señalar tres cuestiones centrales que sería importante re-
visar a futuro:

1.	 Un estudio muestra que, por sí sola, la implementación de la 
AUH redujo los indicadores de indigencia se entre un 55 y un 
70%, retornando así a los mejores niveles de la historia argenti-
na (Agis, Cañete y Panigo, 2010); no obstante, muchas de las 
familias que perciben este y otros de los beneficios relevados 
continúan viviendo en condiciones de pobreza. A su vez, las 
condiciones de vida y trabajo de las personas vinculadas a em-
prendimientos asociativos se encuentra muy por debajo de las 
expectativas de los/as empleados/as en relación de dependen-
cia (Cross, 2013).

2.	 El esfuerzo de ampliar esta cobertura de derechos ha sido asu-
mida íntegramente por el Estado, sin involucrar a las empresas 
y con políticas emanadas desde el poder Ejecutivo. Esto hace 
que el reconocimiento de estos derechos sea fácilmente rever-
sible a futuro y quede sujeto a cuestiones de coyuntura política 
y económica.

3.	 No existe un marco normativo adecuado para expresar jurídi-
camente la conformación de estos emprendimientos que com-
binan la forma legal de una cooperativa, pero que terminan 

7	 Fuente: http://www.anses.gob.ar/jubilados-pensionados/pip-programa-inclusion-previsional-30 (Cala-
bria & Calero, 2012).
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emulando una relación salarial, en la que el Estado aparece 
supliendo, escasamente, el lugar del patrón. Esta hibridación 
es fuente de conflictos y callejones sin salida derivados de esta 
vacancia normativa.
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El derecho del trabajo en la Argentina

Guillermo Pérez Crespo

A modo de introducción

Una normativa, un régimen jurídico, no se construye en abstracto ni 
como simple producto de una elaboración teórica determinada, es 
parte de un proceso histórico que le da forma aunque el mismo no 
siempre es visible.

En ese sentido, el derecho de trabajo es derecho de clase construi-
do por los trabajadores en el enfrentamiento cotidiano con el capital.

Es mucho más que el producto de su construcción jurídica por 
profesionales, es el resultado del conflicto social y de la negociación 
inherente al mismo, de las presiones cruzadas de las partes con inte-
reses contradictorios, en un marco concreto de relación de fuerzas, 
en una sociedad y un período histórico determinados.

Es en este marco que debe analizarse cualquier orden normativo 
laboral, por sobre la letra de las leyes que lo integran, si no se quie-
re correr el riesgo de tomar como derecho positivo vigente lo que en 
realidad no lo es.

1.	 Lo que sucedió en Argentina

En lo que hace al derecho del trabajo en este país, su construcción 
se fue dando en un proceso largo y complejo, no lineal, con avances 
y retrocesos, desde fines del siglo xix, cuando una clase trabajadora 
aún de características muy primarias, arrancó al capital las primeras 
normas.1

1	 Los obreros tipógrafos se declararon en huelga en Buenos Aires en 1878 y luego de un mes 
de conflicto obtuvieron un triunfo importante, imponiendo a las patronales un convenio 
colectivo con nuevas condiciones de trabajo: limitación del trabajo infantil, incremento de 
salarios y reducción de jornada laboral.
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En las primeras décadas del siglo xx poco se avanzó aunque pue-
den computarse como importantes conquistas: la ley 4661 de des-
canso dominical (1905), la ley 5291 de regulación del trabajo feme-
nino e infantil (1907), la ley 9511 de inembargabilidad de sueldos 
en una determinada proporción (1914), la ley 9688 de accidentes y 
enfermedades laborales (1915), la ley 11.544 de jornada de trabajo 
(1929) y la ley 11.729 que introdujo las indemnizaciones por despi-
do sin causa (1934).

Paralelamente, los trabajadores organizados sindicalmente, en 
una verdadera construcción normativa laboral, venían obteniendo a 
través del conflicto y la negociación convenios colectivos, en espe-
cial a partir de la década del treinta, aunque fue en los años cuaren-
ta, con el primer Gobierno peronista, que se multiplicaron las nego-
ciaciones paritarias y los convenios por actividad.2

En 1949 se promulgó una nueva Constitución nacional, en reem-
plazo de la liberal de 1953, que le reconoció a los trabajadores im-
portantes derechos sociales aunque no mencionaba el derecho de 
huelga, particular limitación que dio lugar a una amplia polémica. 
Anulada por el Gobierno militar luego del golpe de 1955, se volvió a 
la vieja Constitución pero con una reforma sancionada por la asam-
blea constituyente de 1957, la que reconoció en el nuevo art. 14 bis 
en forma expresa los derechos a organizarse sindicalmente, de huel-
ga y negociación colectiva, la estabilidad de los empleados estatales 
y la protección contra el despido arbitrario en caso de los trabajado-
res de la actividad privada, así como una serie de derechos, algunos 
de ellos más simbólicos que reales ya que su vigencia resultó muy par-
cial y limitada.

Las posteriores luchas políticas y sociales llevadas adelante por 
la clase trabajadora permitieron que en 1974 se sancionara la ley 
20.744, también conocida como Ley de Contrato de Trabajo. Con 
sus aciertos y limitaciones, fue el punto máximo en la construcción 
legislativa desde el interés de clase de los trabajadores.

2	 Si bien la primera ley de negociaciones colectivas es la 14.250 de 1953, las negociaciones 
entre trabajadores y patrones ya tenían una larga historia en el país, incluso con cierto reco-
nocimiento de la juridicidad estatal desde mediados de los años treinta.
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El Gobierno que asumió el poder mediante el golpe genocida de 
1976 prohibió el derecho de huelga y la negociación colectiva, clausu-
ró sindicatos, encarceló representantes sindicales y asesinó a una enor-
me militancia gremial, destrozando la organización sindical de base.

Este régimen llevó a cabo una profunda reforma de la ley 20.744, 
sancionando la regla estatal 21.297:3 se derogaron numerosos artí-
culos de aquella y se modificaron muchos más.

Con el arribo de la democracia en 1983, la clase trabajadora no 
tuvo fuerza suficiente como para forzar la anulación de la espuria 
21.297, la que sigue rigiendo en la Argentina como Ley de Contrato 
de Trabajo pese a su vicio de origen.

Fueron necesarios cinco años de democracia para que los traba-
jadores recuperaran en 1988 el derecho consagrado en la ley 14.250 
de negociaciones colectivas.

Pero en la década del noventa la ofensiva precarizadora del capital 
llevó adelante una amplia reforma legislativa en beneficio de los in-
tereses patronales: la ley 24.0134 introdujo formas precarias de con-
tratación laboral (bautizadas luego como “contratos basura”), la ley 
24.522 de quiebras y concursos favoreció la insolvencia patronal res-
pecto de los créditos laborales, la 25.013 introdujo el “período de 
prueba” sin estabilidad alguna en el contrato de trabajo y la 24.557 
de riesgos del trabajo culminó ese proceso instaurando un perverso 
negocio de patrones y aseguradoras de riesgos del trabajo (ART) a 
costa de la vida y la salud de cientos de miles de trabajadores.

El posterior Gobierno no solo no modificó esta política sino que 
la continuó con la sanción, en el año 2000, de la ley 25.250, por la 
que se reformaba profundamente el régimen de negociación colecti-
va, transformando al mismo en una peligrosa herramienta de los em-
pleadores para la reducción de derechos laborales.

3	 La 21.297 no es propiamente una ley sino una regla estatal porque no fue el producto de 
una sanción parlamentaria y promulgación por el Ejecutivo, conforme la norma constitucio-
nal, sino el resultado brutal de la fuerza de las armas y el genocidio.

4	 Presentada cínicamente como Ley Nacional de Empleo.
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La profunda crisis y el levantamiento popular de diciembre de 
2001 provocaron la caída del Gobierno y un período de transición 
caótica que derivó finalmente en nuevas elecciones y la asunción de 
una nueva gestión, cuya política fue el resultado de la enorme pre-
sión social.

Así, a partir de 2003 se inició un período de recuperación de al-
gunas de las conquistas perdidas y empezaron a consolidarse nue-
vas alternativas sindicales que expresaron el descontento y malestar 
de parte de la clase ante las insuficientes respuestas de las direccio-
nes sindicales y, en algunos casos, la complicidad de dirigentes con 
las políticas empresarias.

2.	Situación actual

El derecho del trabajo en Argentina es considerado una disciplina au-
tónoma con principios y reglas que la diferencian de otras ramas ju-
rídicas.

Su piedra angular se encuentra en los artículos 14, 14 bis, 16, 43 
y 75 inc. 22 de la Constitución nacional. El primero consagra como 
esencial el derecho al trabajo, el 14 bis —más allá de su aplicación 
sesgada— establece derechos fundamentales de los trabajadores,5 el 
16 y el 43 consagran la tutela ante la discriminación ilícita y el 75 inc. 
22 incorpora al régimen jurídico local las normas internacionales so-
bre derechos humanos fundamentales, con aplicación directa y gra-
do constitucional o supralegal según las mismas.6

La estructura normativa de esta disciplina jurídica en Argentina 
está asentada básicamente en la Ley de Contrato de Trabajo (LCT), 
que regula lo que se denominan relaciones individuales de trabajo, 
en la Ley de Asociaciones Sindicales y en la Ley de Negociaciones Co-
lectivas.

5	 Ya mencionados anteriormente.

6	 El art. 43 y el inc. 22 del art. 75 fueron introducidos en la reforma constitucional de 1984.
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En lo que hace a las relaciones individuales, por fuera de la LCT te-
nemos las distintas normas que regulan el empleo público estatal7 y 
algunas actividades de características muy particulares.8

Partiendo del reconocimiento de la disparidad de fuerzas entre 
empleador y trabajador, ya desde la ley 20.744 (original LCT) se re-
conoció en forma expresa al derecho del trabajo como derecho pro-
tectorio9 —principio esencial de esa rama jurídica junto al de equidad 
y no discriminación— y se fijaron reglas consecuentes con la natura-
leza del mismo: existencia de normas de orden público laboral no ne-
gociables en desmedro de los intereses del trabajador e irrenuncia-
bilidad de determinados derechos, reconocimiento del derecho del 
trabajo como derecho-realidad por sobre las formas que las partes le 
dieran al contrato (cláusula esencial antifraude), ajenidad del riesgo 
empresario (el trabajador no debe cargar con las consecuencias de 
los malos negocios o pérdidas del empleador).

En la LCT se regulan —entre otros aspectos— los derechos y obli-
gaciones de las partes en el contrato de trabajo, el lus variandi y sus li-
mitaciones, el poder disciplinario del empleador y sus limitaciones, 
los derechos específicos de menores y mujeres en el contrato laboral, 
las licencias (en forma particular la de maternidad), las causas de di-
solución del contrato y las indemnizaciones en los casos de despido 
sin justa causa.

En la Ley de Asociaciones Sindicales10 se regulan la formación, ins-
cripción y reconocimiento de las asociaciones de trabajadores, los 

7	 Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional 25 164 y demás normas comple-
mentarias.

8	 Régimen de Trabajo Agrario (ley 26.727), Estatuto del Personal Doméstico (ley 26.844), Es-
tatuto del Viajante de Comercio (ley 14 546 y sus reformas), Régimen Jurídico del Personal 
de la Industria de la Construcción (ley 22.250 y reformas), por citar las normas específicas 
más importantes.

9	 En Argentina y Uruguay fue determinante en este sentido el trabajo doctrinario del urugua-
yo Américo Plá Rodríguez y su desarrollo teórico de los principios y reglas de interpretación 
del derecho del trabajo.

10	La actual es la ley 23.551, y su decreto reglamentario es el 467/88. Hay algunas reformas 
legales, entre ellas el cupo femenino en los órganos de conducción, pero los mayores cam-
bios en la aplicación de la norma vienen de la jurisprudencia, en especial de la Corte de la 
Nación, la que cuestionó severamente el régimen de unicidad promocionada afirmando que 
no pueden existir tantas diferencias entra las facultades reconocidas a las asociaciones con 
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derechos de las mismas, los mecanismos internos de democracia, los 
derechos sindicales de cualquier trabajador y la tutela a la actividad 
gremial.

En la Ley de Negociaciones Colectivas11 se regulan los mecanis-
mos paritarios de negociación entre las representaciones sindicales y 
de empleadores. En la misma existen cláusulas que intentan garan-
tizar que el convenio colectivo se configure como una herramienta 
para la adquisición de mejores derechos laborales: un convenio no 
puede establecer derechos menores que los que fija la ley, la que fun-
ciona como piso de negociación; un convenio de empresa no puede 
reconocer menores derechos que el de actividad, el que a su vez fun-
ciona como piso convencional; los derechos adquiridos en el conve-
nio de actividad son para todos los trabajadores de dicha actividad 
estén o no afiliados al sindicato, y obligan a todos los empleadores 
que se considere representados en la parte negociadora patronal; los 
empleadores no pueden pedir al trabajador (salvo supuestos muy es-
pecíficos) tareas que no son las correspondientes ni fijar salarios infe-
riores a los de su categoría. Estas garantías fijadas por la norma, más 
la de ultractividad (ahora relativizada pero en su momento de gran 
importancia), han sido de enorme importancia en su momento para 
asegurar la negociación paritaria como herramienta para la genera-
ción de nuevos derechos laborales.

3.	Fortalezas y debilidades

Ya hemos señalado en los breves párrafos escritos a modo de preca-
ria introducción que el derecho laboral existe en el marco de una re-
lación de fuerzas determinada al interior de una sociedad.

Es así que las fortalezas y debilidades del mismo responden en for-
ma directamente proporcional a las fuerzas que los distintos actores 
sociales, fundamentalmente las clases en conflicto, tienen, lo que im-
plica a su vez un cierto desequilibrio al vaivén del enfrentamiento social.

personería gremial y las que la ley fija para aquellas que solo tienen personería jurídica, te-
ma que excede la posibilidad de espacio de este material.

11	Ley 14.250 con varias reformas posteriores; la principal de ellas en vigencia es la 25.877.
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Es por eso que no solo una ley puede sancionarse en un determi-
nado momento histórico y no en otro, sino que también su aplica-
ción efectiva está condicionada de igual forma.

Uno de los espacios centrales de confrontación entre ambos in-
tereses tiene que ver con la estrategia del capital desarrollada a nivel 
mundial a partir de los años setenta del siglo xx: la descentralización 
y fragmentación de la estructura empresarial como forma eficaz de 
división del colectivo de trabajadores.

En el caso argentino, el primer paso en esa dirección se dio con el 
golpe genocida de 1976 y la reforma de la LCT por la regla 21.297.

Las modificaciones estuvieron claramente orientadas en función 
de esa estrategia, habilitando la contratación de trabajadores “even-
tuales” a través de empresas de servicios temporarios, los que no se-
rían ya dependientes de la empresa que usa sus servicios sino de la 
intermediaria, y por el otro permitiendo la subcontratación de tra-
bajadores a través de contratistas para actividades complementarias 
de la actividad de la empresa principal (lo que posibilitó la aparición 
masiva de empresas de limpieza y seguridad privada, entre otras, a 
las que se agregaron en los noventa los call centers y los agencias de 
logística, especialmente para reposición de productos en supermer-
cados), con convenios diferentes y también distintas condiciones de 
trabajo.

También en los noventa se avanzó en esa estrategia agregando for-
mas de “deslaboralización” del contrato de trabajo: pasantías, mo-
dalidades promovidas de contratación que en realidad significaban 
grupos de trabajadores más precarizados y así divididos del resto del 
colectivo. Y con la complicidad de algunas direcciones sindicales se 
cerró el círculo pasando trabajadores de un convenio a otro en forma 
ilícita: numerosos empleados de mantenimiento en industrias fue-
ron transferidos a los convenios de la construcción y de maestranza 
(limpieza), quedando en muchos casos separados de los trabajado-
res operativos y viendo precarizadas sus condiciones de trabajo. Fi-
nalmente, también se inventó la figura del trabajador “fuera de con-
venio” para excluir ilícitamente a muchos trabajadores de su ámbito 
convencional.
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La fragmentación artificial del colectivo de trabajadores consti-
tuye una estrategia empresarial esencial y en la Argentina el derecho 
del trabajo ha perdido herramientas jurídicas importantes y los tra-
bajadores no cuentan con la fuerza organizada necesaria para hacer-
le frente en forma eficaz. Reside en este punto una de las debilidades 
más importantes, que es objeto permanente de discusión doctrina-
ria y jurisprudencial.12

Otro tema importante es el del poder dentro del lugar de trabajo. 
La reforma de la 21.297 desarticuló la mayor parte de las cláusulas 
normativas que limitaban el poder empresario; algunas se recupera-
ron en el último período pero otras no.

Hoy subsiste —por ejemplo— la eliminación del derecho del traba-
jador a condicionar las sanciones disciplinarias del empleador, discu-
tiendo las mismas en sede administrativa. Pero se ha recuperado el 
derecho del trabajador a resistir (sin darse por despedido) los cam-
bios arbitrarios dispuestos por el empleador en relación a condicio-
nes esenciales de trabajo, lo que puede hacer a través de una acción 
de amparo para mantener las habituales.

Una fortaleza, más que de la ley del derecho del trabajo, es la in-
corporación jurisprudencial al ámbito laboral de cláusulas antidiscri-
minatorias constitucionales y con sustento en normas y pactos inter-
nacionales. 

Pese a que el país jamás ratificó el convenio 158 OIT y la LCT so-
lo prevé para los casos de despido sin justa causa en la actividad 
privada un reclamo indemnizatorio,13 en los últimos años se ha ido 
construyendo pacientemente un derecho a reclamo de nulidad del 
despido y la consecuente reincorporación al puesto y condiciones de 
trabajo cuando el despido ha constituido un acto de discriminación 

12	En el ámbito del empleo público estatal la situación es más grave: al lado de una cantidad 
de trabajadores con estabilidad conforme la norma constitucional hay decenas de miles de 
contratados en forma precaria y manifiestamente ilícita, tanto en el ámbito nacional como 
en las jurisdicciones provinciales y municipales. El retroceso en ese punto ha sido enorme 
desde los años setenta y la Asociación de Trabajadores del Estado (UPCN) han impulsado 
numerosos conflictos al respecto. El otro gran sindicato de los estatales (UPCN) ha tenido 
una conducta en general más complaciente.

13	La Ley de Asociaciones Sindicales sí prevé la posibilidad del representante sindical despedi-
do de reclamar la reincorporación en su puesto de trabajo. 
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ilícita, ya sea por nacionalidad, color de piel, género, orientación se-
xual, creencia religiosa, enfermedad social o actividad política o gre-
mial del trabajador.

Esta tendencia ha tenido un importante respaldo en varios pro-
nunciamientos de la Corte Suprema de la Nación y hoy se cuentan 
por centenas los casos de trabajadores discriminados que han obte-
nido su reincorporación al puesto de trabajo.

Finalmente, un tema que se ha convertido en verdadero terreno de 
conflictos es de la salud laboral: la ley 24.557 de riesgos del trabajo 
significó un enorme y perverso negocio a costa de la vida y la salud 
de miles de trabajadores, permitiendo una mayor precarización de la 
seguridad a la vez que una impunidad del empleador por las conse-
cuencias de los accidentes y enfermedades laborales. La enorme can-
tidad de pronunciamientos judiciales que la condenaron por incons-
titucional14 obligaron a varias normas complementarias que limaron 
algunos de los aspectos más siniestros del sistema; la sanción de la 
nueva ley 26.773 significó un hábil movimiento que mantiene lo esen-
cial del negocio e intenta desbaratar las estrategias judiciales que han 
golpeado al mismo.

4.	Algunas consideraciones finales

Cabe aclarar que la profunda crisis del sindicalismo en Argentina ha 
hecho que gran parte de las organizaciones limiten su accionar a la 
pelea por salarios y puestos de trabajo, abandonando otras cuestio-
nes esenciales a la vida, dignidad y salud de los trabajadores.

Aun así la presión de la clase ha permitido defender conquistas y 
mantener abierto el conflicto que en definitiva está dando forma al 
derecho de trabajo vigente.

14	Incluyendo varios fallos ejemplares de la Corte Suprema de la Nación.
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Relaciones de trabajo en Uruguay: 
características principales del sistema uruguayo 

de relaciones de trabajo

Marcos Supervielle

En el presente documento, desarrollaré cinco características que con-
sidero importantes para describir las relaciones de trabajo en el Uru-
guay y partir de allí expondré sus principales riesgos y potencialidades.

La primera característica es que Uruguay no tiene un código de traba-
jo sino un conjunto de leyes que se fueron votando por el parlamen-
to desde 1914, que fueron conformando parte de las normas del sis-
tema de relaciones y que se complementan con la ratificación de 149 
convenios internacionales (de la OIT), convenios que tienen en Uru-
guay la fuerza de ley. A su vez, el sistema de trabajo le da relevancia 
a la jurisprudencia en las regulaciones laborales en aquellos aspectos 
en que el poder Legislativo se ha abstenido de legislar.

Una segunda característica es la importancia numérica del sector cu-
bierto por el sistema formal de relaciones laborales que cubre a los 
trabajadores asalariados, sean estos del sector privado o público 
(que conforman el 71% de la fuerza de trabajo uruguaya), y sus or-
ganizaciones. Entre los asalariados quedan también comprendidos, 
desde el Gobierno del Frente Amplio en 2004, las trabajadoras do-
mésticas y los trabajadores rurales. Por otro lado, los empleadores y 
sus organizaciones también quedan comprendidos dentro del ámbi-
to de aplicación subjetiva de los convenios colectivos y los laudos de 
los salarios mínimos.

Una tercera característica, y sin duda es la más singular, es que Uru-
guay es el único país de América Latina, y uno de los pocos del mun-
do, en que las relaciones de trabajo se desarrollan sin que exista 
prácticamente un marco normativo. En efecto, salvo algunas leyes 
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de importancia menor, las principales normas que rigen las relacio-
nes colectivas en Uruguay son los convenios 87 y 98 de la OIT, ratifi-
cados por Uruguay, y un artículo de la Constitución uruguaya –el ar-
tículo 57– que consagra los derechos a la sindicalización y de huelga, 
a su vez que prescribe que el Estado promueva la conciliación y el ar-
bitraje. Si bien en varias ocasiones en el mismo artículo de la Consti-
tución se señala la necesidad de un complemento de una reglamen-
tación legal, la misma no se ha generado, salvo en el período de la 
última dictadura cuando se reglamentó por ley la organización sindi-
cal, la negociación colectiva o el derecho a la huelga y la huelga en sí. 
Es importante señalar que estas normas dictadas durante la dictadu-
ra, en el proceso de restauración democrática, fueron anuladas. Es 
decir, ni siquiera fueron derogadas sino anuladas, sin dejar ninguna 
posibilidad de ser utilizadas como antecedente de ninguna propues-
ta reglamentaria legal o convencional.

Esta característica que parece una debilidad del sistema de traba-
jo en realidad le da una importancia crucial a los propios actores co-
lectivos a autodeterminarse. En efecto, cualquier asamblea de traba-
jadores puede transformarse en un sindicato si los trabajadores de la 
misma lo deciden sin necesidad de tener que cubrir ningún tipo de re-
glamentación formal de tipo coercitiva, de tener que requerir requisi-
tos previos. Incluso, en el caso de las huelgas, en una reglamentación 
legal reciente votada por el parlamento en la administración del Fren-
te Amplio, incluye el derecho a la ocupación de los lugares de traba-
jo en la definición de la huelga, con lo que esta práctica no se persi-
gue legalmente. De hecho, esta medida, aunque muy contestada por 
el sector empresarial, que llegó incluso a denunciarla a la OIT, fue 
muy aplicada por los sindicatos en la primera fase de recuperación 
democrática, pero permitió descomprimir el sordo malestar acumu-
lado durante la dictadura en múltiples empresas y sectores que ha-
bían aprovechado el contexto dictatorial para desarrollar conductas 
autoritarias con respecto a sus trabajadores. Pasado este período es 
el propio actor sindical quien ha abandonado esta práctica, y en los 
últimos años no ha habido ninguna ocupación notable.

Una cuarta característica concierne a la estructura del sistema de re-
laciones de trabajo que hace que aunque se den las relaciones de 
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trabajo en todos los niveles del sistema, el predominante sea el de in-
dustria o de sector de actividad económica y no de empresa, porque 
los sindicatos se han constituido principalmente a ese nivel que, por 
otra parte, es el ámbito de aplicación escogido para los laudos de los 
salarios mínimos de los consejos de salarios.

Esta cuarta característica deriva de la anterior en la medida que 
es una decisión autónoma de los sindicatos de organizarse sectorial-
mente de forma predominante, porque ello le permite fortalecer la 
solidaridad de clase y de evitar, en cierta medida, la integración del 
trabajador a la identidad de la empresa. Otra razón a tener en cuen-
ta —y que tácitamente lo ha tenido el Estado— es que, salvo en la ad-
ministración pública y las empresas del Estado, las unidades produc-
tivas existentes en Uruguay son muy pequeñas, por lo que el marco 
apropiado y más eficiente de relaciones del trabajo es el sectorial. Es-
ta medida es contestada por ciertos sectores empresariales, pero en 
el sector de la construcción, por ejemplo, son muy favorables a las re-
gulaciones de tipo sectorial.

Una quinta característica es que si bien en toda América Latina se 
discute la problemática de las representaciones sindicales, la protec-
ción de los representantes sindicales (que se reglamentó legalmente 
en Uruguay durante la primera administración del Frente, debate de 
fondo en el país) ha sido la procedencia misma de la regulación. Gran 
parte de los sectores sindicales tienden a sostener que la mejor re-
glamentación de las relaciones de trabajo es la autorreglamentación. 
Obviamente, no se opusieron a las garantías legales del ejercicio de la 
representación sindical. Por el contrario, los sectores empresariales se-
rían más favorables a una reglamentación que sistematizase las distin-
tas instituciones del sistema de relaciones colectivas de trabajo.

En la práctica, esta controversia se ha superado a través de la im-
portancia que juega la doctrina del derecho del trabajo, que ha juga-
do un papel relevante para darle continuidad y coherencia en la reso-
lución de las controversias en torno a las relaciones laborales.

Dicha doctrina es aceptada por su rigor lógico y su contenido sus-
tantivo. Por el prestigio de los principales jurisconsultos, como Plá 
Rodríguez, Barbagelata o Ermida Uriarte, entre otros, eminencias en 
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la materia, han elaborado una muy rigurosa serie de principios de 
derecho laboral que se han transformado en normas ampliamente 
aceptadas por el Estado y también por el cuerpo de laboralistas que 
ejercen esta rama del Derecho. El nivel de legitimidad de esta doctri-
na es tal que, hasta el presente, le ha dado mayor estabilidad a las re-
laciones laborales que cualquier norma jurídica. Ello queda demos-
trado por el hecho de que la dictadura uruguaya que culminó en 
1985 intentó modificar el sistema autorregulatorio uruguayo y, sin 
embargo, a la vuelta a la democracia rápidamente se volvió a los prin-
cipios elaborados durante décadas por los jurisconsultos uruguayos 
y fundados en las buenas prácticas de las relaciones del trabajo real-
mente practicadas en el país del Cono Sur.

Básicamente estas son las características de la reglamentación de 
las relaciones del trabajo en Uruguay. El sistema funciona y está alta-
mente legitimado en la práctica, sin embargo, tiene potenciales ries-
gos de perder legitimidad y eventualmente perder su eficacia. Vemos 
cuatro fuentes de riesgos de distinta naturaleza.

1.	 El que los grandes profesores jurisconsultos referentes de la 
doctrina del Derecho del Trabajo uruguayo han desaparecido, 
todos ellos; y si bien su doctrina perdura a través de sus textos, 
es posible que poco a poco vayan perdiendo legitimidad en el 
transcurso del tiempo. A mi entender ello dependerá en gran 
parte de la capacidad de sus sucesores de poder mantener re-
actualizando la doctrina existente y de lograr el prestigio que 
tuvieron sus antecesores.

2.	 El riesgo que proviene de la apertura de la economía uruguaya 
que se ha ido desarrollando desde la dictadura y que se ha 
acelerado, aun durante el Gobierno del Frente Amplio. Esta 
apertura genera situaciones inéditas en la práctica del derecho 
laboral uruguayo. En efecto, con la instalación de empresas 
multinacionales se han incorporado culturas de otras nacio-
nes de relaciones laborales con tradiciones muy distintas a las 
uruguayas y, por lo tanto, muy alejadas de las que se reflejan 
en la doctrina uruguaya en ese campo. Cuando estas doctrinas 
entran en colisión han generado malestares, tensiones e inclu-
so conflictos laborales de relevancia. Por ahora las multinacio-
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nales han sabido plegarse a las regulaciones legales y tácitas de 
las relaciones laborales uruguayas. La pregunta es por cuánto 
tiempo ello será así.

3.	 Las multinacionales, las empresas nacionales orientadas a la 
exportación y últimamente las empresas y la administración 
pública están modernizando sus modelos de gestión y, parti-
cularmente, están modernizando sus gestiones de sus recursos 
humanos. Estos nuevos modelos de gestión de recursos huma-
nos tienden en general a individualizar la los trabajadores en 
su trabajo, a través de evaluaciones de desempeño haciendo 
depender de esta herramienta muchas veces importantes seg-
mentos del salario, el salario variable y en otras las carreras 
laborales. Todo ello ha significado un desplazamiento de cam-
pos importantes de regulación realizados por la negociación 
colectiva al terreno unilateral de la gestión de los recursos hu-
manos. En la tradición autorregulatoria uruguaya hay varios 
sindicatos que exigen participar al menos indirectamente en 
los sistemas de gestión de los recursos humanos, de tal forma 
que los intereses de los trabajadores no se lesionen ni que se 
imponga una perspectiva anticolectiva y antisindical.

4.	 Finalmente, en los últimos años, debido a las políticas labo-
rales y sociales del Frente Amplio, se ha reducido la pobreza 
y la indigencia notablemente, ha aumentado notablemente el 
trabajo decente y, en consecuencia, ha retrocedido el trabajo 
informal y el trabajo precario. Y con ello ha aumentado el espa-
cio ya muy importante de trabajo regulado por las relaciones 
laborales formalizadas. Ahora bien esta situación claramente 
es una excepción de lo que sucede en el mundo y si bien está 
generando una auténtica cultura de trabajo de respeto a los 
trabajadores, dándole armas a los mismos para defenderse en 
el futuro, no está claro que esta coyuntura altamente favorable 
para el pueblo en Uruguay sea sostenible en el tiempo. Queda, 
por lo tanto, la pregunta de la sostenibilidad del sistema de 
trabajo construida en Uruguay cuando su economía culmine 
su ciclo expansivo que está viviendo en sus últimos diez años y 
entre en un período recesivo.
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El derecho del trabajo ante las estrategias 
empresarias de precarización laboral

Guillermo Pérez Crespo

Al comprender el derecho del trabajo como espacio de conflicto so-
cial y como herramienta jurídica de resistencia de los trabajadores, 
resulta conveniente analizar las características de la actual etapa his-
tórica, la relación de fuerza entre las clases tanto en el ámbito mun-
dial como regional y local, la ofensiva del capital en un mercado glo-
balizado y las estrategias empresariales vigentes, como elementos 
para discutir una respuesta jurídica eficaz desde los intereses de la 
clase trabajadora.

1.	 Algunas cuestiones a tener en cuenta

Resulta difícil para quien está vinculado con el derecho del trabajo 
en Argentina hablar sobre las propuestas de reforma de la ley labo-
ral en Ecuador. Es cierto que la clase trabajadora es una, más allá de 
las fronteras y las diferentes historias, pero también lo es que las rea-
lidades son diferentes y las estrategias, tanto en el conflicto político 
o gremial como en el plano de lo jurídico donde se traduce el mismo, 
deben necesariamente dar respuesta a esas realidades particulares.

El objetivo de mi aporte no es en relación a la discusión de la re-
forma laboral en este país hermano, sino tan solo en dos aspectos 
apenas sí laterales, pero que entiendo no carecen de importancia. 
Uno tiene que ver con la concepción del derecho del trabajo en el 
marco de las relaciones jurídicas y sociales. El otro se refiere a las es-
trategias del capital en todo el mundo en esta etapa histórica, con el 
pleno convencimiento de que cualquier discusión de reforma de la ley 
laboral desde el interés de los trabajadores debe tener presente esta 
cuestión de difícil respuesta.
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2.	El derecho del trabajo como herramienta jurídica  
de resistencia social

En esencia, el derecho del trabajo es un espacio de disputa al interior 
de cualquier sociedad capitalista, y es ahí donde reside su esencia, 
sus límites y su importancia. Como tal se encuadra en una relación de 
dominación del capital sobre los trabajadores y reconoce legalidad a 
la misma. Desde sus mismos fundamentos asume que el poder de di-
rección y organización de la empresa y la actividad productiva están 
en manos del empleador y a la vez confiere institucionalidad a un po-
der en el lugar de trabajo —a través de la facultad disciplinaria y el jus 
variandi— como no existe en otras relaciones contractuales.

El derecho del trabajo nació y existe en la sociedad hegemoniza-
da por el capital y solo se entiende como tal en la misma. El día que 
la humanidad supere esta etapa histórica otra será su esencia y ya 
no hablaremos propiamente de derecho laboral. Pero a la vez —en el 
otro plano de su doble dimensión y que es el que aquí interesa— se 
configura como un derecho de cuestionamiento a la misma institu-
cionalidad del sistema social, como un derecho de resistencia de los 
trabajadores en cuanto colectivo organizado.

Por eso desde sus mismos orígenes el derecho del trabajo debió 
reconocer al conflicto como elemento central a las relaciones labora-
les. Más allá de las circunstancias históricas o regionales, la existen-
cia de una relación de trabajo asalariado, condicionante en alto gra-
do de la libertad de una de las partes, hace del conflicto un elemento 
permanente en el contrato de trabajo.

Es en el conflicto que se desarrolló el derecho del trabajo como 
tal, con sus grises contradictorios pero necesarios a su esencia: se 
construyó como un derecho protectorio de la parte trabajadora, pe-
ro a la vez de reconocimiento del sistema y de las relaciones de domi-
nación inherentes al mismo, en una dualidad de permanente tensión.

Este derecho del trabajo por esencia tiene planteamientos dis-
tintos a las otras ramas del derecho, parte de supuestos diferentes, 
es necesariamente contradictorio e inestable. En cuanto su confor-
mación como ciencia, se integra en la confrontación permanente de 
clases en la sociedad y evoluciona en sentidos opuestos según las 
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distintas realidades que lo condicionan como construcción ideoló-
gica-jurídica.

Esta doble dimensión del derecho del trabajo explica sus avances 
y retrocesos. En ese sentido, el principio de progresividad que desa-
rrollara brillantemente el uruguayo Plá Rodríguez debe entenderse no 
como algo dado, necesario de por sí al derecho laboral, sino como 
un principio a ganar y defender desde el interés de los trabajadores y 
con base firme en el jus cogens internacional.

Han sido históricamente las luchas de la clase trabajadora la ra-
zón determinante del nacimiento de la normativa laboral como disci-
plina jurídica separada del derecho civil. Así el derecho del trabajo se 
configura, por un lado, como una forma de legalización de relaciones 
intrínsecamente conflictivas y a la vez como una herramienta de resis-
tencia que plasma en el plano jurídico la disputa de los trabajadores.

La contradicción entre ambas concepciones ha existido desde los 
orígenes mismos de un derecho contestatario al poder. Solo que, en 
determinados momentos históricos, adquiere las agudas proporcio-
nes que hacen estallar el derecho como un todo. Y se podría afirmar 
que la profunda crisis del derecho del trabajo en las últimas décadas 
tiene que ver con la finalización de todo un ciclo y el de profundos in-
terrogantes sobre la futura regulación en el plano jurídico de las re-
laciones laborales.

En cuanto herramienta de resistencia a la explotación, el derecho 
del trabajo no es elaborado por legisladores ni abogados, sino que 
lo construyen los trabadores como clase en el conflicto social. Cla-
ro que los abogados tenemos un papel que cumplir, que puede ser 
de particular importancia en la medida en que desde nuestros cono-
cimientos podamos sumar, pero de ningún modo reemplazamos el 
obrar cotidiano de la clase, que como tal va construyendo día a día 
en el lugar de trabajo —espacio de confrontación directa por excelen-
cia— y en las relaciones sociales, la base misma del derecho del traba-
jo, que luego adopta forma técnica en las normas jurídicas. Pero no 
hay norma jurídica eficaz —más allá de la buena voluntad que pue-
dan tener legisladores y abogados— si no responde al empuje social 
de los trabajadores como clase organizada.
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Ya en la introducción al breve “Informe sobre el derecho del traba-
jo en la Argentina” hice hincapié en que una normativa, un régimen 
jurídico,  no se construye en abstracto ni como simple producto de 
una elaboración teórica determinada, sino que es parte de un proce-
so histórico que le da forma aunque el mismo no siempre es visible. 
Esta construcción siempre es colectiva, porque el derecho del traba-
jo —incluyendo lo que denominamos derecho individual— es siempre 
colectivo, tanto en su constitución como en su defensa.

Discutir una reforma de la normativa laboral implica reconocer 
este marco en el que se configura y reconfigura, permanente y contra-
dictoriamente, el derecho del trabajo, analizar cuidadosamente la re-
lación de fuerzas al interior de la sociedad sin avanzar más de lo posi-
ble, pero tampoco quedando anclado en el pensamiento posibilista.

Toda reforma desde el interés de la clase trabajadora constituye 
un desafío de implicancias complejas porque se avanza en algunos 
aspectos y no en otros, porque el debate no siempre es claro y exige 
mucha elaboración y análisis desde los mismos trabajadores, porque 
debe encuadrarse en una estrategia de acumulación que vaya más 
allá de la misma, pero donde constituirá un elemento esencial en la 
medida en que se acierte en su diseño y redacción. Ni someterse a la 
lógica del capital, desaprovechando una oportunidad para cambiar 
hacia delante, ni avanzar más de lo que da la fuerza de presión de la 
clase en relación a los sectores del capital: ese es el desafío perma-
nente para cualquier iniciativa de rediscusión del derecho del trabajo.

3. Ofensiva del capital en una sociedad globalizada

El constitucionalismo social, las codificaciones laborales, el desarro-
llo de los mecanismos de negociación colectiva —entendidos como 
construcción autónoma colectiva de derecho— fueron perfilando las 
características centrales del derecho del trabajo, el cual no tardó en 
desarrollarse funcionalmente a las experiencias del denominado Esta-
do de bienestar (Pérez Crespo, 2005).

Es en la interrelación del modelo de producción fordista con 
el nuevo modelo de intervención estatal que se producen profun-
das modificaciones en el campo de las relaciones laborales, con las 
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cuales, en ciertos aspectos, se puede afirmar que un contrato de cla-
ses desplazó, en la centralidad de las relaciones laborales, al conflic-
to de clases.1 Se desarrolló así todo un nuevo campo al interior de la 
regulación de lo laboral: el de la denominada autonomía colectiva en 
la construcción del derecho. La figura del convenio colectivo pasó a 
adquirir protagonismo y reconocimiento como mecanismo de cons-
trucción jurídica paraestatal.

En ese sentido el Estado social de derecho no es otra cosa que la ex-
presión jurídico política de una nueva relación entre las clases, don-
de el conflicto se negocia y el consenso se construye con la participa-
ción de todos los actores sociales.2

Las décadas de posguerra significaron el auge de la concepción 
del derecho del trabajo como derecho social, pero el proceso de de-
sarrollo del mismo nunca fue lineal ni pacífico y presentó agudas di-
ferencias según los países y regiones.3

Aun en la Europa de la década del sesenta —símbolo por excelencia 
de este nuevo derecho social—, los reclamos de los estatales por su re-
conocimiento pleno como trabajadores, por el derecho de huelga y a 
la negociación colectiva eran motivos de fuertes y duros conflictos.4 Y 

1	 Obviamente la referencia es a la forma de configurarse el conflicto, el cual no dejaba de exis-
tir ni de ser esencial a las relaciones de clases, sino al hecho de que parte importante de los 
conflictos sociales aparece como contractualizada.

2	 Cabe reiterar que esto no significa en forma alguna la desaparición de las otras formas de 
conflicto, las que si bien sufrieron un cierto desplazamiento del centro de la escena en los 
países centrales (en especial Europa), conservaron una magnitud importante en los países 
de la periferia, donde subsistían las formas más primarias de explotación de la fuerza de tra-
bajo.

3	 Sus límites fueron justamente los del modelo social denominado Estado de bienestar, el que 
—salvo en algunos pocos países del viejo continente— excluyó de sus beneficios a amplios 
sectores de la población, coexistiendo así con importantes espacios de marginalidad social.

4	 En Francia, donde entre 1945 y 1970 se sucedieron numerosas normas que consolidaron un 
derecho del trabajo avanzado, luego del grave conflicto por las huelgas de los mineros en 
1963 y aprovechando una medida de fuerza de los trabajadores del transporte subterráneo, 
se aprobó una ley reglamentando el derecho de huelga en los servicios públicos que fue de-
nunciada como norma arbitraria e intimidante, destinada a frenar la acción sindical de los 
trabajadores estatales.
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en nuestra América los intentos de construcción jurídica laboral avan-
zada sufrieron en muchos países la respuesta de la represión violenta.5

Pero fue en pleno desarrollo de este modelo de relaciones labo-
rales y en consecuencia de esta concepción de disciplina jurídica au-
tónoma, que empezaron a gestarse los mecanismos de reacción que 
en pocos años dieron inicio a un verdadero fenómeno de demolición 
global del incipiente derecho social del trabajo.

Avanzada la segunda mitad del siglo xx se fueron desarrollando las 
denominadas teorías económicas del derecho6 que aportaron sus-
tento doctrinario a la ofensiva empresarial que se desató a nivel mun-
dial contra el derecho del trabajo.

Presentadas como producto natural de la modernización de nues-
tras sociedades, “flexibilidad laboral” y “futuro” se configuraron co-
mo términos que aparecían necesariamente unidos y profundamente 
imbricados en una concepción que identifica los derechos del traba-
jador con un pasado esquemático e ineficaz, superado por los nuevos 
conocimientos y la anunciada muerte de las ideologías (Pérez Crespo, 
1995).

Pero la realidad es muy distinta, ya que “la flexibilidad laboral” es 
un concepto ideológico más antiguo aún que las normas protectoras 
a las que se intenta suprimir y pretende imponer nuevas relaciones ju-
rídicas entre las clases que destruyen hasta los cimientos el derecho del 
trabajo construido durante muchos años de luchas obreras. Algo que 
el sociólogo brasileño Ricardo Antunes ha definido magistralmente co-
mo la corrosión del trabajo y su precarización estructura (Autunes, 2014).

La presencia del taylorismo como mecanismo del capital hacia la 
apropiación del saber obrero está presente en toda su dimensión en 
la revolución tecnológica de la segunda mitad del siglo xx y dio pleno 
sustento a las nuevas estrategias empresariales. Surgieron así nuevos 

5	 En Argentina, el más avanzado ejemplo de norma laboral fue el de la Ley de Contrato de 
Trabajo de 1974, derogada y modificada parcialmente luego del golpe genocida de 1976.

6	 Ugarte (2001). Ya en la construcción teórica que se lleva a cabo en la Escuela de Chicago 
(EE. UU.) en los años sesenta se advierte la intención de confrontar la visión socialdemócra-
ta que dio sustento al denominado Estado de Bienestar y al avance que venía observándose 
en el derecho del trabajo en distintas regiones del mundo. Sobre el tema ver también Duar-
te, 2014.
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procesos de trabajo donde la producción en serie y en masa fue susti-
tuida por la flexibilización de la producción, por la especialización flexi-
ble, por nuevos patrones de búsqueda de productividad, por nuevas 
formas de adecuación de la producción a la lógica del mercado (Au-
tunes, 2007).

Variadas estrategias empresariales, desde el “justo a tiempo” has-
ta los círculos de calidad, la gestión participativa, la búsqueda de la 
calidad total fueron y son las expresiones visibles de una nueva reali-
dad que incide directamente en las formas de gestión de la fuerza de 
trabajo.

Fueron tan intensas las modificaciones que se ha señalado con 
acierto que la clase que vive del trabajo sufrió la más aguda crisis del si-
glo xx que afectó no solo su materialidad, sino que tuvo profundas re-
percusiones en su objetividad y que en la íntima interrelación de estos 
niveles afectó su forma de ser (Autunes, 2007).

Un elemento central de muchas de las nuevas estrategias empre-
sariales pasa por un nuevo tipo de captura de la subjetividad operaria 
por el capital. Si bien el taylorismo-fordismo ya presentaba elemen-
tos de vinculación entre coerción capitalista y consentimiento ope-
rario, el valor universal del toyotismo como momento predominante 
de la denominada restructuración productiva pasa por instaurar una 
nueva hegemonía del capital, en el plano de la producción de mer-
cancías, articulando coerción y consentimiento en un nivel hasta en-
tonces no concebible (Aleves, 2001).

En este fenómeno de arrasamiento fueron duramente golpeadas 
las formas de organización y representación sindical, las formas de 
conflicto y de negociación colectiva. Todo lo sindical ingresó en una 
crisis profunda, aún sin respuesta.

El desplazamiento permanente de grupos empresariales por todo 
el mundo, mudando sus plantas ante cualquier intento de control es-
tatal, de carga impositiva no consensuada o de reclamo de sus traba-
jadores, se constituyó en un serio obstáculo para el conflicto sindical.

La aceleración de la crisis económica con la aparición y desapari-
ción permanente de empresas también encontró sin respuesta a las 
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organizaciones sindicales, que no pudieron hallar la forma de con-
flicto adecuada.

La multiplicación del desempleo y el trabajo informal, la perma-
nente rotación por distintos empleadores —con la desaparición del 
empleo estable y de por vida para casi la totalidad de la clase traba-
jadora—, las nuevas formas de contratación, el mundo de las relacio-
nes laborales cambió profundamente a través del aprovechamiento 
por el capital de las innovaciones tecnológicas, de la mundialización 
en grado extremo del mercado y de un permanente uso de la crisis en 
beneficio propio.

En este marco cabe incluir también el nuevo papel que asumió 
el Estado en las relaciones laborales y los procesos de regionaliza-
ción hegemonizados por el capital. Un ejemplo paradigmático de lo 
que está ocurriendo en un mundo globalizado es el proceso de pau-
latino e ininterrumpido retroceso del derecho de trabajo en Europa. 
En 1974 la tasa de desempleo promedio de la Comunidad Europea 
era inferior al 3% y solo Italia e Irlanda tenían tasas superiores al 5%. 
El primer impacto de la crisis del petróleo de los setenta llevó la ta-
sa de desempleo al 6%; el segundo, en 1979, provocó un incremen-
to más acelerado del desempleo y llevó a la tasa a cerca del 11% en 
1985. Posteriormente hubo una corta recuperación hasta la crisis de 
los noventa (Gornulleau, 1998). En la actualidad, luego de la fuer-
te y extendida aplicación de las normas de flexibilidad laboral para 
asegurar más empleo, la tasa en la eurozona es del 11,6% y en toda 
la Unión Europea del 10,3%, con países como Grecia y España don-
de supera el 25%.

El advenimiento de las nuevas tecnologías de la información y co-
municación, que impulsan un cambio técnico sin precedentes; la in-
ternacionalización de los mercados que aumentan fuertemente la 
movilidad potencial de mercancías y capitales; la consecuente pérdi-
da de poder de los controles estatales; la tercerización de la produc-
ción a escala mundial y las desregulaciones impuestas desde el poder 
son una nueva realidad se expandió a costa de los trabajadores y con-
tra sus intereses. Y en ese proceso el derecho del trabajo europeo su-
frió importantes retrocesos, en especial a partir del Tratado de Maas-
trich y del posterior de Lisboa (Pérez, 2014).
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En este contexto, la negociación colectiva adquirió un sentido di-
ferente. Una serie de experiencias de negociación ocurrieron enmar-
cadas en la lógica del capital, que no solo no garantizaron la defensa 
de puestos de trabajo sino que probablemente terminaron facilitan-
do el incremento de la tasa de desempleo. Entre los principales ejem-
plos están: los contratos de solidaridad celebrados en Bélgica e Italia, 
con acuerdos de reducción salarial y de la jornada para mantención 
del empleo; la negociación de los trabajadores holandeses compro-
metiéndose a reclamar salarios inferiores a los de los belgas, a fin de 
no afectar la economía de su país; el Pacto Laboral por el Empleo en 
España en 1997, en el que los compromisos asumidos por los traba-
jadores son de obligado cumplimiento por Real Decreto y los com-
promisos de los empresarios en su mayoría constituyen declaración 
de intenciones y la experiencia de la flexibilidad negociada en Alema-
nia a partir de la caída del muro.

Con sustento en resoluciones del Parlamento Europeo de marzo y 
septiembre de 1989 y en el dictamen del Comité Económico y Social 
de febrero de ese mismo año, la Carta Comunitaria de los Derechos 
Sociales Fundamentales de los Trabajadores7 comienza supeditando 
en forma implícita los derechos sociales fundamentales a la realiza-
ción del mercado interior y en función del desarrollo y la creación de 
empleo, para lo que postula como principio esencial la competitivi-
dad de las empresas y de toda la economía comunitaria.

Con base en esta carta, se firmó el acuerdo sobre trabajo a tiem-
po parcial entre sectores empresarios y sindicales que fue aprobado 
por la Directiva 97/81/CE del 15 de diciembre de 1997,8 el cual sos-
tiene la necesidad de flexibilizar las normativas de los distintos paí-
ses en relación a los contratos a tiempo parcial y otras formas de tra-
bajo flexible.

La Comunicación de la Comisión al Consejo Europeo,9 que lleva 
el título “Ha llegado la hora de acelerar. La nueva asociación para el 

7	 Estrasburgo, diciembre de 1989: presentada habitualmente como ejemplo de progresivi-
dad, lo que se entiende desde una lectura rápida del texto sin profundizar en sus aspectos 
ocultos.

8	 Diario Oficial de las Comunidades Europeas, 20 de enero de 1998.

9	 Bruselas, 21 de mayo de 2006. 
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crecimiento y el empleo”, revela ya más abiertamente la direcciona-
lidad del movimiento, avanzando en forma manifiesta en una visión 
flexibilizadora de los derechos laborales, proponiendo adaptar los 
derechos de los trabajadores a la respuesta de los mercados de tra-
bajo y establecer para ello las condiciones necesarias para conseguir 
la flexiseguridad como combinación de contratos de trabajo suficien-
temente flexibles con políticas del mercado de trabajo eficaces y acti-
vas que apoyen el paso de un empleo a otro, un sistema de aprendi-
zaje a lo largo de toda la vida laboral, fiable y que responda rápida y 
positivamente, así como una protección social adecuada.

En el mismo año 2006 se aprobó la resolución del Parlamento Eu-
ropeo con un título similar pero con un agregado que dice mucho: 
“Ha llegado la hora de acelerar. Creación de una Europa del espíri-
tu empresarial y el crecimiento”, convocando a “una UE que compita 
con éxito en un mercado mundial”. En la misma se propone el impul-
so de mercados modernos, revisando los modelos sociales ineficaces a 
la luz de su sostenibilidad financiera y las dinámicas mundiales, para 
lo que resulta esencial flexibilizar el mercado de trabajo.10

La Comisión avanzó ya en forma más concreta mediante la ela-
boración del Libro Verde de noviembre de 2006, Modernizar el Dere-
cho laboral para afrontar los retos del siglo xxi. A través de este, se plantea 
un debate público en la UE sobre cómo modernizar el derecho la-
boral para sostener la estrategia de Lisboa de crecer de manera sos-
tenible, con más y mejores empleos, sustentando que la moderni-
zación (flexibilización) del derecho laboral constituye un elemento 
clave para el éxito de la adaptabilidad de los trabajadores y de las 
empresas,11 agregando que los mercados de trabajo europeos deben 
afrontar el reto de conciliar una mayor flexibilidad con la necesidad 
de maximizar la seguridad de empleo para todos.

10	Diario Oficial de la Unión Europea, 30 de noviembre de 2006.

11	 Más allá de esta forma de expresión, de la lectura del material se deduce claramente que 
no se trata de una adaptabilidad recíproca sino de la adaptabilidad de los trabajadores a 
las empresas para que estas se adapten a su vez a la competencia en el mercado. Se imputa 
al derecho laboral la culpa de las dificultades en la generación de empleo en cuanto su sis-
tema de garantías no resulta suficientemente flexible, lo que lleva —en esta visión— a la ne-
cesidad de su modernización, expresión con la que algunos técnicos pretenden en realidad un 
retroceso de la normativa a umbrales de principios de siglo xx. 
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El concepto de flexiseguridad no es novedoso y ya tiene una cier-
ta historia en la doctrina jurídica laboral europea, pero es proba-
blemente en el Libro Verde donde por primera vez desde la institu-
cionalidad de la Unión y en forma tan abierta y precisa se plantea 
la necesidad de su inmediata puesta en práctica. Baylos y Pérez Rey 
(2006) señalan que la aparición del Libro Verde se da en un contexto 
de predominio del planteo liberal-conservador, agravado por el fenó-
meno de destrucción deliberada del estado social de los países incor-
porados del Este europeo y su sustitución por esquemas puramen-
te liberales.

En un minucioso análisis del planteamiento formulado en el Libro 
Verde señalan como puntos negativos: a) la culpabilización del dere-
cho laboral en relación a la evolución negativa del empleo, desde el 
momento en que se plantea la incapacidad del sistema económico 
de generar empleo suficiente y de calidad, de lo que se desprende co-
mo consecuencia directa la necesidad de flexibilizar o desregular par-
te importante del sistema protectorio laboral; b) orientación definiti-
va del derecho del trabajo al empleo y a la situación del mercado de 
trabajo, donde la eficacia de la norma se valora en función de su pre-
tendida capacidad de crear empleo y mantener el nivel de ocupación; 
c) descolectivización del derecho del trabajo como condición de par-
tida, planteándose en el Libro un derecho laboral individualista, de 
los trabajadores aislados en su relación contractual con el empresa-
rio, sin atender a la acción sindical y al conflicto social como elemen-
tos consustanciales de las relaciones laborales; d) consideración de la 
negociación colectiva en su pura faceta regulatoria como mediación 
entre el mercado de trabajo y la situación nacional de empleo, como 
vehículo de la flexiseguridad.

En ese cuadro, el derecho sociolaboral europeo se va construyen-
do gradualmente como un derecho en retroceso, en un escalón inferior 
al derecho protectorio más tradicional de la mayor parte de los países 
del continente, lo que permite abrir sustanciales interrogantes sobre un 
proceso histórico que hasta ahora se presenta como manifiestamente 
hegemonizado por los sectores económicos más concentrados.

En Estados Unidos, la base de lo que constituye la legislación en 
materia de trabajo y de empleo proviene de la crisis de 1929 y del 



Guillermo Pérez Crespo74

pacto social puesto en práctica por la administración Roosevelt (Co-
ralie, 1998), pero aun en esta etapa el marco legal y de intervención 
del Estado, a diferencia de la realidad europea, es mínimo, pudiéndo-
se destacar apenas entre otras normas la “Fair Labour Standar Act” 
de 1938, que establece el principio del salario mínimo y el recargo 
en horas extraordinarias. No existe en ese país un derecho constitu-
cional del trabajo, salvo en el caso de unos pocos estados donde sí 
hay algunas disposiciones constitucionales en materia laboral pero 
fuertemente condicionadas por la doctrina federal (Córdova, 2001). 
Tampoco existe una normativa laboral de carácter protectorio, tal 
como existe en Europa o en Latinoamérica. Los derechos labores so-
lo se instrumentaron a través de convenios colectivos.

El extraordinario desarrollo económico permitió, sin embargo, 
que una parte importante de sus trabajadores disfrutaran de grandes 
beneficios económicos con acceso amplio a bienes de consumo. Pe-
ro en los años ochenta la ofensiva del capital —con el directo apoyo 
del Estado— permitió la supresión de cientos de miles de puestos de 
trabajo, el congelamiento del salario mínimo federal y el enorme de-
terioro de las condiciones de trabajo.

La introducción en determinados sectores de la industria del de-
nominado modelo toyotista (círculos de calidad o equipos de traba-
jo, justo a tiempo, mejora continua), el desarrollo de las normas ISO, 
la masiva subcontratación y tercerización de segmentos de la produc-
ción se impusieron por relación de fuerza a los trabajadores estadou-
nidenses ante la carencia de respuesta del movimiento sindical.

La doctrina flexibilizadora, sin embargo, rescata como positi-
va esa experiencia en cuanto a la posterior recuperación de puestos 
de trabajo en los años noventa,12 afirmando que fue posible por la 
inexistencia de una legislación laboral rígida, pero oculta que persis-
te el desmantelamiento del empleo tradicional, estable, la precariza-
ción brutal de los contratos de trabajo con elevados índices de ro-
tación y la enorme cantidad de contratos a tiempo parcial. A lo que 
cabe agregar el fenómeno masivo de los woorking poor o trabajadores 
pobres, con ingresos inferiores al umbral de pobreza (Morel, 1998).

12	Aunque luego volvió a incrementarse el desempleo a comienzos del siglo xxi.
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En nuestra América también se vivió un extenso proceso históri-
co de profunda precarización de las relaciones laborales. Hacia la se-
gunda mitad de los años setenta, la región tenía una legislación la-
boral bastante desarrollada —aunque con distintos niveles según los 
países— y, salvo algunas excepciones, dotada de un cierto carácter 
protector del trabajador (Bronstein, 1997), realidad paralela a la de 
un alto desarrollo sindical.

En este marco, la ofensiva del capital hacia la reformulación de las 
relaciones laborales tuvo la brutalidad de la imposición propia de la 
experiencia estadounidense, sin el alto desarrollo económico de ese 
país, que de un modo u otro genera cierta compensación a la alta 
desregulación, pero a la vez debió enfrentar la oposición de un fuer-
te movimiento sindical y de una legislación laboral propia de la etapa 
histórica anterior (Pérez Crespo, 2001).13

Las  nuevas estrategias de acumulación por parte de los gobiernos 
de la región, que desplazaron las viejas políticas dirigidas al merca-
do interno y poniendo el objeto de las economías en el mercado ex-
terno, modificaron el paradigma de desarrollo y convirtieron a varios 
de nuestros países en verdadero laboratorio experimental de la ideo-
logía del libre mercado vinculada a lo que se llamaría luego “Consen-
so de Washington” (Salas, 2000), generaron nuevas estructuras so-
ciales que también dificultaron la respuesta desde el campo popular.

Ermida Uriarte (1999) se refiere a la desregulación impuesta en la 
región y ubica como primer antecedente la norma 5107 de septiem-
bre de 1966, en Brasil, que promovió la sustitución de la estabilidad 
decenal por el Fondo de Garantías por Tiempo de Servicios, sustitu-
yendo así el complejo pero avanzado mecanismo indemnizatorio de 
la legislación laboral brasileña (que en algunos casos permitía recla-
mar la reincorporación del trabajador injustamente despedido) por 
un mecanismo de capitalización individual, en el que el empleador 
hace aportes mensuales que el trabajador puede retirar al momento 

13	Así como en Japón el capital recurrió a las mafias armadas para desarticular en los años cin-
cuenta y sesenta la resistencia de un movimiento sindical combativo, en nuestra América de-
bió recurrir a los golpes militares y la brutal represión desencadenada por los mismos para 
superar la oposición de un sindicalismo también combativo y bien organizado. 
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de ser despedido, sin derecho a cobrar indemnización, lo que permi-
tió una mayor rotatividad en el empleo.

A pesar de los derechos consagrados en la Constitución brasile-
ña de 1988, la ofensiva del capital se impuso en ese país en la década 
del noventa. En 1998 una nueva norma legal habilitó la celebración 
de contratos por tiempo determinado, la extensión a un año del ban-
co de horas, la regulación del trabajo a tiempo parcial y otras medi-
das que facilitaron jurídicamente las nuevas formas de organización 
empresarial.

En 1967 la dictadura militar argentina instituyó mediante la re-
gla estatal 17 258 un sistema similar a la norma 5107 de Brasil para 
los trabajadores de la industria de la construcción. El golpe genoci-
da de 1976 en Argentina permitió la imposición de normas de pre-
carización laboral, entre ellas la regla estatal 21 297 que derogó par-
cialmente y modificó la original Ley de Contrato de Trabajo 20.744 
de 1974. Se prohibió el derecho de huelga y las negociaciones colec-
tivas. Al retornar la democracia en 1983 se recuperó el derecho de 
huelga, pero debieron pasar cinco años más para recuperar la nego-
ciación colectiva. Y la reforma militar de la ley laboral quedó vigen-
te pese a presiones sociales para derogarla. Con la ofensiva del capi-
tal en los años noventa se perdieron numerosas conquistas sociales, 
se introdujeron contratos a tiempo parcial y por tiempo determina-
do, el período de prueba, se redujeron indemnizaciones, se modificó 
sustancialmente el régimen de enfermedades y accidentes laborales, 
introduciendo un perverso negocio en manos de aseguradoras priva-
das y a costa de la vida y salud de cientos de miles de trabajadores, 
y también se modificó el régimen de negociaciones colectivas a favor 
de intereses empresariales.

Recién después de la crisis de 2001-2002, donde la presión popu-
lar terminó haciendo caer a un Gobierno nacional, se abrió una nue-
va etapa en la que en un proceso no exento de contradicciones pero 
con una direccionalidad política sustancialmente diferente a la domi-
nante en el anterior periodo, se han podido recuperar parcialmente 
derechos sociales arrancados por el capital. Sin embargo, pareciera 
que en los últimos años ha recuperado fuerza la ofensiva del capital y 
las últimas normas sancionadas implican nuevos retrocesos.
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Por otra parte, entre 1978 y 1979, el régimen militar chileno im-
puso una profunda reforma laboral derogando la ley de 1966 que 
prohibía el despido injustificado y establecía la reincorporación del 
trabajador en determinados supuestos de despido arbitrario, fijando 
un sistema indemnizatorio con topes reducidos. A la vez flexibilizó la 
jornada de trabajo mediante el establecimiento tope semanal de 48 
horas, pero con derecho del empleador a distribuirlas según su plani-
ficación y necesidades. En 1979 se dictó una regulación restrictiva de 
la actividad sindical, limitándola exclusivamente al ámbito de empre-
sa y se condicionó fuertemente el derecho de huelga. Solo una par-
te de estos derechos perdidos durante la dictadura militar pudieron 
ser recuperados hasta ahora en la posterior etapa democrática (Ta-
pia, 2007).

A partir de 1976 comenzó un proceso de sucesivas reformas la-
borales en Panamá (Bronstein en Murgas, 2007), cuya legislación de 
1971 era de características avanzadas. Primero se decretó la suspen-
sión de negociaciones colectivas y se modificaron varios artículos del 
Código de Trabajo. En 1986 se arbitraron disposiciones en perjuicio 
de trabajadores de las pequeñas empresas y empresas agrícolas, ex-
cluyéndose a los trabajadores a domicilio de la legislación laboral. 
En 1992 se introdujo una nueva reforma en relación a los trabajado-
res de zonas francas, con contratos temporarios, movilidad funcio-
nal y reducciones salariales. En 1995 una nueva reforma de la legis-
lación laboral, sustentada en el principio de compensación equitativa al 
capital por su inversión, que introdujo nuevas reglas sobre la duración 
de los contratos, despidos, movilidad funcional, derechos sindicales, 
entre otros puntos.

La reforma laboral en Perú fue llevada a cabo por el Gobierno de 
Fujimori a partir de 1991. Facultado por el Congreso a través de la 
Ley de Fomento del Empleo, el poder Ejecutivo dictó sucesivos decre-
tos legislativos que habilitaron formas atípicas de contratación pre-
caria (contratos de formación laboral juvenil y de práctica profesio-
nal, considerados no laborales, más nueve modalidades de contratos 
laborales de duración determinada o por obra), modificaron normas 
de estabilidad en el empleo y sobre la participación en la gestión y 
propiedad de las empresas, prohibieron cláusulas de reajuste en los 
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convenios colectivos y derogaron toda la legislación laboral en las zo-
nas francas y zonas especiales de desarrollo.

A fines de 1990 la reforma laboral sancionada en Colombia de-
terminó nuevas modalidades de contrato de trabajo, reducciones sa-
lariales, flexibilización de la jornada laboral con facultad del emplea-
dor de distribuir las horas según su necesidad e instauró cuentas de 
capitalización individual en reemplazo de indemnizaciones por despi-
do (Bronstein en Blanco, 2007).

En Uruguay, el golpe militar de junio de 1973 encuentra ya un país 
con una legislación que subordina lo social a lo económico (Manga-
relli, 2007). En este período se reguló y restringió la acción sindical, 
en especial la huelga, la negociación colectiva y entre otras reformas; 
en el régimen individual laboral se redujo en grado extremo el plazo 
de prescripción de los créditos de los trabajadores. Las normas so-
bre derecho colectivo fueron anuladas con la llegada de la democra-
cia. Sin embargo, en la década del noventa este país no fue ajeno a 
los procesos de descentralización productiva, tercerizaciones y otras 
modificaciones perjudiciales para los trabajadores.

Estos son apenas algunos ejemplos del proceso vivido en las últi-
mas décadas en gran parte de los países de nuestra América.

En muchas de las experiencias fueron necesarios golpes militares 
—en general brutalmente cruentos— para desarticular las acciones de 
resistencia de trabajadores y organizaciones sindicales a la precariza-
ción de los derechos laborales. No obstante, en una segunda etapa 
—fundamentalmente en los años noventa— ya las normas de flexibi-
lidad laboral se impusieron más fácilmente en países con altos nive-
les de desempleo, sindicatos debilitados y una profunda crisis de re-
presentatividad política de los intereses de los trabajadores y sectores 
populares.

Un dato no menor es la aparición de un fenómeno de recupera-
ción de poder popular y altos niveles de democracia en una gran par-
te de los países de la región, con gobiernos que con aciertos y erro-
res pero con una intencionalidad sustancialmente diferente intentan, 
más allá de sus diversidades y sus límites, construir otra historia, des-
de los intereses de los trabajadores y el pueblo.
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En la región sudamericana la ofensiva del capital es igual de fuer-
te y profunda que en el resto del mundo, pero la existencia de gobier-
nos que responden de manera diferente al mandato de sus pueblos y 
en particular a la acción reivindicativa de los movimientos sociales ha 
permitido condicionar los efectos de aquella, ya sea para no permitir 
un retroceso aún mayor del derecho del trabajo o para recuperar de-
rechos perdidos en décadas anteriores durante la ofensiva del deno-
minado neoliberalismo.

Esto se advierte también en las experiencias de integración regio-
nal, con un desarrollo mucho más primitivo que el de la Unión Euro-
pea, pero donde los documentos comunitarios no constituyen herra-
mientas de precarización laboral en manos de empresarios y Estados. 
Es cierto que en general se trata más bien de acuerdos que buscan lo-
grar la libre circulación de bienes y servicios entre los países involu-
crados, y donde apenas se han firmado anexos sobre la cuestión la-
boral, en general limitados a ratificar que cada país debe cumplir en 
forma correspondiente con su legislación laboral interna.

Salvo, en ciertos aspectos, la Comunidad Andina y quizás en un 
mayor grado el Sistema de Integración Centro Americano, a partir del 
Protocolo de Tegucigalpa de 1991, las demás experiencias citadas no 
pasaron de lo que en el Tratado de Montevideo se definieron como 
principios generales de la Aladi: pluralismo en materia política y eco-
nómica, convergencia progresiva de acciones parciales hacia la for-
mación de un mercado común, tratamientos diferenciales sobre la 
base del nivel de desarrollo de los países miembros y multiplicidad en 
las formas de concertación de instrumentos comerciales.

Al respecto, Guerrero Mayorga (2005) sostiene la existencia de 
un derecho comunitario centroamericano sui géneris, analizando los 
mecanismos del Protocolo de Tegucigalpa a la Carta de la Organi-
zación de Estados Centroamericanos (Odeca) y las posibilidades de 
consolidación de una competencia comunitaria de la Corte Centroa-
mericana de Justicia (Corte de Managua).14

14	Ya en 1907 hubo una Corte de Justicia Centroamericana (funcionó en Cartago, Costa Rica) 
que es considerada como el primer tribunal permanente de derecho internacional y de de-
rechos humanos de la historia.
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El Acuerdo de Cartagena de 1969, suscrito por Venezuela, Colom-
bia, Ecuador, Perú y Bolivia, dio origen a la Comunidad Andina de 
Naciones con un sistema jurídico con características propias y que 
tiene su fundamento constitucional en dicho Acuerdo de Integración 
Subregional y sus Protocolos —de Lima, Arequipa y Quito— (Plata y 
Yepes, 2009).

En marzo de 1991 se suscribió el Tratado de Asunción entre Ar-
gentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, para la creación del Mercado Co-
mún del Sur (Mercosur). Con la ratificación por parte de los cuatro 
países entró en vigencia en noviembre de 1991.15 Aunque la estructu-
ra institucional del Mercosur ha avanzado algo más y constituye pro-
bablemente el intento más interesante y concreto de integración en 
Latinoamérica,16 su realidad dista mucho de la de la Unión Europea: 
carece de órganos jurisdiccionales de carácter obligatorio y de una 
verdadera noción de supranacionalidad,17 no habiendo adelantado 
en la elaboración de un ordenamiento jurídico propio, diferenciado 
del vigente en sus países miembros.

Por otra parte, señala Mantero San Vicente que en su etapa inicial 
los promotores del Mercosur parecían obsesionados por la idea de 
reducir costos, incluso a través de la desregulación de las condiciones 
de trabajo (Mantero, 1996). Aun así, ya en el Tratado de Asunción se 
menciona la necesidad de armonizar legislaciones, lo que incluye los 
respectivos ordenamientos jurídicos laborales locales.

Como consecuencia del trabajo desarrollado se ha elaborado la 
Declaración Sociolaboral del Mercosur,18 que presenta particular im-
portancia más allá del debate en relación con los límites de su aplica-
bilidad en los ordenamientos jurídicos locales. Esta declaración fue 

15	Posteriormente Venezuela se incorporó como miembro pleno. Cuenta también con Estados 
asociados.

16	Quizás en algunos aspectos puntuales con la excepción de los procesos de integración cen-
troamericana y andina, aunque en estos pareciera haber aún más declaraciones que con-
creciones, salvo en lo que hace a alguna jurisprudencia comunitaria y esto último en forma 
muy limitada.

17	Al respecto, Cañardo (2012), DC183A, hace un análisis detallado de la normativa interna-
cional sobre tratados y plantea serias dudas en relación con la evolución de los acuerdos de-
rivados del Tratado de Asunción.

18	Brasilia, diciembre de 2008.



El derecho del trabajo ante las estrategias empresarias... 81

aprobada en la ciudad de Brasilia por los jefes de Estado de los paí-
ses del Mercosur en diciembre de 2008. Se señala en ella que la in-
tegración regional no puede circunscribirse a la esfera comercial y 
económica y debe abarcar la temática social, en lo que respecta a la 
adecuación de los marcos regulatorios laborales a las nuevas realida-
des configuradas por esa misma integración y por el proceso de glo-
balización de la economía, en lo referente al reconocimiento de una 
plataforma mínima de derechos de los trabajadores en el ámbito del 
Mercosur.

Se expresa a continuación la decisión de consustanciar, en un ins-
trumento común, los progresos ya alcanzados en la dimensión social 
del proceso de integración y cimentar los avances futuros en el cam-
po social, fundamentalmente mediante la ratificación y el cumpli-
miento de las principales convenciones de la OIT.

Entre los derechos individuales de los trabajadores consagrados 
en la declaración cabe citar el principio de no discriminación, la pro-
moción de la igualdad, los derechos de los trabajadores migrantes y 
fronterizos, la eliminación del trabajo forzoso en cualquiera de sus 
formas, limitaciones al trabajo infantil estableciendo que la edad mí-
nima de admisión de este no podrá ser inferior a aquella en que cesa 
la escolaridad obligatoria. Adicionalmente se establece el compromi-
so de adoptar políticas y acciones que conduzcan a la abolición del 
trabajo infantil y la elevación progresiva de la edad mínima para in-
gresar en el mercado de trabajo, así como una protección especial en 
lo referente al trabajo de menores con limitación de la jornada y del 
ambiente de trabajo, que no podrá ser insalubre, peligroso o inmo-
ral, fijándose como edad mínima los 18 años.

Entre los derechos colectivos de los trabajadores se decla-
ra expresamente el de constituir las organizaciones que consideren 
convenientes,19 así como el de afiliarse a ellas, comprometiéndose los 
Estados parte a asegurar mediante dispositivos legales el derecho a la 
libre asociación y a abstenerse de cualquier injerencia en la creación 
y gestión de las organizaciones constituidas, el derecho a la libertad 

19	El artículo 8 de la declaración consagra este derecho en relación con trabajadores y emplea-
dores.
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sindical —comprensivo de la de afiliación y de no afiliación—, el de 
negociación colectiva, el de huelga —garantizado en forma expresa a 
todos los trabajadores y las organizaciones sindicales—,20 aclarando 
que los mecanismos de prevención o solución de conflictos no po-
drán impedir su ejercicio o desvirtuar su finalidad.

Las fuerzas en pugna, por un lado, un capital que ha acumulado 
inmenso poder en el mercado mundial globalizado, por el otro lado, 
los pueblos, organizaciones sindicales y muchos gobiernos de nues-
tra América que intentan oponerse a la precarización de los derechos 
laborales y de las mismas vidas de los trabajadores. La reformulación 
de las relaciones jurídicas alrededor del proceso de producción está 
presente de una u otra forma, con mayores o menores condiciona-
miento en todas las realidades.

El capital pretende la imposición de un nuevo modelo que cierra 
una historia de 200 años, iniciada con la conformación del derecho 
laboral como disciplina autónoma del viejo derecho civil de caracte-
rísticas absolutamente liberales, buscando la integración de la nor-
mativa del trabajo en un nuevo derecho económico, supeditando así 
los principios jurídicos laborales a las necesidades de la competencia 
y el crecimiento económico. Para ello usa del derecho como lo hizo 
siempre, en defensa de sus intereses de clase y recurriendo a la abier-
ta violación de las propias normas de orden público cada vez que le 
resultó necesario y posible.

El proceso de precarización laboral en la región presentó caracte-
rísticas singulares, propias de su historia. Muchos ordenamientos jurí-
dicos fueron desvastados inicialmente a través de regímenes autorita-
rios, pero las aperturas democráticas posteriores no significaron una 
recuperación por parte de los trabajadores de sus derechos robados.

La reconstitución del poder social en varios de los países de la 
región ha abierto las puertas a procesos de recuperación de dere-
chos en un proceso cuya evolución es difícil de prever. El derecho del 

20	La clara separación que se hace cuando se garantiza el derecho de huelga a “todos los tra-
bajadores y las organizaciones sindicales” parece aportar otro argumento al debate jurídico 
que lleva largo tiempo en la Argentina en relación con la titularidad del derecho de huelga, 
contradiciendo la doctrina que pretende limitar su ejercicio a las organizaciones sindicales.
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trabajo se configura en esta encrucijada como un espacio de con-
frontación, en el que se va a dirimir parte del conflicto.

4. Las principales estrategias empresariales

Desde el origen de las relaciones capitalistas de producción, el con-
flicto entre empresarios y trabajadores se dio esencialmente alrede-
dor de la noción de poder. El capital puso énfasis en la prohibición 
o condicionamiento de toda forma de organización colectiva de los 
trabajadores que pudiera limitar su poder al interior del lugar de tra-
bajo. Por su parte, los trabajadores fueron adquiriendo cada vez más 
plena conciencia de que su fuerza radicaba justamente en la respues-
ta colectiva, en romper absolutamente con la individualización de la 
relación laboral.

Cifarelli y Martínez (2007) resumen las principales líneas de avan-
ce de las empresas en los siguientes puntos: diferenciación y disper-
sión de los trabajadores, intensificación del trabajo, control y domi-
nación de los trabajadores, eliminación de la autonomía obrera.

La estrategia central de enfrentamiento entre las partes ha cam-
biado en forma pero no en esencia: hoy el capital y los trabajadores 
siguen confrontando alrededor de la respuesta colectiva de estos y la 
posibilidad de limitarla o condicionarla por parte de aquellos, ya no 
tanto a través de la represión directa de la acción sindical sino me-
diante una nueva forma táctica posibilitada por el avance tecnológi-
co: la fragmentación empresarial como instrumento de la diferencia-
ción del colectivo de trabajadores.

Desde las diferentes y versátiles formas de tercerización contrac-
tual a los contratos de franquicia, numerosas y variadas alternativas 
de división y fragmentación de la empresa han posibilitado la división 
de los colectivos de trabajadores y desarmado la organización sindi-
cal por actividad en muchos países. Por supuesto que también gol-
peó a la organización sindical por empresa, aunque la misma ya ha-
bía perdido peso en muchos países con el desarrollo de la estructura 
fordista de producción.

Para ello se recurrió no solo a la división de las estructuras ju-
rídicas y materiales, sino también de la actividad de la empresa en 
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múltiples subactividades que posibilitaron encuadrar a los trabaja-
dores en distintos convenios colectivos.

Ximénez (2013) define la tercerización como la desintegración del 
proceso productivo, encargando a otras empresas tareas que antes 
hacía una sola empresa. Muchas empresas proveen partes, insumos 
y servicios a empresas que solo se dedican a ensamblar y terminar el 
producto para ponerlo en el mercado.

La política de tercerización (también llamada de subcontratación y 
outsourcing) consiste en encargar a otras empresas (terceras) una parte 
de la producción de un bien o servicio, de tareas auxiliares o segmen-
tos de la cadena de producción de valor. En general todas las tareas 
requeridas para la fabricación de un producto o servicio eran realiza-
das por la misma empresa. La empresa compraba la materia prima y 
fabricaba el producto. Y toda la fuerza de trabajo involucrada en ese 
producto pertenecía a la misma empresa. Antes las empresas esta-
ban muy integradas: se ocupaban de todas las fases de fabricación, 
del principio al fin, y asumían todas las funciones que la actividad de 
la empresa demandaba como diseño, producción, venta, administra-
ción, distribución, servicios posventa, etc. (Ximénez, 2013).

Un ejemplo clásico de ese tipo de empresa era la Ford Motor 
Company en sus comienzos. En el primer establecimiento importante 
de esa empresa,21 Ford desarrolló el concepto de empresa integrada. 
En ese establecimiento se fabricaba un automóvil desde el principio 
al fin. En ese enorme predio que tenía hasta un puerto propio ha-
bía plantas siderúrgicas, carpinterías, fábricas de cubiertas, labora-
torios, imprentas, todos los servicios auxiliares, talleres metalúrgicos 
donde se mecanizaban las piezas y, por supuesto, el sector de ensam-
blado donde corría la famosa cadena de montaje para el soldado, ar-
mado y pintura final de los vehículos terminados. Trabajaban allí en 
las distintas actividades en total más de 100 000 trabajadores, to-
dos empleados de la Ford Motor Company. Hoy es muy diferente: se 
aplica otro modelo de empresa, la que se desintegró en muchas par-
tes, distribuyéndose la fabricación de las diferentes partes y piezas 

21	En Deaborn, Michigan (EE. UU.), en 1920.
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entre numerosas terceras empresas, contratistas y proveedores, inclu-
so desparramados por todo el mundo.

La existencia de empresas multinacionales que son casi virtuales 
en cuanto no cuentan con establecimientos propios sino con una su-
ma de franquicias que producen en distintos países22 o de empre-
sas que tercerizan casi todas sus actividades secundarias, reservando 
apenas la principal el núcleo duro de la producción o el de mayor im-
portancia tecnológica,23 son todas formas de división de la fuerza la-
boral que ponen a la vez en cuestión la organización sindical clásica.

Desde el derecho del trabajo se pueden observar intentos de nor-
mativas duras, condicionando este tipo de tácticas de fracciona-
miento mediante un manejo eficaz de responsabilidades solidarias 
de los distintos empleadores vinculados y una buena recepción a las 
respuestas sindicales unitarias, normativas blandas cuyos condicio-
nantes son más formales que reales y apenas sí oponen algunas limi-
taciones menores, y normativas cómplices que no solo no limitan si-
no que impulsan estas políticas de fraccionamiento condicionando 
las respuestas que puedan intentar las organizaciones sindicales.

Si a estas estrategias de fragmentación de la empresa se suma la 
posibilidad de traslado de partes de la estructura de un país a otro o 
de una región a otra, se puede advertir la dificultad que las mismas 
significan para cualquier respuesta, ya sea desde los sindicatos como 
desde el derecho del trabajo.

Otra estrategia esencial pasa por la deslaboralización o extrema 
precarización jurídica de la relación laboral a través de la expulsión 
del trabajador del contrato de trabajo, negándole su misma condi-
ción de trabajador asalariado.

Ya sea como supuesto trabajador autónomo, revalidándose la vie-
ja figura civil de la locación de servicios, ya como pasante, aprendiz 
o las diferentes formas con que en los distintos ordenamientos jurídi-
cos, se clasifica al trabajador como no trabajador, violando el princi-
pio que hace del derecho del trabajo un derecho realidad.

22	El ejemplo clásico ha sido el de Nike, pero no el único.

23	La industria automotriz presenta en algunos países casos extremos por la cantidad de em-
presas que deben sumarse para la producción de una unidad.
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En un escalón apenas inferior, la figura del trabajador precario a 
través de la temporalidad de la contratación laboral. El contrato de 
trabajo por tiempo determinado cede cada vez más espacio al con-
trato a plazo fijo, al contrato eventual y a infinidad de modalidades 
especiales de contratación que buscan de diversas maneras terminar 
con la estabilidad en el trabajo e incrementar en grado extremo los 
índices de rotación laboral.

Todas estas estrategias buscan romper el colectivo laboral a tra-
vés de distintas vías, de modo que en una misma actividad o estable-
cimiento los trabajadores están todo lo fraccionados que sea posi-
ble. Obviamente una forma indirecta pero no por ello menos eficaz 
de romper la estabilidad laboral es el abaratamiento del despido me-
diante la reducción de las indemnizaciones.

Cabe señalar que el derecho a la estabilidad es un derecho ins-
trumental, es decir, un derecho para obtener derechos, en el cual se 
condensa el derecho al trabajo como un derecho a un proyecto de vi-
da (Orsini, 2008), operando como condición de ejercicio de los de-
rechos laborales.

En la medida en que se deslaboraliza al trabajador o se lo precari-
za de forma tal de anular o relativizar en grado extremo su derecho a 
la estabilidad en el empleo, no puede el mismo reclamar por el reco-
nocimiento de sus derechos, salario o condiciones de trabajo, es de-
cir, no puede oponer recurso alguno contra el incremento en la ex-
tracción de plusvalor por parte del empleador.

Y lo mismo sucede si se lo individualiza, separándolo del colectivo. 
Es por esta razón que estas han sido estrategias clave de los sectores 
empresarios en las últimas décadas, las que se han sumado a las nue-
vas formas de gestión del trabajo para intensificar el mismo.

El “justo a tiempo”, el sistema de mejora continua, los círculos 
de calidad, trabajo celular, la introducción de tecnologías informa-
tizadas, son todos elementos introducidos en los últimos cincuenta 
años como nuevas formas de intensificación de los ritmos de traba-
jo, reducción de los tiempos de descanso y consecuente incremento 
de la producción por trabajador (Gilly, 1994). La flexibilización de 
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la jornada y el salario son otros dos componentes esenciales en este 
proceso de precarización de las relaciones laborales.

5.	Algunas breves consideraciones sobre el proyecto de 
reforma de la legislación laboral en Ecuador

Abandonada —por ahora— la idea de proponer un nuevo Código de 
Trabajo, lo que significaría una reforma integral y profunda de todas 
las regulaciones jurídicas laborales, con todas las dificultades que 
ello implica, el proyecto de reforma presentado por el ejecutivo a la 
legislatura se configura como una propuesta de reformulación pun-
tual de la normativa jurídica vigente.

Recae obviamente en la sociedad ecuatoriana —y al interior de la 
misma muy especialmente de los trabajadores como clase y sus re-
presentantes sindicales y políticos— la responsabilidad de analizar y 
discutir el proyecto en cada una de sus partes, debatiendo desde los 
distintos intereses y pensamientos lo que entiendan positivo o nega-
tivo de su articulado.

Es a través de la riqueza y claridad doctrinaria y analítica en los 
respectivos aportes que se podrá garantizar en el juego democráti-
co una valiosa discusión sobre las distintas cuestiones que abarca el 
proyecto. Quiero detenerme apenas en algunas de ellas, y solo en lo 
que hace a la validez universal de las mismas y no en función de la es-
pecificidad de las relaciones sociales en Ecuador, lo que no me co-
rresponde.

La defensa del contrato de trabajo por tiempo indeterminado co-
mo elemento central de estabilidad de la relación laboral constituye 
hoy en día una necesidad frente a las prácticas habituales de los em-
presarios limitando artificial o fraudulentamente los plazos de vigen-
cia de las relaciones contractuales.

Es que no puede haber defensa efectiva por el trabajador de sus 
demás derechos laborales si no cuenta con una garantía real a la es-
tabilidad en su puesto de trabajo. Es así que la estabilidad laboral 
se constituye en un derecho de doble dimensión: por un lado co-
mo un derecho en sí, que le da tranquilidad al trabajador y le per-
mite un proyecto de vida; por el otro como un derecho herramienta, 
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en cuando solo si su relación laboral es estable puede pelear por sus 
otros derechos, ya sea salariales o vinculados a jornada u otras con-
diciones de trabajo.

La OIT comprendió esta compleja relación y respondió al desafío 
que implica la misma con el convenio 158, el que pone el acento en 
la prohibición del despido sin causa y constituye en nuestras nacio-
nes aún hoy más una meta que una realidad.

Las limitaciones al despido discriminatorio resultan otro desa-
fío interesante. En la experiencia argentina constituyen justamente 
el centro de un intenso debate: existen sentencias de la corte nacio-
nal declarando la nulidad de despidos discriminatorios, ya sea por su 
naturaleza antisindical como por otros motivos. Esta jurisprudencia 
relativamente reciente también se ha manifestado a través de intere-
santes fallos de los más altos tribunales judiciales en Perú, Panamá, 
Brasil y otros países de la región.

Estas respuestas tienen sustento no solo en leyes nacionales —y en 
algunos casos en cláusulas constitucionales— sino también en la apli-
cación directa por los tribunales locales de principios y normas inter-
nacionales sobre derechos humanos fundamentales. Entre ellos los 
principios consagrados en la Declaración de Principios Sociales de 
América (Chapultepec, México, 1945), la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre (Bogotá, Colombia, 1948) y la 
Carta de Garantías Sociales incorporada a la misma, la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre (Asamblea Gral. de las Nacio-
nes Unidas, diciembre de 1948), el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Nueva York, EE. UU., 1966), la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José 
de Costa Rica, noviembre de 1969), el Protocolo Adicional a la mis-
ma (San Salvador, noviembre de 1988).

La dificultad de estos planteos en cualquier ordenamiento jurídico 
reside en el hecho de que una limitación en este sentido implica una 
fuerte limitación —en un aspecto puntual pero de importancia— al 
poder del empleador en la relación laboral. Es por ello que habitual-
mente generan fuertes reacciones en los sectores empresarios que se 
sienten afectados en su poder de dirección.
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El hecho de que en el proyecto se haya puesto el acento en la nu-
lidad del despido discriminatorio en los casos de maternidad y de re-
presentación sindical permite apreciar la importancia de estas reali-
dades. El agravamiento de la sanción indemnizatoria en los demás 
casos de discriminación puede constituir un avance hacia una futu-
ra regulación en que la discriminación en cualquier aspecto de la re-
lación laboral —como en los demás órdenes de la vida— sea conside-
rada inadmisible e inaceptable.

Un último punto al que quiero referirme guarda relación con la di-
ferenciación que el capital ha ido generando en todo el mundo entre 
los trabajadores estables o del núcleo duro de una empresa y aque-
llos subcontratados a través de terceros. Ya he hecho referencia a esta 
cuestión al referirme a las estrategias empresarias tendientes a frag-
mentar los colectivos de trabajadores, generando tácticamente inte-
reses aparentemente contradictorios entre los mismos y así debilitan-
do las respuestas sindicales.

Es necesario un debate urgente y profundo alrededor de la condi-
ción de trabajadores tercerizados y el derecho al reconocimiento de 
iguales derechos que los empleados directamente por las empresas 
usuarias. Cualquier regulación que imponga límites a esas prácticas 
empresarias de división puede resultar de suma utilidad para la cons-
trucción de un derecho laboral más eficaz en la defensa de los intere-
ses de los trabajadores.

Ninguna de estas cuestiones permite una respuesta sencilla sino 
que exige un análisis cuidadoso de los factores en juego, pero no hay 
duda de que más allá de las particularidades de cada realidad social 
nacional, resulta necesario consolidar derechos laborales como el de 
la estabilidad en el empleo e igual salario y condiciones para igual 
trabajo, y en especial enfrentar con contundencia al fenómeno per-
verso de la discriminación, avanzando en la recuperación de derechos 
hacia relaciones laborales más justas y menos precarias.

6.	Como conclusión: las respuestas desde lo jurídico

Es claro que la profundidad del conflicto y de la crisis en todo el mun-
do obliga a una respuesta de la clase trabajadora —que será diferente 
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según la región y la propia historia y relación de fuerzas— que exce-
de en mucho lo estrictamente jurídico. Pero ello no significa en modo 
alguno ignorar la importancia del derecho del trabajo como espacio 
de disputa y herramienta de resistencia. En esa conceptualización se 
deben pensar las alternativas reales y concretas que permitan oponer 
normas al avance del capital y a la vez recuperar derechos y avanzar 
aún más allá, hacia nuevos derechos sociales que repercutan en for-
ma directa en la vida y dignidad de los trabajadores.

Ante las estrategias empresariales se hace necesario diseñar con 
técnica jurídica apropiada distintas alternativas para enfrentarlas, 
partiendo de la propia historia, de la relación entre las fuerzas en 
pugna y siempre teniendo presente que la contienda en lo jurídico 
exige presión y negociación en el marco de una estrategia adecuada 
de conflicto:

•• Redefinir el contrato de trabajo y desconocer eficacia jurídica 
a aquellas formas contractuales fraudulentas que deslaborali-
zan la relación laboral, negando al trabajador su relación de 
dependencia.

•• Recuperar el concepto de empresa más allá de las formas y las 
tácticas de fragmentación, readecuando las nociones de soli-
daridad empresarial.

•• La defensa del principio de estabilidad, ya sea elevando las in-
demnizaciones, ya nulificando el despido en los casos de dis-
criminación (despido por motivos políticos o gremiales, por 
maternidad, cuestiones de género o cualquier otra forma de 
avasallamiento de derechos personalísimos fundamentales).

•• La defensa de la jornada laboral, enfrentando los mecanismos 
de flexibilización de la misma, ya sea por la introducción fic-
ticia de los contratos a tiempo parcial, ya por los sistemas de 
banco de horas y otras variantes similares.

•• La defensa del salario limitando al máximo los sistemas de des-
tajo y de productividad.

•• La defensa de condiciones de trabajo que no dañen al trabaja-
dor en su integridad psicofísica.
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•• La defensa de la organización sindical y de la acción gremial en 
los lugares de trabajo.

Todos estos elementos pueden ser o no esenciales a la reforma la-
boral en discusión, eso solo lo pueden saber y expresar los propios 
ecuatorianos y sus representantes sindicales y políticos. Pero lo que sí 
no se puede perder de vista es que cualquier reforma, cualquier dis-
cusión sobre el derecho del trabajo, debe llevarse a cabo fuera de la 
lógica del mercado, lo que no significa ignorar las variantes econó-
micas que le den sustento sino simplemente no confundir las mismas 
con los intereses del capital.

Ese es el desafío, no solo para los trabajadores del Ecuador sino 
del mundo en un tiempo difícil, de profunda crisis pero también de 
parto de una nueva historia que pueda llevarnos a una sociedad más 
justa y a una vida más digna.
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La solidaridad de clase como desafío. 
Reflexiones desde los despojos  

de la sociedad salarial

Cecilia Cross

Introducción

Uno de los aspectos que generó mayor controversia respecto a la re-
forma del código laboral en el contexto del Coloquio Internacional 
celebrado en noviembre de 2014 fue el relativo a generar una mayor 
equidad entre personas trabajadoras, sea redistribuyendo utilidades 
o permitiendo el goce de beneficios tradicionalmente asociados al sa-
lario por parte de personas clásicamente excluidas del acceso a tales 
¿privilegios? Este texto pretende ser una contribución a esta discu-
sión, no para zanjarla, sino aportando claves interpretativas que pue-
dan hacer —ojalá— más fluido y productivo el debate.

Las medidas a las que hago referencia son, por un lado, las que 
fijan un límite en la distribución de la participación de utilidades a 
personas trabajadoras, destinando el excedente a financiar las pres-
taciones solidarias de la seguridad social, así como las que señalan 
un tope a las brechas salariales por sector. Por otro, aquellas políti-
cas sociales que garantizan derechos laborales a las amas de casa.

Estas medidas generan resistencias e inquietud entre algunos sec-
tores asalariados que, según lo que interpreté, entienden que verían 
perjudicada su situación actual en al menos dos sentidos: a) por la 
disminución de los beneficios que actualmente perciben o aspiran a 
percibir, b) por desdibujarse el estatus privilegiado que supone el ha-
ber accedido a un empleo en relación de dependencia, única condi-
ción bajo la cual se puede (o podía) aspirar a gozar de estos bene-
ficios. Estas asunciones se basan en dos supuestos que me gustaría 
desnaturalizar. El primero de ellos es una suerte de hipótesis de suma 
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cero, de acuerdo con la cual todo lo que gana en derechos e ingresos 
un conjunto de personas trabajadoras lo hace en desmedro de otro. 
Lo cierto es que, si bien este pudiera ser el caso, no tiene que ser así.

Otro de los supuestos subyacentes a este posicionamiento es que 
quienes trabajan en relación de dependencia constituyen una suerte 
de elite obrera y por eso son quienes merecen genuinamente a acceder 
a los beneficios de la seguridad social y a los salarios más elevados 
de la economía. Este supuesto tiene además un basamento concre-
to: efectivamente quienes trabajan en relación de dependencia per-
ciben mejores salarios y acceden a más beneficios (cfr. Aguiar, 2007; 
De la Garza Toledo, 2001; Rifkin, 2011, et al.). Sin embargo, esta ob-
servación empírica se ha convertido en un axioma moral: esto es así y 
así debe ser, porque las personas que trabajan en la formalidad son las 
únicas que trabajan conforme a la ley. Esto implica decir que las per-
sonas que están fuera del empleo están o bien fuera de la ley, cuando 
son informales, o bien no trabajan, cuando solo lo hacen en el ámbi-
to privado y no remunerado.

Este desplazamiento moral permite justificar su marginación res-
pecto a los derechos sociales, pero parte de un razonamiento que es 
absolutamente fallido desde el punto de vista lógico: la informalidad 
no es un atributo de las personas trabajadoras, sino de los sistemas 
económicos, de las modalidades de reproducción del capital vigen-
tes en cada economía que favorecen, facilitan, impulsan algunas for-
mas de movilización de la fuerza de trabajo y no otras. Por otra par-
te, la creación de valor no depende exclusivamente del trabajo que se 
lleva a cabo en las fábricas o empresas, sino también de los enormes 
esfuerzos que muchas personas realizan en los hogares, las escuelas, 
los hospitales, las iglesias y demás espacios no productivos en los que 
se forma, educa y cuida a quienes no pueden valerse por su cuenta.

Este razonamiento que hemos caracterizado como fallido no es, 
empero, producto de una operación teórica, sino de un proceso his-
tórico de disciplinamiento de la fuerza de trabajo que ha sido tan pe-
ro tan exitoso que ya ni siquiera cuestionamos y que está en la base 
no solo de cómo pensamos el problema de la informalidad laboral (o 
el desempleo), sino también de la vulnerabilidad social.
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Por ello, en este texto nos dedicaremos a repasar ese proceso pa-
ra rastrear algunas claves interpretativas que nos permitan pensar de 
nuevo esos axiomas que sostienen y resaltan las diferencias entre per-
sonas trabajadoras y nos impiden alcanzar una verdadera solidaridad 
de clase. Comenzaremos entonces por reflexionar alrededor del pro-
ceso histórico que anudó empleo y derechos sociales, para luego re-
flexionar en torno a la relación compleja entre empleo y trabajo. En el 
tercer apartado retomamos el tema de la distinción tajante entre ac-
tividades productivas e improductivas, ámbito público y privado co-
mo obstáculos para comprender el modo en que se crea riqueza en 
una determinada sociedad.

Espero que este recorrido pueda servir para continuar y profundi-
zar el debate y por ello he dispuesto en cada apartado recuadros en 
los que se sintetizan los ejes de discusión propuestos. Por fuerza, en 
ellos se aumenta el contraste entre ideas y conceptos y se omiten los 
matices que están presentes en el texto. Esta operación está encami-
nada precisamente a favorecer el intercambio de ideas y alentarlo, sin 
embargo, mi posición respecto a cada tema está mejor reflejada en el 
cuerpo del texto que en los recuadros.

1.	 El empleo como one best way del trabajo: la instauración  
de la sociedad salarial

En nuestras sociedades el salario es el medio privilegiado de distri-
bución de la riqueza socialmente generada entre las clases subalter-
nas. Privilegiado no por ser necesariamente mayoritario o hegemóni-
co (Quiñones y Supervielle, 2011), como quizás lo haya sido en otros 
tiempos y latitudes (Castel, 1997), pero sí por el carácter dignificante 
que porta (Zubero, 2000). Esta dimensión política y moral del salario 
responde a una construcción histórica orientada desde y a favor del 
establecimiento del capital industrial (Castel y Haroche, 2001). Po-
nerla en su dimensión histórica, y por lo tanto contingente, es nece-
sario para evitar que se sigan profundizando las brechas, ya no solo 
económicas, sino políticas entre las personas trabajadoras, haciendo 
mucho más débiles y vulnerables a unas y otras frente al capital (cfr. 
Cross, 2014; Supervielle y Custodio, 2014).



Cecilia Cross98

Desde fines del siglo xviii las sociedades occidentales se han or-
ganizado en torno a la producción de mercancías. Las empresas se 
apropian de buena parte del valor socialmente generado, pagando 
por la mercancía fuerza de trabajo un precio que es menor al valor 
que esta mercancía produce. Se supone que ese valor cubre el costo 
de reproducción de esa mercancía, ahora bien ¿cuál es el costo exac-
to? O dicho de otro modo: ¿de qué parte del costo de la reproduc-
ción de la fuerza de trabajo se ocupa la empresa y de qué otra parte 
se hace cargo la propia familia de la persona trabajadora o el conjun-
to de la sociedad a través del estado (Federici, 2004)? Esta pugna se 
ha desarrollado ininterrumpidamente desde los albores del capitalis-
mo hasta nuestros días y es un aspecto clave a tener en cuenta en un 
contexto histórico en el que las empresas se enmascaran de una y mil 
maneras a través de la deslocalización, la tercerización, la subcontra-
tación, el fraude laboral y demás estrategias asociadas al posfordismo 
(De La Garza Toledo, 2005; Juárez Núñez, 2002; Taylor, 2004; et al.). 

A mediados del siglo xx asistimos a un punto importante en el de-
sarrollo de esta pugna cuando de la mano de la consolidación del ca-
pitalismo industrial y la acumulación de luchas obreras, se arraiga-
ron las sociedades salariales basadas en el pleno empleo como eje de 
la política pública. Aunque en cada país este proceso tuvo distintas 
connotaciones en virtud de estos dos condicionantes –el desarrollo 
del capitalismo industrial y la intensidad de las luchas obreras– a lo 
largo del siglo xx asistimos a un proceso de salarización de las econo-
mías capitalistas, cuyas notas principales pueden rastrearse en el tra-
bajo del sociólogo francés Robert Castel (1997).

Su punto de partida es el doble desafío que debió enfrentar el esta-
do liberal occidental de principios del siglo xix: asegurar la provisión de 
fuerza de trabajo al capitalismo en expansión y moderar los riesgos de 
desintegración social asociados al pauperismo. Mientras que los talle-
res y establecimientos tenían grandes dificultades para completar sus 
plantillas al inicio de cada jornada, la fuerza de trabajo expulsada de su 
medio rural tradicional encontraba sumamente difícil y penoso adap-
tarse a las condiciones de vida y trabajo que se ofrecían en las manu-
facturas, además de ser incapaces de conseguir los recursos con los 
que cubrir las mínimas necesidades propias y de sus familias.
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Para poder sortear esta condición debieron darse, siempre según 
Castel (1997), cinco condiciones. La primera de ellas fue la regulación 
del mercado de trabajo. Dicha regulación consistió en la rígida separa-
ción entre quienes trabajaban efectiva y regularmente, y las personas 
inactivas o semiactivas, muchas de las cuales subsistían debido a los 
lazos que conservaban con familiares que aún residían en el campo, 
a quienes les enviaban alimentos o vestimenta. Este proceso no solo 
significó la instauración de los departamentos nacionales de estadís-
tica, como la Oficina de Trabajo creada en Francia en 1891, sino la 
adopción de sanciones hacia las personas que trabajaban en forma 
intermitente o durante pocas horas.

Tomando en cuenta este proceso es posible desnaturalizar la idea 
de que el acceso al trabajo ha funcionado como un mercado, aún en 
los albores del capitalismo. Las personas no concurrieron, racional y 
disciplinadamente a ofrecer su fuerza de trabajo en las fábricas, sino 
que fueron obligadas, perseguidas e intimidadas, inclusive crimina-
lizando su resistencia para adecuarse al modelo del “buen obrero”. 
Sin embargo, de acuerdo con Castel (1997), estas medidas tuvieron 
una eficacia moderada en tanto eran exteriores al proceso producti-
vo en sí. Esto dio lugar, entonces, a la segunda condición para la ins-
tauración de la sociedad salarial que fue la fijación del trabajador al pues-
to de trabajo a través de la organización taylorista-fordista del proceso 
productivo.

Esta se caracterizó por dos tipos de dispositivos. Uno de ellos, téc-
nico, consistió en la atomización de las tareas del artesanado hasta 
reducirlas a una sucesión de gestos que pudieran ser reconfigurados 
en torno al uso de la máquina, que entonces se convirtió en agente de 
la producción, dejando reducido a la persona trabajadora a un mero 
accesorio. El otro, político, buscó asimilar sus intereses con los de la 
empresa a través del pago de salarios por productividad, medida en 
el taylorismo en cantidad de piezas y en el fordismo en horas de ser-
vicio (Coriat, 1985).

Así tuvo lugar, según Castel (1997), una poderosa homogeneiza-
ción de la clase obrera, que desembocó en una conciencia de clase 
agudizada por el carácter penoso de la organización del trabajo. Sin 
embargo, la homogeneización de las condiciones de trabajo produjo 
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también efectos de inédita diferenciación. La producción taylorista 
masificada exigió la distinción entre el personal de pura ejecución y 
aquel a cargo del control, la planificación y el mantenimiento. Esta 
división técnica dio lugar a una nueva división social que finalmente 
generaría al personal ejecutivo, que reemplazó al patrón en las tareas 
de organización de la producción y se identificó con sus intereses.

El incremento de la productividad así alcanzado exigía también 
pensar en un mercado masivo capaz de absorber la producción, lo 
cual dio lugar a la tercera condición de establecimiento de la socie-
dad salarial: el acceso a “nuevas normas de consumo obrero”. En este con-
texto, quienes trabajaban fueron fuente de explotación —también— 
como consumidores y consumidoras.

Taylor estaba convencido de que la alta productividad no era in-
compatible con un mejoramiento de los paupérrimos salarios de fi-
nes del siglo xix, pero fue Henry Ford quien sistematizó la relación en-
tre la generalización de la cadena de montaje y el consumo de masas 
(Neffa, 1998). El five dollars a day, que significaba de hecho la dupli-
cación del salario previamente vigente, que por otra parte se pagaba 
solo a aquellas personas trabajadoras con más de un año de antigüe-
dad en la empresa, representó para las clases subalternas la posibili-
dad de acceder al consumo suntuario, es decir, de bienes no estricta-
mente necesarios para la subsistencia.

En este sentido, Castel (1997) considera que constituiría un exce-
so atribuirle a Ford el mérito de esta cuasi mutación antropológica 
de la relación salarial, pero a partir de él el modo de consumo pasó 
a estar integrado a las condiciones de producción. Esto fue suficiente 
para que grandes estratos de la clase trabajadora (aunque no toda) 
pudieran dejar esa zona de extrema miseria e inseguridad permanen-
te que había sido su situación durante siglos (Alonso, 2004).

Sin embargo, una parte cada vez más importante de la población 
obrera se encontraba en una situación objetivamente próxima a la 
que había nutrido las descripciones del pauperismo en la primera mi-
tad del siglo xix: personas trabajadoras separadas de su familia y de 
su ambiente de origen, concentradas en espacios homogéneos y sin 
más recursos que los que les procuraba su trabajo. Para fortalecer el 
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proceso de integración a través del consumo era necesario lograr que 
la retribución de ese trabajo no siguiera siendo un salario de subsis-
tencia. En este contexto, el estado se convirtió en “productor de re-
laciones sociales” (Alonso, 2004: 22), dando lugar a la cuarta con-
dición para la instauración de la sociedad salarial que Castel (1997) 
designa como acceso a la propiedad social y a los servicios públicos.

Esto se logra a través de políticas sociales caracterizadas por su 
universalidad, es decir, por estar definidas en términos impersona-
les.1 En algunos países la cantidad de bienes contemplada fue más 
amplia que en otros, pero en todo caso se inauguró la posibilidad 
de pensar que la riqueza socialmente generada debía reinvertirse, al 
menos en parte, en garantizar ciertas condiciones de vida a las clases 
subalternas. Por otra parte, en la medida en que el desarrollo tecno-
lógico exigía mayores calificaciones y competencias más sofisticadas 
(Freeman, 2008), el costo de reproducción de la fuerza de trabajo se 
fue incrementado, y la sociedad en su conjunto hizo su aporte a tra-
vés del estado mediante, por ejemplo, la promoción de la educación, 
el acceso a la salud, el cuidado de niños, niñas y adultos mayores o 
la generación de infraestructura en transporte, que permitió el des-
plazamiento de los grandes contingentes obreros. Estas medidas fa-
vorecieron a las empresas, porque al disminuir los costos que debía 
afrontar una familia con el salario, se consolidaron los mercados ma-
sivos que la industria requería para colocar su producción.

De tal suerte que estas políticas permitieron que el salario dejara 
de ser la retribución puntual de una tarea, ya que también asegura-
ba derechos y permitía una participación ampliada en la vida social: 
consumo, vivienda, educación e incluso ocios. El acceso a estos con-
sumos, según Castel (1997), dio lugar a una integración en la subordina-
ción. Así los trabajadores participaron del consumo (pero de masas), 
la educación (pero primaria), los ocios (pero populares), la vivienda 
(pero vivienda obrera), etc. El acceso a estos derechos fue posible, 
además, en la medida en que se estableció el derecho del trabajo como 
derecho colectivo, lo cual constituye la quinta condición para la instau-
ración de la sociedad salarial.

1	 Esto implica que todas las personas que pudieran acreditar los atributos que definían a la 
población beneficiara podía reclamar el beneficio adjudicado a través de estos programas.
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Como fue señalado, en el inicio del capitalismo la relación labo-
ral se regulaba como cualquier otro contrato civil. En tal sentido, era 
concebida como una transacción entre dos individuos en principio 
igualmente libres. Con la consolidación de la sociedad fordista, ese 
derecho subjetivo fue reemplazado por un derecho social, cuyo suje-
to ya no es el trabajador aislado sino el colectivo de trabajo. Al to-
marse en cuenta esta dimensión colectiva, la relación contractual se 
deslizó desde la relación de trabajo hasta un estatuto del asalariado, 
lo cual implica sustraer del juego a las voluntades individuales (Cas-
tel, 1997). Este aspecto es clave porque permitió el desarrollo de la 
solidaridad de clase, pero también porque permitió pensar al conflic-
to, la pugna de intereses entre quienes trabajan y quienes representan 
a las empresas de un sector o rama, como un componente intrínseco 
a las relaciones laborales y no como un aspecto a superar.

En este proceso, entonces, se va dando forma al sistema de valo-
res, normas y creencias que permiten la instauración de la sociedad 
salarial en las economías centrales. Pero esta confluencia no dio lu-
gar al establecimiento de la sociedad salarial, sino hasta que el pleno 
empleo se convirtió en el eje central de las políticas públicas. Sin em-
bargo, ni aun en Francia se alcanzó jamás la plena integración a tra-
vés del empleo, y es aquí entonces que tienen un rol para desempeñar 
las personas que trabajan en la informalidad, inmigrantes, personas 
que no han alcanzado un cierto nivel de instrucción, que según Cas-
tel (1997) eran caracterizados como semiobreros, semibárbaros, los mi-
serables del cuarto mundo. Frente a estos sujetos las personas que tra-
bajaban en relación de dependencia experimentaban sensaciones de 
superioridad y miedo, porque les recordaban cuál podía ser su des-
tino si se negaban a aceptar las duras condiciones de trabajo que se 
les imponían.

En la actualidad, el mundo del trabajo ha sufrido inmensas y pro-
fundas transformaciones, que no obstante no nos han llevado a re-
visar muchas de nuestras creencias (ver Recuadro 1). Dichas trans-
formaciones se vinculan a los cambios en el régimen de acumulación 
capitalista y el abandono de la promoción del pleno empleo, hacien-
do mucho más difícil comprometer al capital con toda la fuerza de 
trabajo que moviliza en su reproducción, de la cual forman parte (y 
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más que nunca) personas que trabajan en la informalidad, en la pre-
cariedad, las cuales habitualmente no tienen relación laboral directa 
con la empresa que mayor provecho obtiene de su trabajo. Por eso, 
en lo que sigue, vamos a presentar algunas claves para volver a pen-
sar el trabajo en las sociedades contemporáneas.

Recuadro 1
El acceso a la seguridad social a través del salario: qué implica hoy

La instauración de las sociedades salariales fue producto de un intenso pro-
ceso histórico, caracterizado por las luchas sociales entre capital y trabajo 
en torno a dos cuestiones principales: el control del proceso de trabajo y la 
apropiación de la riqueza socialmente generada.

En tal sentido, el Estado desempeñó un papel principal en la movilización y 
disciplinamiento de las grandes masas obreras que el capitalismo industrial 
necesitaba para reproducirse y ese esfuerzo se centró principalmente en la 
promoción del empleo como la mejor y única forma de inserción social pa-
ra los sectores subalternos. Lo hizo penalizando el vagabundeo y estimulan-
do el trabajo a jornada completa, pero también asociando la erogación de 
fondos públicos para la promoción de derechos sociales al salario. Pensemos 
por ejemplo en el caso de las contribuciones de las personas que trabajan en 
relación de dependencia a la seguridad social. El hecho de que en nuestros 
recibos de sueldo figure un ítem que dice que se nos descuenta de nuestros in-
gresos un determinado porcentaje para garantizar, por ejemplo, el acceso a 
la salud y a un subsidio al momento de alcanzar la vejez (llamado no casual-
mente “retiro” o “jubilación”), nos brinda la sensación de estar pagando por 
ello. Y solemos pensarlo como un hecho voluntario y, por ser voluntario, su-
jeto a valoración moral: decimos “yo he aportado al sistema de retiro/capi-
talización durante toda mi vida”.

Lo cierto es que en el caso de las relaciones de dependencia no hay ninguna 
valoración moral para hacer porque no depende de nosotros —salvo en regí-
menes especiales— el monto de ingresos que vamos a destinar al sistema. Habi-
tualmente es un monto de dinero que —al igual de las llamadas “contribucio-
nes patronales”— están pagando las empresas. Una suerte de impuesto a la 
explotación: dado que se benefician de nuestro trabajo, deben pagarle al Es-
tado en función del beneficio que obtienen, para que el estado pueda seguir 
garantizando nuestra subsistencia una vez que alcancemos la vejez. ¿Pero 
qué pasa con aquellas personas que no cotizan en el sistema? ¿Es eso un he-
cho voluntario? Y si no lo es, ¿es razonable castigarlas por los abusos que han 
padecido de parte de las empresas que las han contratado fuera de nómina?
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Sin embargo, podría efectuarse el siguiente razonamiento si quienes trabaja-
mos en relación de dependencia aportamos a los servicios sociales: ¿por qué 
tendríamos que compartir esos fondos con quienes trabajan en la informa-
lidad o en el hogar en tareas de cuidado? La cuestión es que la mayor parte 
de las prestaciones sociales, inclusive las jubilatorias y las de salud, se cubren 
con rentas generales, no solo con nuestros aportes y a esas rentas generales 
contribuimos todos por igual, cada vez que compramos un producto y exigi-
mos un tiquete o factura. Eso es una buena noticia, porque quiere decir que 
es decisión política de cada Estado qué porcentaje de sus ingresos destinará 
a estos rubros y también es auspiciosa porque nos permite pensar que es po-
sible mejorar los ingresos de las personas ancianas aun cuando cada vez sean 
más por el aumento de la expectativa de vida.

Para ello debiéramos pensar que las contribuciones empresarias a la seguri-
dad social no tienen que restringirse a su nómina de personal. Si existen per-
sonas trabajadoras disponibles para prestar su fuerza, su ingenio, su volun-
tad al desarrollo de la empresa, es gracias a un esfuerzo colectivo del que 
han participado maestros y maestras, médicos y médicas, servidores y servi-
doras públicos, empleados y empleadas domésticas, mamás y papás que a 
cambio de su amor y su compromiso desinteresado para criar y cuidar a esas 
personas trabajadoras debieran poder recibir, aunque más no sea, un poqui-

to de bienestar.

2.	La inserción en el trabajo y la reproducción de la 
desigualdad: acerca de las esferas como obstáculos para 
comprender la creación de riqueza

La correspondencia entre trabajo y empleo fue producto de un pro-
ceso histórico comenzado antes aún de la Revolución industrial que 
alcanzó su máxima expresión en el contexto de la sociedad salarial. 
Esta correspondencia fue resistida desde diversos enfoques contem-
poráneos, pero ciertamente a partir del decaimiento de la sociedad 
salarial estos cuestionamientos se hicieron más fuertes e intensos 
(cfr. De la Garza Toledo, 1997; Gorz, 1988; Méda, 1998, 2007; Ne-
ffa, 2003; Rifkin y Kruger, 1996). En este marco, además, volvieron a 
cobrar fuerza las posiciones que sostenían el aporte económico que 
significa el trabajo de reproducción (cuidado y atención de niños, ni-
ñas y adolescentes, personas enfermas o ancianas, higiene y abas-
tecimiento del hogar) y el costo que ha tenido en términos de des-
igualdad en el acceso a recursos, pero también al prestigio social, el 
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desconocimiento de dicho aporte (Federici, 2004; Pautassi, 2010; 
Russell Hochschild, 2003; Valenzuela y Bastidas, 2006).

No es objeto de este texto adentrarse en estos debates, pero sí 
presentar una perspectiva que permita repensar algunos de los con-
ceptos que tenemos acerca de la contribución que cada quién efec-
túa a la creación de la riqueza y el modo en que la organización fami-
liar del trabajo constituye un ámbito de producción y reproducción 
desigualdades sociales.

En tal sentido, el concepto de trabajo-empleo no da cuenta de los 
vínculos que se establecen a lo largo de la vida de una misma perso-
na en torno a sus responsabilidades dentro y fuera del hogar, ni de 
los arreglos familiares que permiten o impiden que ciertos miembros 
de una familia perciban un ingreso. Esto se debe a que se piensa el 
trabajo desde la dicotomía entre trabajo remunerado vinculado a la 
esfera pública y trabajo no remunerado (particularmente el trabajo 
doméstico) circunscripto a la esfera privada (Beechey, 1987; Brad-
ley, 1989; Glucksmann, 1995, 2013; Pahl, 1988; Taylor, 2004; et al.). 

Esta diferenciación se basa en una distinción tajante entre la es-
fera del interés —correspondiente al campo de lo público-remune-
rado— y la del desinterés —ámbito privado— no remunerado (Da-
vidoff y Hall, 2013; Hall, 2013), que lleva a sostener además que la 
intersección entre esos planos produce lazos sociales espurios (Zeli-
zer, 2005).

Por otra parte, al pensar en términos individuales y no de grupo 
familiar u hogar, somos incapaces de aprehender la lógica que vin-
cula a las instituciones no lucrativas (iglesias, partidos políticos, mo-
vimientos sociales) con las empresas y las personas que trabajan a 
cambio de un salario (ver Recuadro 2).

El enfoque de la Organización Social Total del Trabajo propone 
recuperar las articulaciones entre diversas modalidades y espacios de 
trabajo bajo el siguiente esquema:
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Remunerado

Trabajo formal en el 
sector público/privado/
económico social

Informalidad clásica Trabajo en el hogar

Por ejemplo: un contador 
de banco o una enfermera 
de hospital

Cuidado de bebés de 
amigos o amigas

Hermano/a mayor cuida a 
su hermanito bebé

Público/ Público/ Público/

Formal Informal Informal

Contador que asiste 
voluntariamente a un 
emprendimiento Social. 
Religiosa que visita 
hospitales

Cuidado de un vecino 
enfermo

Cuidado de un integrante 
del hogar anciano o 
enfermo

No remunerado

Este se puede utilizar para clasificar actividades de una misma uni-
dad económica, mapear actividades de las personas, analizar la con-
figuración económica de un barrio o la organización social del tra-
bajo en un país. Su principal aporte es que sugiere la continuidad 
entre campos/actividades, rompiendo con el esquema de las esfe-
ras. Desde este enfoque se pueden renovar las preguntas de investi-
gación, indagando, por ejemplo, cuáles son las habilidades y recursos 
requeridos para ocupar posiciones no remuneradas y de qué modo 
se recompensa a las personas que las ocupan, qué roles desempeñan 
la condición de clase y género en la organización del trabajo en estos 
ámbitos, así como en las estrategias de reclutamiento y promoción 
o cómo varían estos requisitos en los diferentes campos de trabajo.

Recuadro 2
Las dificultades de comprender el trabajo desde una mirada economicista

Cuando pensamos en trayectorias o carreras solemos pensar exclusivamente 
en las actividades remuneradas que se llevan a cabo fuera del hogar, porque 
tendemos a pensar el trabajo desde una perspectiva economicista. El problema 
es que esto nos impide comprender en su complejidad el mundo del trabajo. 
Por ejemplo, en Argentina, para acceder a un cargo remunerado en las univer-
sidades nacionales es habitual desempeñarse ad honórem durante un tiempo. 
Del mismo modo en organizaciones voluntarias, como Cáritas, dependiente de 
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la Iglesia católica, existen jerarquías que delimitan áreas de incumbencia y au-
toridad, a pesar de que quienes allí trabajan no perciben un sueldo. Sabemos 
que esas personas que realizan trabajo voluntario o ad honórem tienen nece-
sidades que satisfacer, pero raramente nos preguntamos qué arreglos familia-
res o que configuración de la jornada de trabajo permite que puedan estar ahí. 
Habrá quien de día trabaja en un banco y de noche de clase en la universidad 
y trabaje los fines de semana en Cáritas. Muchas personas trabajan voluntaria-
mente porque no necesitan generar ingresos para su hogar, lo cual implica una 
transferencia de recursos de hecho desde el Estado o las empresas al llamado 
“tercer sector”. Pero raramente nos preocupamos por estudiar estas imbrica-
ciones. Esa omisión solo se puede explicar desde una división tajante entre for-
mas de trabajo que se piensan como pertenecientes a esferas diferentes (remu-
nerado/no remuneradas, formal/informal, público/privado).

Esa distinción tajante de esferas también permite opacar el valor económico 
de ciertas actividades en función de quienes la llevan a cabo. Y en eso las mu-
jeres casi siempre llevamos las de perder. Por ejemplo, nos parece normal que 
una empresa privada cobre por cuidar a una persona enferma o anciana. En 
cambio, cuando una de nuestras hermanas cuida a nuestra madre no se nos 
ocurre que debiéramos pagarle. Del mismo modo, no pensamos que los papás 
que se desentienden del cuidado de sus hijos e hijas debieran pagar a las ma-
más que hacen lo que ellos no, menos aún si son pareja. Sin embargo, a na-
die se le ocurre que una empleada doméstica deba trabajar gratis, o peor, a su 
propio costo. Es común escuchar que a “María no le conviene salir a trabajar” 
porque gastaría todo su sueldo en pagarle a una niñera para que cuide a sus 
descendientes, como si fuera ella la única que tiene que pagar por el cuidado 
de su prole. Desde ya que muchas mujeres prefieren estar ahí para cuidar a las 
personas que aman y no les importa pagar un precio por eso. El problema es la 
escasa disposición de las familias y el Estado, al menos hasta aquí, a reconocer 
el aporte económico y social que esto significa. Si no hacemos nada al respec-
to, en el futuro, cuando estas mujeres hayan sido relevadas de sus obligaciones 
familiares y sean demasiado añosas para ingresar al mercado de trabajo, serán 
tratadas como “una carga”, por no contar con ingresos propios por “no haber 
trabajado”. Una asistente al foro me decía que muchas veces después de haber 
lidiado todo el año con la casa, los trámites y sus hijos sentía ganas de tomar-
se unos días de descanso en la playa con su hermana, pero no podía hacerlo 
porque su esposo jamás le daría dinero para eso y ella no tenía. Así dicho pare-
ce que los pequeños son de ella y el dinero de su marido.

Otra de las dificultades que plantea la división tajante entre esferas es que 
nos impide comprender en su complejidad las actividades desarrolladas en 
el campo de la economía social o solidaria, la cual involucra una dosis muy 
significativa de trabajo voluntario –público, y de transferencia de recursos de 

una esfera a otra (Cross y Berger, 2010).
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Sin embargo, aún en el campo de las ciencias sociales nos cuesta 
mucho pensar estas experiencias como ámbito de creación de valor. 
De hecho, la mayor parte de los estudios acerca del sector parten de 
enfoques normativos o propositivos que se preguntan por su efica-
cia para constituirse en alternativas frente al mercado, sea en búsque-
da de modos sustentables de producción y consumo, sea en procura 
de mejores condiciones de vida para las poblaciones más vulnerables 
(cfr. Cross y Berger 2010; Moulaert y Ailenei, 2005). A su vez, a pe-
sar de subrayar su creciente importancia como ámbito de creación 
de empleo, resultan prescindentes frente a los debates que se plan-
tean en los estudios del trabajo (cfr. Cross, 2013; Salamon y Anhei-
rer, 1998; Visser, 2000), mientras que los estudios del trabajo rara-
mente abordan estos procesos en profundidad (Taylor, 2004; De la 
Garza Toledo, 2011).

Esta prescindencia mutua puede comprenderse, una vez más, des-
de la distinción tajante entre la esfera del interés y la del desinterés, 
las cuales podrían —por su mutua exclusión— ser estudiadas autóno-
mamente. Parafraseando a Gramsci y De Felice (1978) notamos que 
esta distinción es producto de los axiomas sobre los cuales se cons-
tituyó la legitimidad de la sociedad moderna occidental. La legitimi-
dad de las instituciones occidentales se ha construido en relación con 
dos axiomas en tensión: la igualdad ciudadana y la desigualdad so-
cial, producto de los intercambios en el mercado. Según Portantie-
ro (1977), estos axiomas son tributarios de dos abstracciones, las 
ideas de contrato y la de mercado, que expresaron las relaciones so-
ciales históricamente necesarias al desenvolvimiento del capitalismo. 
La ideología dominante ha convertido esta distinción analítica en di-
ferenciación orgánica, lo cual permite consagrar la idea de que exis-
ten dos esferas diferenciadas —e independientes— de regulación de 
los vínculos entre personas: los que se establecen en el mercado y los 
que se forjan en fuera de él. Los primeros estarían, legítima y racio-
nalmente, orientados por la maximización del interés individual, en 
tanto se orientarían a la acumulación a través del lucro, mientras que 
los segundos lo estarían por relaciones de solidaridad abstracta, en 
tanto corresponden a la búsqueda del bien común.

La academia refuerza y legitima estas dicotomías al crear lazos 
disciplinares en el campo académico que naturalizan (atenuando 
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su carácter contingente) la diferenciación y la especialización de las 
instituciones de la sociedad industrial (Glucksmann, 1995). En es-
te marco, los interrogantes con los que se abordan estos procesos 
suelen centrarse casi exclusivamente en resaltar/negar la correspon-
dencia entre experiencias concretas y un conjunto de buenas prácticas 
diseñadas desde la perspectiva académica las cuales condenan, por 
principio, la persecución de intereses tanto políticos como de lucro 
(Fridell, 2006).

En tal sentido, resulta importante pensar en enfoques disciplinares 
que interroguen estos procesos por fuera de las dicotomías que sos-
tienen la discontinuidad social, las cuales pueden haber sido produc-
tivas teóricamente en otros contextos sociales pero –definitivamente– 
no pueden naturalizarse como espacios divergentes y mutuamente 
prescindentes (Cross, 2010). Menos aun cuando las condiciones so-
ciohistóricas que regulan las relaciones en la producción y en la fami-
lia se han visto tan fuertemente transformadas, como coinciden en 
sostener enfoques muy diferentes (Valenzuela y Bastidas, 2006; De la 
Garza, 2011; Pautassi, Taylor; 2004; Fridell, 2006; et al.).

Sin ir más lejos, los conceptos mismos de trabajo y empresa (co-
mo entidad empleadora) no han sido prácticamente revisados, lo 
cual obliga a recurrir a conceptos como el de informalidad o preca-
riedad, que definen negativamente relaciones que pensamos como 
crecientemente importantes.

Recuadro 3
Las dificultades de comprender la economía social en el mundo del trabajo 
desde una separación tajante entre esfera del interés y esfera del desinterés

Los enfoques constituidos desde el supuesto que diferencia tajantemente los 
campos del interés y del desinterés, establecen analíticamente discontinui-
dades que no permiten dar cuenta de la complejidad de la sociedad actual, 
ni de las especificidades del sector no lucrativo por al menos tres motivos.

Primero, impiden comprender las imbricaciones –manifiestas aunque no 
problematizadas– de las organizaciones de la economía social o solidaria 
con el Estado, las empresas, las instituciones religiosas, sindicales y partida-
rias que financian, promueven o sostienen sus actividades, por considerar 
que pertenecen a lo que consideran “mundos hostiles” o esferas diferencia-
das y prescindentes (Zelizer, 2003).
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Segundo, y en estrecha relación con lo anterior, obstaculizan la comprensión 
de los procesos de formulación/validación de normas y valores que regulan 
la vida social, en la que los que las interacciones más o menos conflictivas 
entre Estado, sector no lucrativo y mercado constituyen un aspecto central.

Tercero, desde esta mirada no se alcanza a comprender al sector no lucrati-
vo como ámbito de trabajo, de producción y de circulación de capitales pri-
vados y estatales, y por tanto se desconoce su importancia en la actual con-

figuración del mundo del trabajo. 

3.	Cuestión social, pobreza e inempleabilidad: acerca de la (re)
producción de la vulnerabilidad social en las sociedades 
contemporáneas

Desde mediados del siglo xx el salario se convirtió en el paradigma 
de la integración social: quienes hemos accedido al salario pasamos 
a formar parte del gran engranaje que produce riqueza en nuestra 
sociedad. Así, nos convertimos en personas dignas de ser explota-
das, pero también de que alguna empresa o institución asuma la res-
ponsabilidad por nuestra reproducción social (Thompson, 1967). En 
cambio, ¿qué pasa con quienes no acceden al salario? ¿Qué ocurre 
con quiénes logran alquilar su fuerza de trabajo pero no asegurarse 
un contrato formal? La historia social les ha dado un lugar central a 
través del concepto de “cuestión social”, definido como aquellos fac-
tores que ponen en riesgo la cohesión social, asociados al pauperis-
mo en el siglo xix, al desempleo en el xx y a la inempleabilidad en el xxi 
(Castel y Haroche, 2001; Gautié, 2001). El concepto de inempleabi-
lidad, de hecho, fue desarrollado desde la economía para señalar a 
aquellas personas cuya productividad —presunta— es demasiado ba-
ja para ser admitidos en el empleo formal (Gazier, 1991).

Como hemos tenido ya ocasión de analizar, la identificación de 
la población desocupada o subocupada comenzó en los albores del 
capitalismo. Sin embargo, si en un primer momento el propósito de 
este sistema había sido desalentar las resistencias al empleo, con el 
tiempo permitió no solo monitorear la composición de la fuerza de 
trabajo, sino objetivar la ficción de la existencia de un “mercado de 
trabajo” regido por las leyes de la oferta y la demanda. Así, la noción 
de mercado de trabajo adquirió carácter orgánico y sus categorías 
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—nivel de actividad, nivel de empleo y, sobre todo, desempleo— se 
convirtieron en operativas, es decir, indisociables de la representación 
del mundo social y de los modos en los que se interviene sobre él 
(Gautié, 2001).

Al describir las dificultades de acceso al empleo en términos de 
inempleabilidad se pone el acento en atributos personalísimos de las 
personas que están desocupadas —su condición de género, su trayec-
toria laboral, la cantidad de menores a su cargo, etc.—, lo cual se re-
fleja en la configuración de las políticas sociales que ya no son univer-
sales sino focalizadas.2 Estas políticas no apuntan ya a incrementar el 
bienestar de las personas trabajadoras sino a desarrollar sus capaci-
dades técnicas, es decir, a incrementar su empleabilidad, de ahí que 
Gautié (2001) hable del pasaje de una lógica del welfare a una lógica 
del workfare. Así, si los programas del welfare se adjudicaban para me-
jorar las condiciones de vida e incrementar la capacidad de consu-
mo de las personas trabajadoras, las del workfare entregan un benefi-
cio a cambio de una contraprestación laboral, para seguir sosteniendo el 
trabajo (remunerado) como único modo de participar en la distribu-
ción de la riqueza socialmente generada.

Estas políticas se asientan en una definición de la pobreza como 
déficit de capital humano que afecta la empleabilidad de determinadas 
personas (cfr. Aronson, 2007; Cid y Paz, 2002; Formichella y Lon-
don, 2005; Gautié, 2001; et al.). En algunas por falta de acceso a la 
educación formal, en otras por falta de capacidades técnicas especí-
ficas requeridas en los mercados de trabajo a los que pudieran tener 
acceso, en otras por la carencia de “cultura del trabajo”, entendida 
como el hábito arraigado de disciplinarse frente a los requerimientos 
empresariales y así. Desde esta conceptualización es posible ver que 
las personas jóvenes o pobres o que tradicionalmente han trabajado 
en la informalidad son quienes mayores chances tienen de ser carac-
terizadas como inempleables.

2	 Se llama políticas focalizadas a aquellas que requieren la identificación a título personal de 
las personas beneficiarias. Esto quiere decir que no alcanza con acreditar las condiciones 
objetivas que definen a la población objeto, como en el caso de las universales, sino haber 
obtenido el reconocimiento del beneficio a título personal. Además, estas políticas ofrecen 
sus beneficios por lapso de tiempo acotados (Cross, 2014).
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No es extraño, asimismo, que bajo este diagnóstico se promuevan 
modalidades flexibles del contrato de trabajo, desde períodos de prue-
ba más o menos prolongados durante los cuales se pagan bajos sa-
larios y se realizan escaso o ningún aporte a la seguridad social has-
ta pasantías, contratos de aprendizaje y otras formas no salariales de 
movilización de la fuerza de trabajo. ¿Por qué se proponen tales po-
líticas? Bueno, porque si asumimos que estas personas adolecen de 
una productividad tan escasa que ni siquiera llegan a cubrir los cos-
tos de su contratación, entonces no tienen derecho a percibir un salario 
conforme a la ley. Deben asumir individualmente el costo de su en-
trenamiento para el trabajo. Dada esta circunstancia, el trabajo que 
se ofrece a estas personas no expresa su contribución a la riqueza so-
cialmente generada sino que es una dádiva que, en el mejor de los ca-
sos, les permitirá acceder a un empleo en toda regla en el futuro. Es-
te análisis no solo es canallesco porque responsabiliza a los sectores 
vulnerados por su vulnerabilidad, sino que además se estrella de lle-
no contra la evidencia de que hay sectores de las empresas y hasta es-
tablecimientos completos que funcionan casi enteramente y durante 
años mediante modalidades de trabajo precarizadas, con la excusa 
de incrementar la empleabilidad.

Uno de los enfoques críticos frente a esta conceptualización es el 
del capital social. De acuerdo con quienes lo sostienen, la pobreza y 
las dificultades para acceder al empleo no son producto de la falta de 
calificaciones o competencias, sino de las adecuadas relaciones so-
ciales (cfr. Arraigada y Miranda, 2003; Atria, 2003; Kliksberg, 1999; 
Michigan State University, 2003; Rentería Pérez y Malvezzill, 2008; 
Ocampo, 2003; et al.). Estos enfoques se sustentan en la evidencia de 
que la mayor parte de las personas consigue su primer trabajo a tra-
vés de personas conocidas y en oficios u ocupaciones que les resul-
tan familiares. Asimismo, destacan que el imaginario de una perso-
na, su idea acerca de lo que puede y no puede, se configura en virtud 
del mundo de la vida en que esta se desenvuelve. Entonces, las proba-
bilidades de que pueda insertarse en el empleo son menores, cuanto 
menos sean las personas que trabajan en relación de dependencia en 
su entorno. Del mismo modo, las chances de que comience y termine 
sus estudios universitarios serán menores cuanto menos sean las per-
sonas de su entorno que obtuvieron un título de grado. De acuerdo 
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con este enfoque, entonces, las políticas sociales deberán encaminar-
se a romper el aislamiento, la segregación espacial, laboral, social de 
estas personas o a generar instancias de discriminación positiva que 
atenúen ese déficit de capital social.

Más allá de los términos concretos en los que se desarrolla el de-
bate, lo cierto es que ambos enfoques asumen que las dificultades de 
estas personas para acceder al empleo se explican por sus propias fa-
lencias y, de este modo, ocultan el carácter intrínsecamente escaso del 
empleo (ver Recuadro 4). El desempleo y la informalidad no son pro-
ducto de las carencias de tal o cual conjunto poblacional, sino un ras-
go distintivo del capitalismo. Como vimos, aún en plena sociedad sa-
larial y en Francia existían grupos que no podían acceder al empleo y 
que funcionaban como advertencia para los empleados y empleadas. 
Y si alguien está pensando que eso fue producto de la falta de flexibili-
dad de la contratación, recuerde que el concepto de “ejército industrial 
de reserva” fue acuñado por Marx en el siglo xix. Una vez más entonces, 
detectamos esta capacidad del discurso dominante de hacer responsa-
bles a quienes carecen del acceso a derechos de sus propias carencias, 
ocultando de este modo el carácter intrínsecamente desigual e injusto 
de la distribución de oportunidades en el acceso a recursos.

Recuadro 4
¿Cuál es el rol de las políticas sociales según diversos  

enfoques de la cuestión social?

Tesis del capital humano: afianzar “cultura del trabajo”, desarrollar nuevas 
habilidades o capacidades, atenuar la inempleabilidad.

Tesis del capital social: reforzar y producir nuevos vínculos sociales, fomentar 
oficios/habilidades acordes con las posibilidades de desarrollo local.

Tesis del derecho a capacidades: brindar oportunidades nuevas a sectores 
que se han visto ilegítimamente privados de ellas. Fomentar la creación anti-
cíclica de puestos de trabajo.

Tesis de las capacidades colectivas: promover procesos de encuentro entre 
personas trabajadoras ocupadas y desocupadas, Estado y organizaciones so-
ciales, sindicales, educativas para crear oportunidades acordes a las expecta-

tivas de autorrealización de cada una de ellas.
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En este sentido el Premio Nobel de Economía Amartya Sen (1999) 
desarrolló el concepto de “capacidades para la libertad”, que justa-
mente subraya la responsabilidad social de garantizar a cada individuo 
los recursos indispensables para poder desarrollar sus capacidades. 
Dentro del conjunto de capacidades que postula Sen se encuentra la 
de subsistir, pero también la de acceder a una ocupación acorde a las 
expectativas de autorrealización de una persona.

Sin lugar a dudas esta propuesta resulta superadora en términos 
de poder repensar algunos de los clivajes que hoy conspiran contra 
la solidaridad intraclase. En efecto, si postulamos que la falta de de-
sarrollo de ciertas capacidades es una deuda social que debe saldar-
se, evitamos revulnerabilizar a las personas pobres o que trabajan en 
condiciones de precariedad al hacerlas moralmente responsables por 
su situación social.

De este modo, entonces, se configura el debate que describen Su-
pervielle y Custodio (2014) entre posturas que sostienen que quienes 
reciben asistencia de las políticas sociales son beneficiarios de un privi-
legio por el cual deben ofrecer una contraprestación, y quienes con-
sideran que la sociedad en su conjunto está en deuda con quienes no 
gozan de las mínimas condiciones para llevar una vida digna, y por lo 
tanto, no debe ampliarse esta deuda imponiendo obligaciones a los 
y las derechohabientes.

Como también se sostiene en el texto antes mencionado, más allá 
de sus diferentes enfoques, ambas perspectivas entienden que uno 
de los indicadores de éxito de estos programas, sino el central, es 
que quienes reciben estos aportes dejen de necesitarlos en algún mo-
mento (cfr. Supervielle y Custodio, 2014). Lo cierto es que, como he-
mos visto, esta sustentabilidad de las políticas sociales no depende 
de ellas, ni de la población que las recibe, sino del régimen de acu-
mulación vigente y del grado de desigualdad social que estamos dis-
puestos a tolerar, para decirlo gráficamente. Y es en este punto en 
que creo que Ricoeur (2004) con el concepto de capacidades colec-
tivas tiene un gran aporte para realizar.

De acuerdo con el autor francés, las capacidades colectivas son 
aquellas que un determinado grupo puede reivindicar, atestar, para 
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sí en la medida en que puedan ser reconocidas socialmente. A dife-
rencia de lo que plantean los enfoques previamente relevados, en los 
cuales se piensa una relación de dádiva o donación desde la sociedad 
o el Estado hacia las personas en situación de vulnerabilidad —sea 
cual fuere el fundamento moral y político de la misma y su caracteri-
zación como deuda o reparación— este enfoque plantea el necesario 
carácter relacional en la construcción de las capacidades que pueden 
garantizar la plena integración social.

Desde esta mirada, entonces, no se trata de que las respuestas de-
ban surgir y planificarse desde los policy makers, funcionarios y fun-
cionarias gubernamentales y no gubernamentales que planifican los 
programas y los implementan, sino que se construye en un proceso 
de interacción y lucha social que lleva a revisar los supuestos acerca 
de lo que es justo y posible en una determinada sociedad. En Argenti-
na, por ejemplo, a mediados de los noventa, la cuestión de la necesi-
dad de flexibilizar el empleo se encontraba firmemente instalada, in-
clusive en lo relativo al empleo público o en grandes establecimientos 
industriales, paradigmas del empleo. En la actualidad, en cambio, 
asistimos a un proceso de reconocimiento de derechos tradicional-
mente asociados al empleo que incluye a poblaciones como las per-
sonas que se dedican al reciclado o que se desempeñan en la econo-
mía social, tradicionalmente excluidas del acceso a estos derechos. 
El haber pasado de una situación a otra no se puede explicar, desde 
el enfoque de la construcción de capacidades colectivas, por el mero 
posicionamiento ideológico de un gobierno, sino que debe aprehen-
derse como producto de un proceso de lucha social, siempre inaca-
bado, en el que los horizontes sociales acerca de lo que es justo y po-
sible se han visto modificados (Cross, 2013, 2014).

Esta posición tiene dos connotaciones que me interesa destacar 
centralmente. La primera de ellas es que el Estado —o el Gobierno— 
no puede llevar a cabo el proceso de integración social en soledad y 
desde arriba. Por mejores que sean las intenciones, los procesos de 
cambio social deben incluir la interacción sostenida y abierta con los 
sectores vulnerados para que pueda darse el tránsito entre la con-
dición de beneficiario a la de ciudadanía plena. Por otra parte, las per-
sonas trabajadoras, sobre todo las más vulneradas en sus derechos 
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sociales, no pueden permitirse no luchar por aquello que conside-
ran justo y quedar a la espera de que alguien resuelva sus problemas. 
La segunda es que no existen soluciones universales al déficit de inte-
gración social. Cada sociedad debe buscar su propio camino hacia 
el cambio social, respetando su historia pero también atreviéndose 
a soñar un futuro inimaginable. América Latina es testimonio de que 
nada es imposible, salvo dejar de luchar.

4.	Reflexiones finales

A lo largo de estas páginas he tratado de revisar algunos supues-
tos sumamente arraigados que impiden, a mi entender, el desarro-
llo de una solidaridad, de una conciencia de clase, indispensable pa-
ra avanzar en la lucha contra la desigualdad social que caracteriza a 
las sociedades latinoamericanas.

Fui convocada a aportar al debate en torno a la reforma del códi-
go laboral abordando la cuestión de la informalidad y la economía 
social; el cuidado y la decisión de tratar estos tópicos del modo en 
que lo he hecho se vincula con los debates en los que tuve el enorme 
placer de participar e intervenir en el contexto del Coloquio Interna-
cional desarrollado en noviembre de 2014.

Como he señalado no creo ni en las soluciones “desde arriba”, ni 
en las respuestas “desde afuera”, por eso considero que uno de los 
magros aportes que podemos efectuar las personas extranjeras que 
nos dedicamos a las actividades académicas es introducir elementos 
de reflexión que rompan con lo que es costumbre pensar y sentir. Es-
te ejercicio puede llevar a reafirmar nuestra postura o a revisarla par-
cial o totalmente, pero es valioso por sí mismo y me siento sumamen-
te honrada y agradecida de que se me haya permitido proponerlo. Si 
produce algún resultado seguramente será mérito de quienes se ani-
maron al juego de pensar y debatir cuál es el mejor camino para pro-
fundizar la democracia en Ecuador. Ojalá así sea.

Ya que en cada apartado he señalado en los recuadros las cuestio-
nes que considero que pueden servir al mencionado propósito, quie-
ro aprovechar estas últimas palabras para retomar la idea de que no 
podemos resignarnos a pensar la ampliación de derechos de la clase 
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trabajadora como un juego de suma cero, en el que un sector gana 
participación en la distribución de recursos a expensas de otro. Siem-
pre que el debate aparece presentado en estos términos estamos fa-
voreciendo el fortalecimiento del poder del capital y concluimos por 
trabajar a su favor y en desmedro de quienes trabajan, más allá de 
nuestras intenciones.

Las empresas existen para ganar dinero, esa es su principal y ca-
si exclusiva razón de ser en la economía capitalista. Y para hacerlo 
echan mano de todos los recursos a su disposición. Esa disponibili-
dad de recursos no es uniforme ni está dada de una vez y para siem-
pre, depende del desarrollo histórico de las luchas sociales.

Es necesario que las personas trabajadoras puedan organizarse, 
dialogar y actuar juntas para defender sus intereses porque no exis-
te desarrollo económico y social sin movimiento obrero. Y es menes-
ter comprender que ese movimiento obrero no puede pensarse en la 
fase actual de desarrollo del capitalismo como la suma de individuos 
que ostentan tal o cual posición en el mercado de trabajo y en cierto 
sector de actividad. La lucha contra la informalidad y la precarización 
laboral no puede quedar solo en manos de quienes la padecen, por-
que esa condición afecta y repercute sobre la situación del conjunto, 
pero también porque permite que muchas empresas se apropien del 
valor que generan estas personas trabajadoras sin comprometerse si-
quiera mínimamente con su bienestar. Del mismo modo, es necesa-
rio recuperar el carácter familiar y hasta social de las actividades de 
reproducción y cuidado, incorporando a las demandas y las expec-
tativas de reconocimiento de derechos a todas las personas que tra-
bajan para reproducir la fuerza de trabajo, tanto en el ámbito públi-
co como privado.

Finalmente, es hora de revisar la idea de que el estado puede hacer 
frente a la vulnerabilidad incrementando la empleabilidad de los sec-
tores vulnerados. Eso solo tiene sentido si pensamos que toda oferta 
de trabajo puede ser eventualmente absorbida y adecuadamente re-
munerada, lo cual no es cierto. Por eso es necesario pensar otros me-
canismos de distribución de recursos públicos para que estos pue-
dan llegar a quienes han sido postergados en el mal llamado mercado 
de trabajo.
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Pero todo esto es solo posible de revisar mientras dejemos de la-
do los enfrentamientos entre fracciones de clase, ficticios además en 
tanto en cada familia puede encontrarse historias de precarización 
laboral, informalidad y trabajo no remunerado que muestran hasta 
qué punto la escasez de empleos continua siendo el principal factor 
de disciplinamiento del capital.
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El sindicalismo, el empleo formal y su relación 
con el Estado en América Latina

Enrique de la Garza Toledo

Introducción: los modelos sindicales en América Latina

En América Latina, una de las tipologías del sindicalismo que más 
abarca los clasificaba hasta la década de los ochenta en corporativos 
y clasistas (De la Garza y Melgoza, 1996). Corporativo para señalar 
las experiencias dominantes del sindicalismo en México, de la CGT 
en Argentina, Paraguay, Brasil, la CTV de Venezuela y en momentos 
específicos para Bolivia, Perú y Colombia. Clasista para referirse a 
los sindicatos dominantes en Chile hasta antes de los noventa, Uru-
guay, Bolivia en la época de la revolución y algunas de las centrales de 
Ecuador, Perú, Colombia y Centroamérica (De la Garza, 1994). Pero 
estas clasificaciones pueden remitir a un concepto más abstracto co-
mo sería el de modelo sindical.

Un modelo sindical (De la Garza, 2002) debería de considerar su es-
tructura y funcionamiento interno, pero también las articulaciones 
del sindicato con el trabajo y la empresa, con el Estado y con la so-
ciedad (incluyendo otros sindicatos, ONG y movimientos sociales).

1) Estructura y funcionamiento interno del sindicato: este nivel 
debería de comprender los problemas de representatividad, legitimi-
dad y democracia en la elección de dirigentes y toma de decisiones. 
Asimismo, la constitución de burocracias y la relación al interior del 
sindicato entre consenso y coerción, entre poder y dominación.

La legitimidad puede ganarse en un sindicato en formas diversas, 
no solo a través del respeto a las normas democráticas, puede ser 
caudillezca, clientelar, patrimonial y hasta el terrorismo y el gangste-
rismo pueden llegar a ser legítimos (Ferraroti, 1990).
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La democracia puede ser delegativa o directa, puede haber proce-
sos de burocratización, de concentración de poder en una capa de 
funcionarios sindicales y la formación de una oligarquía que busque 
mantenerse en el poder concentrando conocimientos y habilidades, 
así como relaciones e influencias que la presente como insustituible 
para el buen funcionamiento del sindicato (Flanders, 1968).

Las estructuras organizativas de los sindicatos también pueden ser 
más o menos complejas, con pocos o muchos niveles de autoridad 
y estar sujetas a reglamentaciones simples o minuciosas. Las estruc-
turas, formas de funcionamiento, concentración de poder y ejercicio 
del poder y la dominación no son ajenas a la cultura sindical (Hyman, 
1989). Esta cultura implica formas de dar significado al sindicato, a 
los dirigentes, a los procesos de toma de decisiones. En esta medida, 
las culturas sindicales pueden ser democráticas, caudillezcas, clien-
telares y patrimoniales, terroristas y gangsteriles. Las democráticas 
en tanto convicciones en el valor del respeto a los estatutos, en la ro-
tación de los dirigentes si no cumplen las expectativas de la base, en 
que el voto es el que decide (Lipset, 1986); caudillezcas en cuanto a 
creer que el líder está investido de poderes extraordinarios de gestión 
e influencia para defender los puestos de trabajo, obtener beneficios 
económicos o políticos; clientelistas y patrimonialistas, en tanto con-
siderar como normales los intercambios de favores y lealtades entre 
trabajadores y dirigentes o ver al líder como el patrón del sindicato al 
que no se reclama sino se solicita el favor (Novelo, 1991); terrorista 
y gangsteril, en tanto el asentamiento de una cultura del miedo a ser 
despedido o afectado físicamente (Quintero, 1995).

2) Relaciones del sindicato con el trabajo y con la empresa: el sin-
dicato puede ser autónomo de la empresa, verla como enemiga o co-
mo contraparte con la cual negociar (De la Garza, 1995) o bien su-
bordinarse pasivamente o activamente en el proceso de trabajo a la 
empresa. Los límites entre estas posiciones no siempre son muy preci-
sos. De manera más general, en cuanto a espacio privilegiado de ac-
ción, el sindicato puede ser de la circulación, es decir, concentrado en 
la negociación de la compraventa de la fuerza de trabajo como mer-
cancía (empleo, salario y prestaciones); o de la producción, centrado 
en la intervención en el proceso productivo. Esta última con cuatro 
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posibilidades: obrerista (el espacio del proceso de trabajo es defi-
nido como de lucha por el poder en las decisiones productivas con 
el capital) (Bologna, 1980), de conciliación de intereses (se negocia 
la relación laboral en el proceso de trabajo con posiciones sindica-
les pero sin buscar el enfrentamiento), de simple defensa en contra 
del desgaste de la fuerza de trabajo y subordinado a la empresa co-
adyuvando o no en tareas de gestión de recursos humanos (Baglioni 
y Crouch, 1990). En este apartado cabe el concepto de microcorpo-
rativismo o corporativismo de empresa, diferente del de Estado, aun-
que pueden combinarse (Schmitter, 1993). En la teoría internacional 
el concepto se reserva para el sindicato que representando a los tra-
bajadores negocia con la empresa los problemas de la producción 
(Standing, 1999). Sin embargo, en el caso de América Latina habría 
que abrir el espectro de formas sindicales corporativas de empresa, 
así como las de Estado que también han incluido varias formas, des-
de los sindicatos que no solo negocian sino hacen tareas de gestión 
de mano de obra, hasta los pasivos que sirven para control de los tra-
bajadores e incluso los de “protección patronal” (de membrete) que 
aparecen públicamente solo cuando hay peligro de formar sindicatos 
alternativos (De la Garza y Bouzas, 1988). El corporativismo de em-
presa puede tener asociada culturas sindicales y laborales específicas 
como el paternalismo patronal y el patronaje entre los obreros, que 
verían el empleo como una dádiva del patrón con su componente de 
compromiso moral con aquel, o bien el instrumentalismo produc-
tivista, más productividad a cambio de bonos e incentivos sin otro 
compromiso moral con la empresa (Bizberg, 1990).

3) Relaciones entre sindicato y Estado. El sindicato puede ser cor-
porativo de Estado, corresponsable del diseño y funcionamiento de 
políticas estatales; de oposición política al Estado; o bien ausente de 
la arena estatal (Laski, 1967). Por otra parte, el sindicato puede ser 
protegido por el Estado a través de mecanismos legales y extralega-
les; puede ser hostilizado por aquel, como son muchos sindicatos in-
dependientes; o establecer un modus vivendi con el Estado sin inva-
sión de esferas (Lipset, 1986). Culturas sindicales pueden haberse 
acuñado también en torno de estas relaciones con el Estado: el esta-
talismo, como creencia de que lo laboral es asunto y se resuelve por 
influencia y política estatal; la de oposición por principio a todo lo 
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que viene del Estado; la de ver a la empresa como gran familia dirigi-
da por el empresario patriarcal, en donde el Estado no tiene porqué 
intervenir (Hyman, 1978).

4) Relaciones sindicato y sociedad: puede haber sindicatos muy 
gremialistas, solo interesados en sus problemas laborales con la em-
presa; o bien participantes en federaciones y confederaciones; así co-
mo formando frentes más amplios con ONG y movimientos sociales 
para abordar problemas que rebasan a los laborales, incluyendo los 
de intervención en la reproducción de la fuerza de trabajo en el terri-
torio como los servicios públicos, urbanos, rurales, ecológicos, de de-
rechos humanos (Lipset, 1986).

Es decir, un modelo sindical debería de incluir mínimamente las 
articulaciones entre su estructura y funcionamiento internos, con el 
trabajo y la empresa, con el Estado y con la sociedad. Estas articu-
laciones no tienen por qué ser totalmente coherentes, se constitu-
yen históricamente, lo que implica la posibilidad de tener contradic-
ciones y estar embebidas de cultura como formas de interpretar y de 
acción social que dan contenidos y articulan niveles y procesos (Hy-
man, 1975).

No solo el sindicalismo en un país y período determinados pue-
de reconocer uno o más modelos sindicales, sino que dichos sindi-
catos pudieron definir y constituir espacios de acción e intervención 
sindical privilegiados (Di Tella, 1970). Estos espacios son construi-
dos sindicalmente pero de acuerdo con condiciones que los sindi-
catos no escogieron. Además, la definición de espacios de acción es 
también de amigos y enemigos en donde comúnmente el más fuerte 
está en condiciones de fijar el terreno del conflicto o la negociación 
(Buroway, 1985). Antes del neoliberalismo los espacios privilegiados 
por el sindicato corporativo fueron la arena estatal y la circulación de 
la fuerza de trabajo, entendida como compraventa y a lo sumo una 
posición defensiva del lugar y puesto de trabajo (Bizberg, 1990). La 
negociación de la compraventa la realizó a nivel de empresa (aumen-
tos salariales y sistema de prestaciones), pero los parámetros genera-
les los fijaron las cúpulas estatales, empresariales y sindicales para el 
conjunto del sistema de relaciones de trabajo. Los sindicatos clasis-
tas se vieron indirectamente favorecidos por aquellas negociaciones 
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nacionales, sin intervenir propiamente en las mismas. Los sindicatos 
clasistas también participaron en la negociación al nivel de empresa 
o institución del empleo, el salario y las prestaciones, pero el eje de 
su acción fue el cuestionamiento de las políticas estatales. Es decir, 
tanto en los corporativos como en los clasistas el espacio estatal tu-
vo privilegio, uno de apoyo, el otro de oposición (De la Garza, 1993). 

Aunque algún espacio de relaciones sociales sea privilegiado, la 
acción sindical puede articularse con otras en espacios diferentes: de 
la arena estatal a las relaciones laborales en la empresa o al de la re-
producción social en el territorio, o bien seguir el camino inverso (Sa-
riego, 1988).

En la conformación de espacios de acción sindical la génesis his-
tórica también es importante, porque las etapas anteriores dejan sus 
huellas en las posteriores y porque al emprenderse una trayectoria 
histórica a veces se anulan opciones que pudieron haberse empren-
dido (Hobsbawn, 1976). En el siglo pasado predominaron los pro-
tosindicatos de oficios, pero estos fueron reprimidos por las dicta-
duras, de tal forma que al iniciar el siglo xx los nuevos sindicatos no 
eran los herederos de los del siglo xix, nacieron no por oficios como 
en Inglaterra, sino por empresa en las compañías más modernas de la 
época, la minería, los ferrocarriles, los textiles y la electricidad (Hobs-
bawn, 1980; Abendroth, 1978). De esta manera, el cambio más im-
portante histórico en el siglo xx no fue de la centralidad del oficio en 
procesos manufactureros (en el sentido de Marx como procesos pro-
ductivos no maquinizados), sino de los sindicatos de empresa que 
nacieron al margen de la institucionalidad a la institucionalidad con 
corporativismo (Abendroth, 1980). Pero lo característico de esa gran 
transformación no fue la constitución de un sistema de relaciones in-
dustriales con normas, valores y actores convencidos de que era el 
canal adecuado para entrar en negociación colectiva, sino la subsun-
ción de las relaciones laborales a las estatales. Una parte del “siste-
ma de relaciones de trabajo” es a su vez constitutivo del “sistema po-
lítico” (Perlman, 1980). El corporativismo ha estado permeado en su 
fase fundacional también de nacionalismo, antimperialismo, popu-
lismo y socialismo.
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1.	 La crisis de los modelos sindicales keynesianos

A partir de los años ochenta el sindicalismo institucionalizado de ne-
gociación colectiva o corporativa, así como las reminiscencias revo-
lucionarias, entraron en crisis (Thomas, 1996). En este cambio epo-
cal han influido:

a) La crisis del Estado Social, tanto en su forma desarrollada como 
subdesarrollada que ha llevado a la ruptura o reducción del impacto 
de los pactos corporativos, a la disminución de la influencia sindical 
en la gestión del sistema de relaciones industriales con su descentrali-
zación y flexibilización, junto la crisis de sus aliados los partidos key-
nesianos (Hyman, 1989).

b) La reestructuración productiva que combina una revolución 
tecnológica con otra organizacional y que impacta a las relaciones 
laborales en las grandes empresas. Es la crisis del taylorismo fordis-
mo y del carácter instrumental del trabajo que tiende a ser substitui-
do por las políticas de gestión de recursos humanos de las empresas por 
las cuales se margina al sindicato y se trata directamente con los tra-
bajadores (Fernie y Metcalf, 1995).

c) La transformación de la estructura del mercado de trabajo y 
las ocupaciones, primero expresado como decadencia del sector in-
dustrial (reducto principal del sindicalismo) con respecto de los ser-
vicios; también por el crecimiento del número de trabajadores de 
cuello blanco, técnicos, y mujeres menos propensos a sindicalizarse 
(Boltansky y Chapelo, 2002); finalmente, por la extensión del empleo 
informal, precario, a tiempo parcial, por horas, de migrantes (en el 
mundo subdesarrollado la extensión del sector informal) más difícil 
de sindicalizar (Hyman, 1996).

d) La globalización de las economías y de las empresas que vuel-
ven más difíciles luchas sindicales nacionales (Thomas, 1996). En es-
tas condiciones se han reeditado las tesis del Fin del trabajo y de la cen-
tralidad del trabajo en los mundos de vida de los trabajadores para 
explicar la crisis de la identidad sindical (Offe, 1985). La crisis actual 
del sindicalismo es una realidad, sin embargo, habría que preguntar-
nos si cada uno de los períodos analizados no implicó la crisis de la for-
ma sindical precedente (Lipset, 1986): del sindicalismo de resistencia 
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inicial, del sindicato como fuerza política, del de negociación en el sis-
tema de relaciones industriales (SRI). En la última etapa analizada el 
sindicato del sistema de relaciones industriales lo era también de la cir-
culación (Panzieri, 1978). En el período actual este tipo de sindicato 
no puede aspirar a incrementar simplemente las condiciones de vida o 
de trabajo por presión en el Estado o a través de la negociación colec-
tiva, porque el sistema de relaciones industriales ha cambiado, así co-
mo el Estado en el que encontraba apoyo en términos de política eco-
nómica y laboral. Hoy se enfrenta a un mundo en el que los Estados 
inducen la flexibilización de los SRI y mercados laborales (Standing, 
1999), en el que reducen las protecciones de la seguridad social, en el 
que los mercados abiertos implican para las empresas tener niveles su-
periores en productividad y calidad, en el que la globalización supone 
entre otras casas el posible traslado rápido de capitales entre países 
buscando mejores condiciones de rentabilidad, utilizando la fragmen-
tación de los procesos productivos y la subcontratación (Hardt y Ne-
gri, 2002). Se trata de la crisis de un tipo de sindicato circulatorio y de 
Estado. ¿Lo anterior significa el fin de la forma sindicato como tal? Sin 
embargo, la globalización no ha traído la prosperidad homogénea del 
mundo, por el contrario los estándares laborales han ido hacia la baja 
aun en países desarrollados; tampoco las crisis económicas y financie-
ras han sido abolidas con el libre mercado, por ende el problema del 
desempleo y el crecimiento de la informalidad siguen presentes. Teó-
ricamente la tesis del conflicto estructurado entre capital y trabajo no 
ha sido rebatida y la concepción de desarticulación de mundos de vida 
ignora que tampoco en el pasado existió una sociedad totalmente ar-
ticulada, especialmente en el siglo pasado, que la desarticulación y re-
articulación parciales puede ser una característica de más largo plazo 
de las sociedades de lo que suponen aquellas tesis (Hyman, 1996). En 
fin que las prácticas sociales también pueden ser articulantes más que 
concebir la articulación como condición dada (De la Garza, 1994).

Los sindicatos en América Latina han sido afectados por el neoli-
beralismo, en primer término, porque la política salarial ha sido ma-
nejada con miras a contener la inflación, en esta medida los incre-
mentos salariales han sido en general menores al crecimiento de la 
inflación, con excepción de 2000 y 2001, y a la atracción de la inver-
sión extranjera directa. También por la decadencia de las políticas 
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de seguridad social dirigidas a los asalariados y su substitución por 
otras de focalización sobre la extrema pobreza. Asimismo, los sindi-
catos tienen menor influencia sobre la política económica en general. 
Además, la presencia sindical en los partidos políticos es menor que 
antes y sobre los gobiernos. Además, una parte importante de los 
grandes contratos colectivos de trabajo han sido flexibilizados (De la 
Garza y Neffa, 2001).1

 En segundo lugar, han afectado a los sindicatos las reestructura-
ciones productivas que, aunque centradas en un grupo limitado de 
grandes empresas, sus impactos han sido importante desde el pun-
to de vista del empleo y de la producción. Sin embargo, los modelos 
productivos2 dominantes en nuestra región oscilan entre el taylorismo-
fordismo y un toyotismo3 de la precariedad caracterizado por aplica-
ciones parciales de la “calidad total” y el “justo a tiempo”, con una 
división del trabajo que continúa segmentanda y asignando a los téc-
nicos e ingenieros las tareas de concepción y que deja a los obreros 
las de ejecución, con mayor responsabilidad para estos pero reduci-
da al puesto de trabajo, bajos salarios, poca inversión en capacita-
ción y alta rotación externa de personal (De la Garza, 1993). Es decir, 
un toyotismo basado en el bajo salario y la alta intensidad del trabajo 
con nuevas formas de organización. La reestructuración productiva 
ha afectado sobre todo al núcleo central de la clase obrera en Amé-
rica Latina que se encuentra en el sector industrial exportador, en los 
servicios y el comercio modernos.

En tercer lugar, los sindicatos se han visto afectados por el cre-
cimiento del sector del empleo no estructurado, el autoempleo y en 

1	 A partir de la conformación de “gobiernos de izquierda” en Sudamérica desde inicios del si-
glo xxi, algunas de las aseveraciones anteriores se han revertido. El problema es que tan sus-
tentables son estas reformas positivas, hay claros signos de deterioro en Argentina, Brasil, 
Venezuela.

2	 Llamamos modelo productivo a la configuración entre tecnología, organización, relación la-
boral, perfil de la fuerza de trabajo y cultura laboral que caracteriza a un proceso productivo.

3	 Preferimos utilizar el concepto de toyotismo, en lugar de posfordismo, organización posmo-
derna, especialización flexible, para restringir el concepto a las características del modelo 
de producción inspirado originalmente en la experiencia de la Toyota en Japón y que impli-
ca una combinación entre “control total de la calidad” con “justo a tiempo” y una cultura 
laboral de participación e involucramiento de los trabajadores en los problemas de la pro-
ducción.
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microstablecimientos, sector difícil de sindicalizar, no solo porque 
la leyes laborales establece comúnmente un mínimo de trabajado-
res para formar un sindicato, sino porque en estos pequeños nego-
cios las relaciones salariales se confunden con el autoempleo, con la 
cooperación familiar, constituyendo más estrategias de sobrevivencia 
que la conformación de empresas y empresariado (De la Garza y Ne-
ffa, 2001; Tokman, 2006).

En cuarto lugar, porque el neoliberalismo, la apertura de la Eco-
nomía y la reestructuración productiva crearon una nueva clase obre-
ra más joven en comparación con la antigua, con presencia alta de 
mujeres, sin identidad con el trabajo, la empresa o el sindicato, que 
rota frecuentemente y establece estrategias familiares de vida que no 
están en función del colectivo obrero.

El espacio de posibilidades para la reconstitución sindical en la 
coyuntura actual está enmarcado por procesos y estructuras más 
amplios de los de la vida interna de los sindicatos, que cumplen, por 
un lado, la función de parámetros que fijan límites a la acción viable, 
y, por el otro, que están sujetos también a cambios por la acción. Los 
más importantes serían los siguientes:

1) El modelo neoliberal que ha implicado abrir la economía y so-
meter a las empresas a la competencia del mercado internacional, 
como exportadoras y en el propio mercado interno. Una política eco-
nómica que ha abandonado la inversión productiva pública y el fo-
mento industrial por el combate a la inflación y el término de las 
políticas de desarrollo por las de equilibrio macroeconómico. Esta 
apertura y su complementario proceso parcial de reestructuración 
productiva se han significado en la polarización del aparato produc-
tivo, en particular del industrial. Polarización entre un grupo mino-
ritario de empresas reestructurado sobre todo en organización y fle-
xibilidad laboral, que es competitivo, exportador y el mundo de la 
pequeña y microempresa con condiciones opuestas al primero pero 
muy importante como fuente de ocupación (De la Garza, 1993). La 
polarización no implica una visión segmentacionista, superada como 
concepción desde las polémicas dependentistas sobre la marginali-
dad en los setenta. Se trata más que de segmentos de constelaciones, 
con un núcleo central reestructurado, satélites en órbitas sucesivas y 
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un pantano sin núcleo en el otro extremo. Las articulaciones como 
cadenas productivas entre estos extremos son escasas, se vuelven más 
abundantes las de servicios y con mayor densidad las cadenas repro-
ductivas entre el pantano de micro y pequeñas y los trabajadores del 
polo reestructurado.

En el polo reestructurado predomina la empresa grande industrial 
y de servicios, con tecnologías intermedias, nuevas formas de orga-
nización del trabajo, flexibilidad toyotista, con presencia de la nue-
va clase obrera (jóvenes, mujeres, semicalificada, de nivel salarial ba-
jo), alta rotación externa, con escasa identidad laboral, empresarial o 
sindical , situada en procesos de trabajo intensos en cuanto a desgas-
te de la fuerza de trabajo (que no hay que confundir con el concep-
to económico de trabajos intensivos en manos de obra versus inten-
sivos en capital), con poca injerencia sindical en las decisiones de la 
producción, con escasa delegación por parte de la gerencia de las de-
cisiones hacia los obreros, que sigue reproduciendo la separación en-
tre trabajo de los técnicos e ingenieros con respecto de los obreros fá-
cilmente sustituibles y con poca inversión en capacitación. Se trata del 
modelo de producción toyotista precario que ha permitido incremen-
tar la productividad pero basada en el mayor desgaste de la fuerza de 
trabajo. Este modelo se enfrenta a límites físicos en la resistencia del 
trabajador y sociales, hasta hoy individuales representados por la alta 
rotación, la escasa identidad con la empresa que repercuten en la par-
ticipación y el involucramiento, limitando las capacidades de dicho 
toyotismo para elevar la productividad. En este núcleo, en el que par-
ticipa sobre todo la nueva clase obrera no puede hablarse todavía de 
la constitución de uno o más sujetos, por ahora se trata de un estrato 
sin identidad específica, ni acciones colectivas amplias, a pesar de te-
ner tasas altas de sindicalización en su parte formal, aunque los traba-
jadores pueden tener una potencialidad que parta de condiciones se-
mejantes de trabajo y de vida (De la Garza y Neffa, 2001).

En el otro extremo no se encuentra un polo, sino un pantano, el 
de la micro y pequeña empresa, con autoempleo y trabajo familiar, el 
trabajo agrícola no capitalista, la venta a domicilio, la venta callejera. 
Sus tecnologías son de bajo nivel y sus formas de organización no es-
tán basadas en alguna ciencia de la dirección de empresas, las tasas 
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de sindicalización son muy bajas, los estilos de mando son patriar-
cales autoritarios y cuando hay identidad es por relaciones de patro-
nazgo, familismo o compadrazgo. En este sector los salarios son ba-
jos y la inestabilidad no es solo por rotación voluntaria sino también 
por quiebra de las microunidades, sus tiempos promedio de vida son 
cortos. Se trata de un sector concentrado en pocas actividades: en la 
manufactura la confección y talleres de reparación; en servicios y co-
mercio, los servicios personales, la preparación y venta callejera y de 
alimentos, el transporte urbano y la pequeña construcción. La nueva 
clase obrera también participa en este sector y tampoco constituye 
un sujeto, es un estrato difícil de sindicalizar empezando porque una 
parte importante de sus miembros no son asalariados.

Entre estos polos se encuentra la antigua clase obrera de la substitución 
de exportaciones, muy menguada cuantitativamente, situada en lo que 
queda de empresas paraestatales, universidades públicas y algunas 
privadas grandes reestructuradas. Los procesos productivos pueden 
ser sofisticados, con modelos de producción que oscilan entre el ta-
ylorismo-fordismo y la aplicación parcial del toyotismo, con relacio-
nes laborales flexibilizadas pero no en el extremo. La mano de obra es 
sobre todo masculina, de edad madura, de calificación relativamente 
alta, de mayor salario y prestaciones, a pesar de que muchos de sus 
contratos cambiaron entre los ochenta y noventa, la tasa de sindica-
lización es alta y el sindicato aunque ha visto reducida su capacidad 
protectora, defiende todavía el empleo y el desgaste en el proceso 
productivo. Esta clase obrera constituyó hasta los setenta el núcleo 
central del movimiento obrero y fue la que mayores resistencias ofre-
ció en ochenta y noventa a la flexibilización laboral. Es posible que 
en esta clase obrera antigua estén en juego varios sujetos, los restos 
en decadencia del obrero populista, el obrero de la substitución de 
exportaciones más joven en los sesentas corporativizado o bien cla-
sista, y embriones de nuevos sujetos reconvertidos. Sin embargo, ha-
bría que dudar de que la cultura laboral haya cambiado tanto entre 
estos, esta probablemente se mueve entre el consenso cómplice4 con 

4	 En una investigación de Marco Antonio Leyva del sindicato de ferrocarrileros llama consen-
so cómplice a la relación de complicidad entre el sindicato y los trabajadores para relajar el 
ritmo y la disciplina laborales.
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el sindicato (sindicato que solapa el relajamiento del trabajo) (Leyva, 
1995) y el instrumentalismo productivista (trabajo intensamente por 
el bono de productividad no por la identidad con la empresa).

En síntesis, las opciones sindicales tendrán que considerar de en-
trada la heterogeneidad de los trabajadores, que no en todo se asimi-
lan a las teorizaciones internacionales (Hyman, 1996). En el otro ex-
tremo, en el sector no estructurado, las diferencias a su interior entre 
manufactura y servicios son menos importantes que en las grandes 
empresas. Porque en ambos es frecuente el cara a cara con el cliente, 
porque se presenta el traslape entre producción y reproducción en la 
unidad doméstica, en cuanto a tiempo, espacio y la actividad misma, 
por la importancia del trabajo no asalariado. Porque su fragmenta-
ción no es por mundos de vida, sino entre unidades pequeñas pero 
con condiciones de producción y de reproducción semejantes, donde 
las diferencias en procesos productivos, calificaciones, condiciones 
de trabajo pueden ser secundarias. En esta medida, el significado del 
trabajo y su confusión con el mundo de la reproducción puede ser se-
mejante entre unidades a pesar de su separación, la identidad difusa 
de los precarios, donde el enemigo potencial puede no ser el pequeño 
patrón sino la sociedad global de los ganadores (De la Garza, 1997).

En los sectores estructurados, diferenciando entre el polo rees-
tructurado y aquel donde participa la antigua clase obrera, la sepa-
ración entre mundo de la reproducción social y del trabajo puede ser 
más estricta. La antigua tener mayor identidad laboral y hasta restos 
del orgullo del oficio, en la nueva no deja de ser la potencial identi-
dad de los que comparten condiciones de trabajo, de trayectorias la-
borales y de vida en general muy semejantes.

2. El sistema de relaciones de trabajo y sus cambios

El anterior sistema de relaciones de trabajo se caracterizó en Améri-
ca Latina por la asunción de que la sociedad estaba dividida en cla-
ses con intereses contradictorios frente a las cuales el Estado se erigía 
como tutelar de la más débil; la arena estatal era el espacio principal 
para dirimir los conflictos y las negociaciones laborales; es decir, las 
relaciones laborales quedaban subsumidas en las político estatales; 
los agentes de negociación e intercambios eran las organizaciones, 
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sindicales y empresariales, corresponsables de la marcha del Esta-
do y de su política económica en unos casos, en otros al margen de 
las políticas estatales. En el caso del corporativismo, había una im-
bricación de las relaciones corporativas estatales con el sistema polí-
tico de partidos y electoral; se establecía un sistema de intercambios 
estratificado con los trabajadores sindicalizados, a partir de las ne-
gociaciones entre sindicatos y Estado; había un monopolio de la re-
presentación garantizada por el Estado a cargo de los sindicatos cor-
porativos; corporativismo autoritario en lo interno, con constitución 
de oligarquías sindicales, escasa rotación de la elite, represión de la 
oposición y apoyada en culturas clientelares y patrimoniales con la 
base; los sindicatos ejercían una protección estratificada del empleo, 
del salario (concepto de salario según gastos de reproducción sin vín-
culo con la productividad) y de las condiciones de trabajo (interven-
ción defensiva y clientelar en el proceso de trabajo) (Clegg, 1986).

Pero este modelo de relaciones de trabajo ha cambiado a par-
tir de los ochenta, en la mayor parte de los países de América Lati-
na se ha dado la flexibilización de las leyes laborales en mayor o me-
nor proporción, también se ha producido por la flexibilización de los 
contratos colectivos de las grandes empresas y la pérdida de poder 
del corporativismo sindical: disminución de prestaciones económi-
cas, achatamiento del escalafón con aumento de las funciones de los 
puestos, pérdida de importancia del escalafón por antigüedad, acer-
camiento salarial hacia los salarios mínimos, aparición de los siste-
mas de bonos e incentivos por productividad y grandes recortes de 
personal en las empresas al privatizarse. Pero sobre todo por la pér-
dida de poder de los sindicatos en la orientación de la política eco-
nómica y laboral.

Las culturas sindicales en América latina se mueven entre el esta-
talismo (creencia en la omnipotencia del Estado) de los corporativos 
que los lleva a buscar una restauración de cúpula, la de los reestruc-
turados que privilegian el espacio de la empresa y los clasistas que lo 
combaten en ese mismo nivel. Al interior de los sindicatos sigue pri-
vando el patrimonialismo sindical, la delegación en la cúpula, el au-
toritarismo y el caudillismo.
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3.	Sindicalismo y transformación del trabajo

El contenido del concepto cambiante de sindicato ha contado la for-
ma como socialmente ha sido construido el propio concepto de tra-
bajo. En el siglo pasado el trabajo al que aludían los sindicatos era el 
de la industria, la agricultura y los servicios no se habían transforma-
do al unísono, esta situación se continuó hasta los años cincuenta 
(aunque habría que anotar que algunos servicios como los de trans-
porte y las telecomunicaciones se maquinizaron tempranamente y 
han sido tradicionalmente de alta sindicalización). Sin embargo, en 
la década siguiente servicios modernos se taylorizaron (la maquini-
zación era limitada hasta la entrada de las computadoras en ofici-
nas), de tal forma que la sindicalización se extendió a estos sectores 
de cuello blanco, como los trabajadores de los bancos y los profeso-
res universitarios, dándose en Europa en los setenta lo que algunos 
autores llamaron la “tercerización del conflicto”.

Pero es cierto que los servicios han crecido más que la industria, 
la cual en algunos países ha decaído como lugar de ocupación, en es-
ta medida el trabajo industrial deja de ser el modelo de la actividad 
productiva, especialmente sectores como las telecomunicaciones, las 
grandes cadenas comerciales y la computación compiten en expan-
sión, ocupación y, sobre todo, capacidad de cambio tecnológico con 
la industria automotriz. Visto en otro sentido, el trabajo de los depar-
tamentos de administración, ventas, finanzas y compras involucran 
cada vez más personal en relación con los de producción directa, sus 
labores se asemejan a los de los servicios modernos. Cambios adi-
cionales que transforman el sentido del trabajo es el mantenimien-
to, a pesar de la existencia de grandes corporaciones, de las peque-
ñas y medianas empresas, ahora como posibles subcontratistas de 
las grandes con condiciones de trabajo diferentes de las de aquellas; 
asimismo, la extensión de los trabajos precarios y no estructurados, 
así como del autoempleo en países como América Latina. Es decir, la 
centralidad del trabajo industrial ha sido substituida por una hetero-
geneidad muy superior al pasado y la existencia no de un centro sino 
varios (automotriz que continúa, telecomunicaciones, computación, 
bancos y finanzas, educación, electrónica, por ejemplo). ¿Hasta qué 
punto los sindicatos podrán mutar de organizaciones centradas en la 
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contratación colectiva del salario, el empleo y las prestaciones eco-
nómicas a otros de la producción con varias modalidades?, ¿de or-
ganismos que pactaban con los Estados y obtenían beneficios de esta 
manera para sus afilados a formas más autónomas de participación 
política con las nuevas fuerzas sociales?, ¿de un sindicato centrado 
en la industria a otro que se introduzca en los nuevos servicios, en las 
ocupaciones precarias?, ¿de una organización con base nacional a 
otras globalizadas? Las respuestas a estas cuestiones pueden ayudar 
a definir cuál puede ser el futuro de los sindicatos.

Sin embargo, habría que hacer la siguiente acotación: el concepto 
mundo del trabajo como separado de otros mundos de vida (fami-
lia, tiempo libre, estudio, etc.) es una construcción social (De la Gar-
za, 1997). En las sociedades antiguas, por ejemplo, no había una se-
paración entre trabajo y religión. En esta misma medida habría que 
pensar que las reestructuraciones productivas, las nuevas formas de 
subordinación del trabajo no asalariado a la producción capitalista 
y las posibles articulaciones entre mundo de la producción y aque-
llos del no trabajo permitirían replantear hasta donde se extiende el 
espacio de acción colectiva de las organizaciones obreras. En el caso 
de los micronegocios, una parte de los cuales implican autoempleo, 
las articulaciones se extienden ahora por la vía de la subcontratación 
entre estas empresas y las grandes corporaciones; cuando estos tiene 
trabajadores asalariados abren el espacio de lucha por mejorar sus 
precarias condiciones de trabajo, lucha que puede tener su centro en 
los cambios legislativos tomando en cuenta la dispersión de los tra-
bajadores. Asimismo, las relaciones desiguales entre empresas abre la 
posibilidad de alianzas de los trabajadores con sus pequeños patro-
nes buscando vínculos más equitativos con los grandes consorcios. 
En cuanto a las relaciones entre mundo del trabajo y otros mundos 
de vida, de entrada son las empresas toyotistas las que plantean las 
articulaciones de la empresa con las familias de los obreros, con sus 
barrios, la religión el tiempo libre y el consumo. Todo esto para lo-
grar la adhesión de los trabajadores hacia la empresa, pero estas re-
laciones presenta a su vez incertidumbre, son articulaciones nuevas y 
en parte voluntarias y, en esta medida, pueden convertirse en un te-
rreno en disputa con intervención de sindicatos.
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Ciertamente que el espacio del proceso de producción, tan im-
portante ahora y en reestructuración por las gerencias se convierte en 
fundamental de las luchas de los trabajadores. Ahí es donde se expe-
rimenta nuevas tecnologías, formas de organización del trabajo, rela-
ciones laborales y culturas. Pero como espacio nuevo en sus formas 
está lleno de incertidumbres y de posibilidades de una nueva “nego-
ciación del orden” por parte de los trabajadores y sus organizaciones. 
En este nivel no pueden ser las cúpulas sindicales las mejor armadas 
y capaces de dar la negociación y la lucha sino formas semejantes a 
los comités de fábrica (Batstone, 1977), sean o no parte de los sin-
dicatos, pero descentralizadas en los lugares de trabajo, aunque ar-
ticuladas para facilitar la comunicación y la extensión de las luchas. 
Está visto que ni el empleo ni el salario dignos se resuelven con el li-
bre mercado, en esta medida el campo del mercado de trabajo tiene 
que ser un espacio de acción obrera que reciba nuevas regulaciones y 
protecciones; en este sentido los trabajadores deben de insistir en el 
concepto de estándares mínimos laborales más abajo de los cuales es 
indigno trabajar independientemente del mercado. Los trabajadores 
no solo producen sino que viven en otros espacios, urbanos o rurales, 
tienen problemas educativos, ecológicos como habitantes de cierto 
territorio y como consumidores o deudores (Touraine, 1970). Estos 
espacios no están de manera natural articulados en la legislación pe-
ro pueden llegar a articularse. Algunos de ellos pueden abordarse 
desde la acción local pero otros necesitarán de la conversión de las 
organizaciones de los trabajadores en fuerzas políticas. Es decir, ante 
las nuevas heterogeneidades, desarticulaciones y globalizaciones se 
impone la acción múltiple, sin pretensiones hegemónicos a priori por 
nadie, la “guerra civil de guerrillas” de los movimientos sociales, ágil, 
multiforme, rearticulable en formas diversas, no siempre involucran-
do a los mismos actores, sabiendo hacer uso creativo de los medios 
de comunicación, nacionales e internacionales, creando y recreando 
símbolos y discursos en un nuevo lenguaje seductor. Los nuevos tipos 
de organizaciones lo serán por el contenido de sus discursos, por las 
demandas y formas de lucha, pero no habría que apostar demasiado 
a su conformación burocrática, la época actual es de flexibilidad y re-
creación permanente más que de creación estructuras muy sólidas y 
definitivas (Edwards, 1979).
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Visto este proceso en términos internacionales, la globalización de 
tecnologías y formas de organización es un hecho, pero eso no significa 
una tendencia unívoca a la homogeneización productiva en el nivel in-
ternacional (Castell, 1999). Más bien están apareciendo varios mode-
los de industrialización y de producción que pueden tener componen-
tes completamente nuevos en tecnologías, organización y relaciones 
laborales o combinar elementos nuevos con antiguos e incluso per-
manecer los antiguos. Incluso, cabría anotar la posibilidad de que una 
misma forma productiva acepte contenidos diversos —por ejemplo, las 
funciones de los círculos de calidad en la maquila del norte de México 
no son iguales que en Japón, o la operación de una misma maquinaria 
microelectrónica puede implicar relaciones diversas entre el obrero y la 
máquina así como diferentes necesidades de capacitación—.

Por otra parte, la flexibilidad externa está conformando una seg-
mentación nueva de mercado de trabajo, entre los trabajadores con 
un empleo fijo y aquellos vinculados a la subcontratación, al empleo 
eventual, por horas, etc., con sus implicaciones étnicas, de genera-
ción, de género. Habría que agregar en los países subdesarrollados la 
expulsión de grandes masas de su anterior condición de asalariados 
al llamado sector informal. Es decir, el panorama de la heterogenei-
dad es manifiesto entre los trabajadores y los sindicatos no han sabi-
do responder adecuadamente a estos retos, sus políticas circulacio-
nistas, que se apoyaron en cálculos macroeconómicos y en pactos y 
negociaciones estatales son ahora ineficientes. La vía puramente cir-
culatoria de la lucha por mejores condiciones de vida se ha restringi-
do y el espacio directo del trabajo se ha vuelto más complejo que las 
tradicionales demandas por mejorar las condiciones físicas del am-
biente de trabajo o reducir la mortalidad y morbilidad. Articulacio-
nes corporativas antiguas se han roto o debilitado y el capital ha me-
tido el acelerador productivo dejando muy atrás a los sindicatos. Una 
parte de los trabajadores se ha alejado de sus organizaciones sea por-
que ha cambiado su relación con el trabajo o porque no encuentra 
eficiencia en la acción sindical. 

En este contexto cabe volver a discutir los fundamentos mismos 
de la acción sindical, en particular su intervención en los procesos 
productivos.
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4.	El derecho laboral, el sindicalismo  
y las ocupaciones informales

El concepto de informalidad ha sido definido de muchas formas (To-
kman, 1987), hay quien afirma que hay 64 maneras distintas de defi-
nirlo, aunque pensamos que estas definiciones podrían agruparse en 
tres, con sus respectivas variantes (Tokman, 2006).

El original del grupo de la OIT en Kenya, que a su interior también 
reconoció varias definiciones, sea como unidades productivas que no 
contratan mano de obra, no maximizan ganancias, ponen en juego 
escaso capital y tecnología, con procesos productivos de limitada di-
visión del trabajo y sin límites precisos entre producción y reproduc-
ción en el ámbito de la familia o bien como sector productivo que ge-
nera bienes o servicios en pequeña escala, con procesos intensivos 
en mano de obra, calificada fuera del sistema educativo formal, que 
participa en mercados de trabajo no regulados, que produce con es-
casos recursos de propiedad familiar.

El otro gran conjunto en la definición de informalidad es el que 
pone el acento en las relaciones laborales sin protecciones, este con-
cepto se acerca a los actuales de no estructurado (Inegi, 2004), atí-
pico (De Grip, 1997), desprotegido (Sennet, 2006), excluido (Pérez 
Sainz, 2003), vulnerable (Pizarro, 2001), inseguro (Castel, 2004), no 
decente (Reglias, 2003), no estándar (Marshall, 1987) en sus corre-
laciones con la precariedad (García, 2006).

Lo informal como unidad productiva para autoemplearse y gene-
rar ingreso reproductivamente, sin separación clara entre su funcio-
namiento y las finanzas del hogar y del trabajo, que lleva a la defini-
ción operacional actual de informales como no registrados, sin usar 
una contabilidad racional que separe producción de reproducción 
(Portes, 1995).

Actualmente la OIT ha llegado a una definición dual, por un lado 
informalidad de la unidad productiva (sector informal) y por el otro 
lado informalidad de la ocupación, de tal forma que estas no coinci-
den y, en particular, los trabajadores de las unidades productivas in-
formales son menores que los que trabajan en condiciones labora-
les informales
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Lo anterior nos lleva a proponer que el concepto clásico de Tra-
bajo debe ser reconsiderado, sin lo cual podría ser superficial llegar a 
un concepto diferente de trabajo informal. Este concepto clásico de 
trabajo se refiere a este como mercancía (la fuerza de trabajo como 
capacidad para producir o circular mercancías) o bien al trabajo au-
tónomo que genera bienes o servicios para el mercado. El primero es 
propiamente el trabajo asalariado que proporciona trabajo a cam-
bio de un salario a un patrón. Ambos implican una demanda, sea de 
fuerza de trabajo o bien del producto del trabajo independiente. Por 
lo tanto, en esta definición clásica si no hay mercado no hay trabajo 
y no hay ocupación. Esta definición, como todas, no es algo natural, 
sino obedece a cierta intencionalidad y concepciones teóricas y visio-
nes sobre la marcha de la sociedad. Da cuenta de trabajos que con-
tribuyen al valor agregado y, por lo tanto, tienen consecuencias en 
el PIB visto como riqueza social, tiene como visión una sociedad del 
mercado o regida por el mercado en la que cada quien recibiría según 
su contribución a la riqueza, según los neoclásicos.

El otro tipo de trabajo no incluido en el concepto clásico es el que 
genera bienes y servicios pero no para el mercado, es el actual de auto-
consumo, el doméstico no asalariado, el comunitario, etc. El lenguaje 
común también los designa como trabajo, aunque no se les incluya en 
las cuentas nacionales. Aunque hay razón en el lenguaje común cuan-
do el concepto de trabajo se amplía de uno que tiene que ver con el 
mercado a otro que lo incluye pero a la vez lo rebasa, ya que en su de-
finición básica está el generar valores de uso que satisfacen necesida-
des de los hombres estén dirigidos al intercambio o no.

Aunque la definición clásica de trabajo vinculado al mercado in-
cluye al independiente que básicamente no contrata trabajadores 
asalariados y es realizado por el propietario con miembros de su fa-
milia cuando el producto se dirige a la venta, no hay duda que el con-
cepto clásico privilegia sobre todo al trabajo asalariado, tal vez bajo 
la concepción dualista de que finalmente seríamos una sociedad de 
dos clases sociales, por la superioridad de la producción capitalista 
sobre la pequeña producción mercantil. En esta medida, el concepto 
de trabajo detrás del derecho laboral clásico es el asalariado. Esta re-
ducción de la relación social de producción al concepto de relación 
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laboral, como relación capital-trabajo, tiene también razones histó-
ricas importantes. Con el desarrollo de la producción mercantil apa-
rece propiamente la fábrica que no solo produce para el mercado y, 
en esta medida, se diferencia del taller artesanal también por la intro-
ducción del maquinismo, resultado inicial de la revolución industrial, 
que implica mayor concentración de obreros en un espacio definido 
y la conformación del concepto de jornada laboral. Esta nueva cla-
se trabajadora a través de sus luchas, organizaciones, partidos final-
mente logró su reconocimiento como clase diferenciada y las normas 
de cómo trabajar, concepción que está detrás del derecho laboral 
que en forma desarrollado corresponde apenas al siglo xx. Derechos, 
deberes en torno a la relación laboral entre el capital y el trabajo, re-
conocimiento de esta “situación social” primero por el Estado y lue-
go por los empresarios, llevaron a los conceptos de regulación, de de-
rechos mínimos individuales y colectivos, de contratación colectiva, 
asociación, huelga y de seguridad social. Es decir, fueron las presio-
nes de los trabajadores asalariados, sobre todo los organizados fa-
brilmente, las que lograron la conformación de los sistemas forma-
lizados de derechos y obligaciones, así como las formas para dirimir 
las disputas, mediados por los Estados. Este ha sido el cuerpo clásico 
del derecho laboral y de la seguridad social como resultado histórico 
que pone el énfasis en el trabajo como trabajo asalariado.

Pero un concepto más básico de relación social de producción, 
anterior al de relación laboral, puede ser muy útil para la extensión 
del concepto a trabajadores no asalariados e incluso a trabajos que 
no se dirigen al mercado. El concepto básico de relación social de 
producción considera una definición muy amplia y relativamente 
abstracta primero de trabajo: transformación de un objeto de traba-
jo utilizando medios de producción y fuerza de trabajo para generar 
un producto útil para satisfacer necesidades humanas. En el proceso 
de producción los hombres que participan se ponen en relación con 
medios de producción y objetos de trabajo pero también con otros 
hombres, estas relaciones sociales entre hombres en el trabajo serían 
las relaciones sociales de producción. Una forma particular de di-
chas relaciones serían de dependencia con un patrón, pero en otras 
pueden ser entre miembros de la familia, entre un pequeño propie-
tario que a la vez trabaja en forma directa con algunos asalariados y 
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como veremos, en muchos servicios que no se pueden proporcionar 
sin la presencia del consumidor, directamente con este en el proceso 
de trabajo —el servicio de salud o de transporte personal no puede 
operar sin estar presente el consumidor al mismo tiempo que se ge-
nera dicho servicio (Camaño, 2005)—.

Una relación social en el trabajo entre quienes intervienen en el 
mismo, sean productores directos o no, implica interacción entre dos 
o más actores, interacciones que conllevan significados, posibilidad 
de acuerdos o desacuerdos, cooperación o conflicto. Es decir, toda 
producción tiene un aspecto simbólico desde el momento en que in-
tervienen hombres. En unos casos la capacidad de simbolización y 
por tanto de dar significado al trabajo, a la relación de trabajo, al 
producto, quedará muy subordinada a las reglas de cómo trabajar 
—taylorismo—; en otras la capacidad de decisión del trabajador se-
rá mayor, pero en todas las formas de trabajo intervine la capacidad 
humana de construir significados. Por otro lado, las concepciones 
clásicas del trabajo han estado muy centradas en el trabajo mate-
rial y específicamente con producto físicamente objetivable, separa-
ble del productor, en procesos productivos fabriles —con segmenta-
ción clara en tiempo y espacio de producción de los que no lo son—, 
maquinizados, con concentraciones apreciables de número de tra-
bajadores, con una estricta división del trabajo, con administración 
científica, contable y financiera, con sindicato, contrato colectivo.

La producción material con producto físicamente separado de 
los productores, que puede ser almacenado y revendido fue hasta los 
años sesenta el eje de la producción moderna, capitalista, pero la si-
tuación empezó a cambiar desde esos años a favor de los servicios. 
Para estos tradicionalmente se ha utilizado el concepto de produc-
to intangible, pero este resulta muy poco analítico y poco preciso an-
te la irrupción masiva de lo que no es industrial. Hay servicios en don-
de una parte del producto es perfectamente tangible como el platillo 
en un restaurante, en cambio hay intangibles que se parecen más a la 
producción material porque el producto existe al final independien-
te de su creador como el programa de software. De tal forma que de 
la clasificación entre productos tangibles y no tangibles tal vez hu-
biera que pasar al de objetivados y no objetivados (subjetivados). La 
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objetivación es un concepto filosófico que puede venir al caso, es de-
cir, productos del trabajo que adquieren una existencia separada de 
sus creadores. Estos productos pueden estar físicamente objetivados 
como un automóvil pero pueden ser meramente simbólicos, como el 
programa de software. Es diferente de los servicios que necesitan forzo-
samente del cliente-consumidor en el momento de la producción del 
servicio —salud, educación convencional, transporte de personas, res-
taurante convencional, espectáculo en vivo, etc.—. En estos servicios, 
se opera una suerte de producción inmaterial, en cuanto a que el pro-
ducto no existe objetivado sino que se incorpora directamente duran-
te su producción a la subjetividad o al cuerpo del cliente, no se puede 
revender ni almacenar. La presencia del cliente durante la producción 
introduce la complicación de un tercer actor, cuando hay una relación 
laboral clásica, que no es patrón ni obrero pero que es indispensable 
para que se produzca. La complicación de un tercero en el proceso 
de trabajo puede extenderse a los trabajos que se realizan en espacios 
abiertos a la ciudadanía, como la venta callejera, el servicio de taxi o 
micro que ponen en relación durante la jornada de trabajo no solo al 
trabajador con el cliente sino con actores no laborales (automovilis-
tas, agentes de tránsito, inspectores, policías, transeúntes, etc.), que 
sin tener un objetivo laboral o de compra y venta intervienen o inter-
fieren, ayudan u obstaculizan en la actividad laboral in situ.5

Una complicación semejante se genera cuando producción y re-
producción se traslapan en tiempo y espacio, como en el trabajo a 
domicilio, porque el traslape es también de relaciones entre actores 
que trabajan y otros que reproducen su vida desde el momento en 
que comparten espacio y tiempo.

Asimismo, lo intangible queda corto frente a la carga del con-
tenido simbólico en el propio producto, desde aquellos produc-
tos reducidos a lo simbólico, objetivados (programa de software) o 

5	 Hay reflexiones actuales sobre este tipo de trabajos, en McDonald’s o en Wal-Mart, que ha-
blan de cómo la organización tradicional del trabajo por parte de las gerencias se extien-
de al propio cliente. Si el cliente no “trabaja” escogiendo los productos en el supermercado 
u ordenando de acuerdo con un menú simplificado y preestablecido para no perder tiem-
po en McDonald’s, recibiendo el alimento y descargando los desperdicios en recipientes, el 
servicio no se genera cabalmente. Hay quien utiliza incluso el concepto de taylorización del 
cliente (De la Garza, 2010).
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subjetivados (solo existen en el momento de su producción frente a 
los consumidores como el espectáculo en vivo), que pueden tener én-
fasis diversos en lo cognitivo (software), emotivo (cuidado de ancia-
nos), estético (moda) o moral y que suponen calificaciones a veces 
muy diferenciadas de quienes realizan estos tipos de trabajo vincula-
das con capacidad de interacción con otros, en especial con los clien-
tes.6 Otra complicación adicional sería la diferencia entre quien tra-
baja cara a cara, sea en forma clásica frente a clientes y otros actores, 
del trabajo con relación virtual en call centers, teletrabajo, etc.

Todas estas consideraciones deberían de llevar hacia un concep-
to ampliado de trabajo, no reducido al asalariado fabril con relacio-
nes formales. Sin ir tan lejos como considerar trabajo al que no tie-
ne vínculo con el mercado, ya resulta de suficiente interés el trabajo 
independiente para el mercado, pero también la profundización del 
carácter de las relaciones de trabajo en los servicios mercantiles que 
pueden implicar producción inmaterial (obra de teatro), participa-
ción de agentes no clásicamente laborales en el proceso de produc-
ción (taxis, micros, venta ambulante), la desterritorialización del es-
pacio de trabajo (venta de productos a domicilio), los traslapes entre 
producción y reproducción (trabajo en casa), la relación puramente 
virtual de trabajo con los clientes y, a veces, con la jerarquía de la em-
presa (teletrabajo, call centers) (Holdman, Batt y Hotkgrove, 2007). 
En términos de regulaciones esta profundización puede transformar 
conceptos básicos como el de cuando hay una relación laboral, en-
tre quienes se establece, que es jornada de trabajo y lugar de trabajo, 
quienes son sujetos de derecho laboral.

Un concepto especialmente importante cuando queremos tratar 
el de derechos laborales es el de relación laboral, que como mencio-
namos quedó históricamente reducido a los vinculados entre el ca-
pital y el trabajo, dejando fuera todo tipo diferente de trabajo, pe-
ro más aún, muy centrado en la relación laboral clásica de fábrica 
—espacio cerrado y jornada laboral precisa— que permite delimitar 

6	 La sociología del trabajo ha adoptado legítimamente los conceptos de trabajo emocional 
que incluye como parte importante de lo que se vende el despertar emociones agradables 
en la clientela (cuidado de bebés, por ejemplo), hay quien usa el concepto de “fábrica de 
sonrisas” y más recientemente el de trabajo estético para aquellas actividades no necesaria-
mente artísticas en las que lo principal que se genera y se vende es belleza.
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claramente el tiempo y el espacio en que se realiza la relación labo-
ral, sin intromisión de clientes ni otro tipo de actores en dicha rela-
ción laboral, ni mucho menos el traslape con la familia y en la que 
el problema del control sobre el espacio de trabajo no es particular-
mente importante porque queda definido por la subordinación (Cas-
tells, 1999).

En cambio, cuando se pasa, como proceso de abstracción, del 
concepto de relación laboral al de relación social de producción re-
sulta que “los otros trabajos” no clásicos también implican relacio-
nes sociales durante el proceso de producción, no solo entre patro-
nes y asalariados sino con otros agentes, incluyendo a los clientes, de 
tal forma que aparece el problema también de las interfases o zonas 
oscuras entre aspectos implicados en las relaciones laborales clási-
cas con otras de carácter urbana, sanitarias, de tránsito, etc. (Yepes 
del Castillo, 1994), que puede llevar a tres concepciones sobre el de-
recho: primero, la más tradicional, que es conservar la esfera de ca-
da derecho por separado, laboral, comercial, civil, etc. La segunda es 
la idea de lo mixto, reconocer que puede incumbir a varias ramas del 
derecho un acto laboral, aunque no queda claro en la actual distribu-
ción por códigos y tribunales como se combinarían sin caer en la pri-
mera posición. Y tercero, la más innovadora, que implica considerar 
dentro de un derecho aspectos que aparecían como de otra esfera de 
las regulaciones (Castillo y Orssati, 2005). Este último planteamien-
to coincidiría con un concepto ampliado de relación laboral que pue-
de trascender la bilateral y convertirse en multilateral. Por lo pronto 
una primera ampliación del concepto de trabajo y de relación social 
de producción podría ser hacia el trabajo por su cuenta, que coinci-
de con la definición de la OIT de trabajo decente, que no es solo pa-
ra el trabajo asalariado (Barreto, 1999).

Sí el interés fuera la relación entre informalidad y derechos labo-
rales se podría abordar de la siguiente manera. Primero, analizando 
los tipos de trabajos que actualmente se incluyen en el concepto de 
informalidad y dependiendo de sus características en que aspectos 
podría estar sujeto a derechos y obligaciones. El sector informal, en 
cualquiera de sus definiciones implica relaciones sociales de produc-
ción en el sentido ampliado que hemos manejado. En esta población 
trabajadora informal habría que distinguir entre:
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1) Los estrictamente asalariados, los trabajadores no remunera-
dos, comúnmente parte de la familia y los de percepciones no salaria-
les. Estos pueden ser de planta, por tiempo y obra determinados, dis-
continuos, ocasionales, subcontratados, por comisión. Es decir, un 
primer reto es reformar la legislación para que las zonas oscuras se 
aclaren, por ejemplo, que los trabajadores por comisión sean consi-
derados como asalariados y hagan cumplir las normas laborales. Lo 
anterior estaría en contra de tener dos niveles de derechos, unos para 
empresas medianas y grandes, y otros para pequeñas y micro. Es cier-
to que las capacidades financieras y para cumplir obligaciones labo-
rales entre estas son diferentes, sin embargo, los derechos laborales 
mínimos que garantiza la ley del trabajo son suficientemente bajos 
como para pensar que podrían disminuirse más y conformar por ley 
dos tipos de pisos laborales. La exigencia de eficiencia en las empre-
sas para permanecer en el mercado debería de extenderse a otra de 
poder cumplir con normas laborales so pena de desaparecer. Es cier-
to que en este tema hay dos posiciones y algunas legislaciones consi-
deran obligaciones menores de tipo laborales para las pequeñas em-
presas. Se trata de un debate que hay que continuar.

2) Otra situación se presenta con los autoempleados y pequeños 
propietarios que trabajan (los taxistas en muchos países o la mayoría 
de los vendedores ambulantes). En estos casos la ley laboral tendría 
que modificarse para incluirlos, en parte reconociendo como formas 
laborales de subordinación las que aparecen como mercantiles entre 
empresas grandes y pequeñas cuando hay subcontratación de los ser-
vicios de sus trabajadores. Contratos mercantiles que a veces deberían 
de ser considerados en su aspecto laboral en tareas de maquila, don-
de el concepto clave puede ser el de quien tiene el control de las mate-
rias primas, de la maquinaria, de la tecnología, de la organización, de 
las características de la mano de obra y, por supuesto, del producto 
para replantear con respecto a quien un trabajador es subordinado.

Lo anterior requiere de la ampliación del concepto de trabajo su-
bordinado que puede ser entre empresas mercantiles, pero también 
incluir la situación de las agencias de contratación de personal y las 
cooperativas de trabajo, formas que a veces se utilizan para eludir res-
ponsabilidades laborales (De la Garza, 2005). En otros casos, cabe 
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discutir el nuevo concepto de cuasi patrón para referirse a las relacio-
nes entre unidades económicas con el Estado, como serían los traba-
jadores ambulantes, taxistas, microbuseros, que implicaría la noción 
de derechos frente al Estado, incluyendo la seguridad social, con la 
ampliación del concepto de sindicato al de no asalariados.

3) Decíamos que una complicación en los casos anteriores se pre-
senta cuando intervienen otros actores fuera de los tradicionales o 
solamente frente al pequeño propietario en el trabajo. Esta situación 
se puede dividir en dos, en espacios cerrados a la ciudadanía con ex-
cepción de los clientes que compran el servicio o el bien y, la segun-
da, cuando el trabajo se realiza en espacios abiertos a la ciudadanía. 
La diferencia es entre una relación en el trabajo que puede ser triádi-
ca (propietario-asalariado-cliente) o bien propietario-cliente, a otra 
con intervención de los explícitamente interesados en la producción 
o el producto asimilable a lo anterior, más la intervención circuns-
tancial de la ciudadanía que se mueve en el territorio público y agen-
tes que intervienen sin que tengan que ver legalmente con lo laboral. 
Se trataría de los traslapes entre normas por esferas del derecho, que 
sin embargo forman parte de la misma relación de producción y que 
no deberían de separarse. En esta medida las normas laborales para 
estos trabajos deberían de incluir, en primer término, los derechos y 
obligaciones del cliente e instancias de regulación y negociación mix-
tas. Pero no podrían dejarse de lado los derechos y obligaciones de 
transeúntes, vecinos, salud pública, orden, etc.

Un tema especialmente importante a incluir en el derecho laboral 
de quienes trabajan en espacios públicos es el derecho y su limitación 
en el uso de dicho espacio puesto que este resulta un medio de pro-
ducción fundamental en este tipo de trabajos.

4) Con respecto de los derechos colectivos, en el caso de asala-
riados y otros asimilables a estos del sector informal simplemente 
habría que vigilar su cumplimiento, flexibilizando los requisitos para 
pertenecer a cada tipo de sindicato que considera la ley actual. Entre 
los trabajadores independientes se tendría que ampliar como dijimos 
el concepto de sindicato (sindicatos de trabajadores por su cuenta) y 
especificar las instancias de negociación de los mismos dependiendo 
de sus características —por ejemplo, las mesas de negociación entre 
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vendedores ambulantes y Gobierno, así como la posibilidad de for-
mación de federaciones y confederaciones con sindicatos clásicos—.7

Habría que aclarar que en el plano internacional ya hay un buen 
camino recorrido en este proceso de ampliación del derecho laboral 
hacia los no asalariados y a las zonas obscuras de las relaciones labo-
rales. En América Latina en Chile, Perú, Brasil, Panamá, Colombia, 
Venezuela, Ecuador y Uruguay se ha ampliado el concepto de sindica-
to hacia estos sectores, el concepto de cuasi patrón está en la legisla-
ción paraguaya. Cambios en este sentido pueden encontrarse en Ale-
mania, España y otros países europeos.

Una lista incompleta que proviene de estas experiencias en otros 
países en cuanto a derechos de los no asalariados y de sus asalaria-
dos cuando sea el caso en el sector informal sería:

1.	 A la capacitación.

2.	 Reducción de costos de registro y simplificación de trámites 
para estas unidades.

3.	 Reducción de impuestos.

4.	 Simplificación en derechos de propiedad.

5.	 Reducción en los costos de los contratos.

6.	 Sindicalización de no asalariados y de trabajadores de zonas 
obscuras.

7.	 Fomento de cooperativas.

8.	 Extensión de la seguridad social en cuanto a seguro médico, por 
accidentes de trabajo, por desempleo, vivienda, maternidad.

9.	 Créditos.

10.	Regulación de las empresas familiares en cuanto jornadas, días 
de descanso, trabajo nocturno, infantil.

7	 En México es frecuente que quienes trabajan en los espacios públicos formen organizacio-
nes, cuando se formalizan toman sobre todo la modalidad de asociaciones civiles, pero es-
ta figura jurídica tiene muchas limitaciones y en la práctica funcionan como sindicatos de 
no asalariados que impactan a los asalariados del cada sector.
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5.	Conclusiones

Los modelos sindicales de antes de la gran transformación de los se-
tenta y ochenta del siglo xx han dejado de ser actuales desde hace 
tiempo. Por un lado, el modelo corporativista frente a las concepcio-
nes de libre mercado, por el otro el clasista confrontado con la cri-
sis de las utopías que impulsaron importantes movimientos obreros 
hasta la caída del muro de Berlín. En este período que ya dura 30 o 
20 años, según el país en cuestión, el sindicalismo no ha logrado ge-
nerar ni explicaciones creíbles acerca de su decadencia, ni volverse ac-
tor protagónico frente a los Estados y empresas. A pesar de que la in-
tensidad de la crisis sindical varía según las tradiciones de los actores 
de las relaciones industriales, su historia e instituciones, hay efectiva-
mente una diversidad de neoliberalismos, de tal forma que no todos 
los pactos tripartitos se han roto por igual, sin duda hay un debilita-
miento de estos.

Competitividad y productividad son ahora los conceptos que tie-
nen la preeminencia sobre beneficios sociales, lo que resta de los pac-
tos son más limitados en temáticas, son menos redistributivos, son 
para no tener mayores pérdidas los sindicatos intercambian seguri-
dad en el empleo por reducciones salariales o en prestaciones.

En un contexto tan negativo cabe preguntarse si es posible otro ti-
po de pacto entre los tres grandes actores de las relaciones de traba-
jo. Los parámetros se mueven en un mundo globalizado guiado por 
las multinacionales, las presiones de la inversión extranjera que exige 
garantías desreguladoras y sindicatos que no han logrado superar el 
gran trauma de la instauración del neoliberalismo. En esas condicio-
nes, cabe pensar en volver a la acción sindical que parta del proceso 
de trabajo, como espacio de negociación y de lucha, que se comple-
mente con la acción múltiple para los sindicatos en el nivel local, pro-
vincial, nacional e internacional. Desde el proceso productivo, hasta 
las luchas electorales y parlamentarias o bien en organizaciones in-
ternacionales, la lucha en el proceso de trabajo implica que los sindi-
catos logren generar contrapropuestas a las de las gerencias de cómo 
conducir las empresas, ayudaría el contar con un marco institucio-
nal amigable promovido por el Estado, cuando esto fuera posible. En 
una cruzada primero por la productividad entre sindicatos y Estado, 
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que incorporara a los empresarios y que tomara formas amables, en 
especial en el reparto de los beneficios y en facilitar la participación 
sindical en las decisiones de las empresas. Esto es posible cuando se 
cuente con un Estado no neoliberal, ni adoctrinado en la teoría neo-
clásica de la economía, sino en uno que hay optado por los desvali-
dos y, a la vez, por una economía próspera. De nada valdría distribuir 
pobreza, pero tampoco sería válida la propuesta de primero generar-
la y luego distribuirla.

Se pueden crear las instituciones que propicien ambos procesos al 
mismo tiempo. No se trata de que capital y trabajo fueran vistos co-
mo socios amigables de la lucha por la producción, sino de recono-
cer que en estas relaciones hay un conflicto estructurado –el capital 
que busca ganancias y el trabajo que requiere salarios y prestaciones– 
y con ello que no puede declarase abolido el conflicto interclasista. 
El Estado puede participar en estas nuevas relaciones, primero, pro-
piciando la creación de instituciones, como la reforma laboral, que 
propicien la intervención de los sindicatos en los asuntos de la pro-
ducción. Pero de nada valdría esta intervención si los dirigentes no 
fueran verdaderos representantes de sus bases, es decir, el tema com-
plementario es propiciar legalmente la democracia en los sindicatos. 

A su vez, los sindicatos no pueden ser ajenos a los grandes temas 
de las políticas nacionales, de tal forma que su participación en la re-
forma del Estado resulta indispensable, en alianzas pero con auto-
nomía de los partidos políticos. El nuevo sindicalismo no puede ser 
ajeno a las transformaciones del mundo del trabajo. Institucional-
mente y en acción de las organizaciones hay que dirigirse hacia el te-
rreno de la informalidad. Para los informales de las empresas forma-
les, buscando una legislación que considere trabajadores con plenos 
derechos a los que cobran por honorarios, por comisión, a destajo. 
Entre las microunidades, propiciando una legislación que acepte el 
concepto de sindicatos de informales, que no solo agrupe a los auto-
empleados, sino que comprenda a los familiares sin remuneración y 
a sus asalariados. Un paso adelante sería contemplar la intervención 
de representantes ciudadanos en los servicios públicos, sea del go-
bierno o privados (Bancos, Aviación, telecomunicaciones, etc.), den-
tro de la concepción ampliada que hemos explicado de relación labo-
ral, no reducida a la tradicional entre el capital y el trabajo.
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Trabajo y los derechos humanos: nuevos 
desafíos en la sociedad del conocimiento

Marcos Supervielle

Introducción

¿Cuál es el papel que juegan los derechos humanos en la considera-
ción del trabajo desde la perspectiva de la teoría sociológica o en la 
sociología práctica en el mundo del trabajo (asesoramiento a actores 
sociales tipo sindicatos, cooperativas, etc.)?

Este texto intenta responder a esta pregunta y es la continuación 
de uno anterior en que habíamos reconstruido la evolución del con-
cepto del trabajo a través del tiempo (Supervielle, 2007). Para ello, 
habíamos visto que el mismo evolucionó y que llegó a ser como lo en-
tendemos hoy, a través de una construcción conceptual que fue cre-
ciendo en términos de extensión y comprensión a partir de una serie 
de mutaciones en torno a cuatro ejes. A saber: trabajo-ocio, trabajo 
manual-trabajo intelectual, trabajo concreto-trabajo abstracto y tra-
bajo para terceros-trabajo para la subsistencia.

Vimos que es en función de la relevancia de alguno de estos ejes 
sobre los demás, o de la particular función positiva o negativa, que 
se les dio a uno de los polos de cada eje en una época histórica dada, 
que se definen cuatro grandes conceptualizaciones del trabajo.1 A 
saber, trabajo entendido como esfuerzo o sacrificio, que es el que 
justamente le da origen al término trabajo.2 El trabajo como actividad 

1	 Hemos creado el neologismo conceptualización para advertir al lector que el concepto de tra-
bajo ha ido cambiando de sentido a través del tiempo. Por sentido entendemos simultánea-
mente significado, dirección u orientación y sensibilidad. Este cambio se debe a una adecuación a 
las transformaciones del mundo social en el que el trabajo se desarrolla. Estas evoluciones 
del concepto son extremamente lentas, por lo que para cada época su comprensión apare-
ce como evidente y no problemática.

2	 El término trabajo deriva del término latino “tripalium”, que se ha entendido como instrumen-
to de tortura o más probablemente como instrumento para curar a los animales de gran tamaño (ver 
Th. Pillon y F. Vatin).
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profesional, que es una conceptualización que se gesta a partir de la 
época antigua y que toma particular relevancia durante la Reforma 
Protestante, y que finalmente, luego de un proceso de secularización 
en la época moderna, da fundamento al welfare state. El trabajo como 
mercadería que describen A. Smith y C. Marx, que es una nueva 
conceptualización del trabajo que aparece en los siglos xviii y en el siglo 
xix y que complementa a las anteriores. Y finalmente el trabajo como 
“resolución de problemas” en la formulación que encuentra A. Newell 
y H. A. Simon hace unos cincuenta años, conceptualización que poco 
a poco se va imponiendo en la época actual (ver Tripier, 1999).3

Sostenemos que se requiere el recurso a la mirada histórica por-
que las conceptualizaciones de trabajo se van agregando o combi-
nando sin sustituirse. Ello en el sentido que ninguna de las concep-
tualizaciones del trabajo elimina la conceptualización anterior, sino 
que la amplía y complementa. Ejemplo de ello es que todavía hoy en 
día el trabajo es considerado como esfuerzo o sacrificio. Sostenemos, 
por lo tanto, que la categoría trabajo ha ido creciendo con el tiempo 
en extensión y comprensión sin haber tenido profundas rupturas se-
mánticas de entendimiento.

En cuanto a los derechos humanos, sostenemos que una parte 
importante de los mismos tienen una fuerte conexión con la concep-
tualización dominante del trabajo en un período dado. Y que su ges-
tación es el fruto como consecuencia de luchas y malestares de los 
trabajadores, o de las poblaciones vinculadas a ellos, en función de 
los ideales que proyectaban de una vida mejor o al menos más acep-
table en cada época.

Los derechos humanos pueden en consecuencia tener como obje-
tivo una regulación limitativa de los excesos del trabajo. Una exigencia 
a la sociedad o al Estado, de poder trabajar cuando el trabajo pasa a 
ser central en la organización de la sociedad (y por lo tanto, los dere-
chos humanos se transforman en derechos sociales y civiles). Los de-
rechos humanos pueden transformarse primariamente en demandas 

3	 En realidad el concepto de “resolución de problemas” no es original de A. Newell y H. A. Si-
mon, sino de H. Mead, quien lo desarrolló casi cuarenta años antes. Sin embargo, es evi-
dente que en donde toma relevancia para la conceptualización del trabajo y su recodifica-
ción en competencias es a partir de los autores inicialmente mencionados.
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de remuneraciones consideradas justas y secundariamente al derecho 
de constituirse como un actor colectivo para poder defender estas de-
mandas, cuando el trabajo pasa a ser considerado mercancía, etc.

La vinculación de los derechos humanos relacionados a la concep-
tualización del trabajo como “resolución de problemas” es un tema 
central al que nos enfrentamos muy frecuentemente los sociólogos del 
trabajo en nuestra actividad práctica de asesoramiento y, por lo tan-
to, forma parte del aspecto central de este artículo, por lo que lo de-
sarrollaremos más adelante. No obstante, adelantamos que se inscri-
ben en la tesis que los derechos emergen como necesidad, se adecuan 
al sistema social en que se vive en cada época, pero que simultánea-
mente se van imponiendo como valor más allá de la forma normativa 
que adquieran, transformándose en una referencia ineludible, preci-
sando la conceptualización imperante de trabajo en dicha época da-
da y por esta vía, teniendo efectos estructurantes en las sociedades.

Al igual que el trabajo, los derechos humanos también tuvieron un 
carácter acumulativo y van conformado una creciente red cada vez 
más densa y compleja. La evolución de los valores que se traducen en 
derechos humanos vinculados al trabajo es más lenta que las trans-
formaciones coyunturales en los cuales opera las acciones públicas 
o privadas, o sea las que desarrolla el Estado, los empresarios o pa-
trones con respecto a los trabajadores que tienen bajo su dependen-
cia.4 En la historia hubo períodos en los que estos no se cumplieron 

4	 Existe una tradición sociológica que considera que la sociedad se organiza en torno a valo-
res, su principal exponente es T. Parsons. No es mi posición. Para mí es cierto que las cultu-
ras comparten una serie densa y compleja de valores, pero la sociedad no se organizan en 
torno a ellas. Por el contrario, en muchas decisiones públicas o privadas se anteponen e in-
cluso se debate la primacía de unos derechos en relación a otros. En las decisiones políticas, 
por ejemplo, en términos generales se presentan las acciones que se quieren impartir por 
un lado y de forma tácita o explícita se presentan también los valores con las que se quiere 
que se evalúe la acción. Un ejemplo de ello es el del presidente Bush en sus acciones “anti-
terroristas” y en su definición del “eje del mal”, de hecho propone la eliminación o al menos 
la suspensión de todo tipo de derecho humano para un grupo muy específico de personas, 
justificándolo en función del valor eficacia asociado al valor “bien”, instituido éste como un 
valor absoluto, y en los intereses “superiores” de la humanidad. Es por ello que las normas 
de mayor jerarquía de las naciones, las constituciones, comienzan por la regulación de los 
derechos humanos porque la experiencia indica que no alcanza con incorporar los derechos 
humanos en la cultura de la sociedad, sino también es necesario institucionalizarlas en nor-
mas jurídicas para asegurar, en la medida de lo posible, su cumplimiento.
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y fueron violados abiertamente. Pero a pesar de ello los derechos hu-
manos no dejaron de ser una referencia, no se retrocedió conceptual-
mente en materia de los mismos. Por el contrario, el reconocimiento y 
el estado de aceptación de los derechos humanos como valor en una 
época dada sirvieron siempre como de medida para calificar acciones 
como aberrantes en ciertos regímenes o ciertas situaciones sociales es-
pecíficas. Pero a su vez, dada su densidad y complejidad, a veces se re-
comienda establecer estrategias para imponerlos estableciendo prio-
ridades de ciertos derechos sobre otros como veremos más adelante.

En este artículo desarrollamos las relaciones entre trabajo y dere-
chos humanos en el período actual que calificamos de sociedad del 
conocimiento. Pero para ello previamente en una primera parte, para 
contextualizarlos en esta época, reordenamos los derechos humanos 
ya establecidos, tal cual aparecen en las constituciones nacionales, 
pero reordenándolos en función de las distintas conceptualizacio-
nes del trabajo que propusimos anteriormente. Con ello intentamos 
mostrarla consistencia de la calificación que proponemos de las con-
ceptualizaciones del trabajo y también la consistencia de su relación 
con derechos humanos.

En un segundo acápite, describimos las perspectivas que se abren 
para la articulación de los derechos humanos vinculados al trabajo 
en esta nueva conceptualización del trabajo, el de “resolución de pro-
blemas”. Sostenemos la tesis que esta conceptualización del trabajo 
se inscribe en una nueva descripción de la sociedad que se le denomi-
na sociedad del conocimiento, y que en ella, relación al trabajo, tomó 
relevancia en un primer momento una descripción específica de un ti-
po de trabajadores a los que se les denomina “trabajadores del co-
nocimiento”. También sostenemos que el proceso de valorizar el co-
nocimiento, en un segundo momento, se extendió a todo el mundo 
del trabajo. Este proceso llevó a que se realizaran nuevas descripcio-
nes del trabajo, que poco a poco se institucionalizan en una codifi-
cación términos de competencias. En este proceso sustituyó las ante-
riores codificaciones que se realizaban en términos de calificaciones, 
medidas generalmente por las credenciales académicas, y en el plano 
operativo, en términos de descripción de tareas.
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En un tercer momento, sostengo que todas estas transformaciones 
en la descripción de la sociedad abren espacio para la búsqueda de de-
finición de nuevos derechos humanos o de adaptación de los ya con-
sagrados en las constituciones nacionales u otras fuentes de derecho. 
Pero que, simultáneamente, se genera una nueva consideración de las 
relaciones entre el trabajo y los derechos humanos vinculados él. Sos-
tengo la tesis de que ya no es posible entender el vínculo del trabajo con 
los derechos humanos como derechos de los trabajadores solamente 
sino que, en la sociedad del conocimiento, estos derechos incorporan 
la consideración de las consecuencias del trabajo para toda la humani-
dad. Es decir, los derechos de todas las personas que pueden sufrir las 
consecuencias de los efectos del trabajo humano y en la medida que es-
tos derechos se imponen, modifican la conceptualización del trabajo.

A partir de estas ampliaciones conceptuales en un cuarto capítu-
lo, se discute el papel de la sociología en la difusión de los derechos 
humanos, enfrentándose a la retórica vulgarizada de la economía en 
la sociedad capitalista y de las relaciones de los derechos humanos 
en relación a nuevos metarrelatos emancipatorios que se están cons-
truyendo actualmente.

1.	 Distintas conceptualizaciones del trabajo

Revisemos entonces las distintas conceptualizaciones del trabajo que 
se fueron constituyendo en la historia. Elijo como estrategia partir de 
la referencia de los derechos humanos en las constituciones naciona-
les actuales. Esa estrategia se justifica en virtud de la relevancia sim-
bólica, como productora de legitimidad, de las normas fundamenta-
les de los Estados nacionales.

1.1.	Trabajo como sufrimiento/esfuerzo

El trabajo entendido como esfuerzo o sufrimiento que se puede ejem-
plificar en la consigna bíblica “Ganarás tu pan con el sudor de tu fren-
te” es, en gran medida, dominante durante toda la época griega y 
antigua. Frente a ello los derechos humanos en relación a esta concep-
tualización, buscaba limitar su exceso de trabajo. Este gran principio 
toma forma de limitación del trabajo y las consecuencias de sus exce-
sos en múltiples artículos de muchas constituciones. En la Constitución 
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uruguaya, por ejemplo, se hace mención explícita al del derecho de la 
prohibición del trabajo forzoso, a la protección especial del trabajo, 
a la limitación de la jornada, al descanso semanal, a las vacaciones 
anuales, a la protección contra los accidentes de trabajo y las enfer-
medades profesionales, a la distribución equitativa del trabajo, entre 
otras.

Todos estos derechos humanos se vinculan a la conceptualiza-
ción del trabajo como sufrimiento o esfuerzo, intentando limitarlo 
de múltiples maneras, para que este no deteriore a la persona a través 
del esfuerzo excesivo realizado en el trabajo cotidiano o el desgaste 
acumulado en el tiempo. Estos derechos consagrados por las consti-
tuciones nacionales fueron pensados originalmente como vinculados 
al esfuerzo físico y no al esfuerzo intelectual. Los distintos derechos 
pierden alguna eficacia cuando el trabajo intelectual pasa a ser do-
minante y, con ello, una creciente separación entre el trabajo formal 
y el trabajo real. En efecto, en la medida que, como se verá más ade-
lante, el trabajo intelectual se refiere a “la solución de problemas”, 
ya no es posible controlar la actividad intelectual del trabajo cerrán-
dolo en un espacio físico específico y en un tiempo acotado, en una 
jornada formal de trabajo, por ejemplo. Se puede seguir buscando 
“solucionar problemas”, es decir, se puede continuar trabajando, en 
todo momento y en cualquier lugar. Como resultado de ello, las jor-
nadas pueden volverse mucho más largas y, de hecho, esto ocurre en 
múltiples situaciones y los procesos para limitar los efectos de los es-
fuerzos sobre las personas son mucho más difíciles de controlar nor-
mativamente, ya que es un esfuerzo predominantemente intelectual, 
que cuando la dimensión que primaba de reconocimiento del traba-
jo realizado era de tipo manual.5

1.2.	Trabajo como centralidad o “profesionalidad”

Del trabajo concebido como actividad profesional se deriva la distin-
ción que una persona logra en sociedad. Es pues generadora de una 

5	 Aubert N. y de Gauyelac V. realizan la siguiente observación en este sentido: “En el enfren-
tamiento entre el capital y el trabajo, que siempre había tenido como campo natural la em-
presa, pasa a producirse al interior del individuo, que se debate entre su tendencia a tra-
bajar menos para protegerse y escapar de las exigencias de la empresa, y su inclinación a 
trabajar cada día más para aumentar los beneficios y mejorar siempre los resultados”.
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identidad social reconocible por los otros miembros de la sociedad 
y, por lo tanto, de la consecuente proyección social de su vida en la 
misma.6

La organización de la sociedad en torno al trabajo conlleva que 
al derecho al trabajo se le articulan un conjunto de derechos socia-
les y civiles que se orientan a dar equidad y autonomía de las perso-
nas en esta sociedad. Para que el derecho al trabajo sea efectivo, se le 
articulan por lo tanto una constelación de otros derechos humanos 
que también se materializan en la Constitución uruguaya. Derechos 
como el “Derecho al trabajo o empleo libremente elegido” (derecho 
también consagrado en los pactos y declaraciones internacionales), 
la protección contra el despido injustificado, formación profesional, 
la independencia de la conciencia moral y cívica del trabajador, la se-
guridad social, la protección contra el desempleo y aun el libre acce-
so a la función pública.

Nuestra tesis es que estos derechos se derivan directa o indirecta-
mente del papel central que ha tomado el trabajo en la sociedad con-
temporánea para las personas como fuente de identidad, que para ser 
tal requiere reforzarse con una serie de prestaciones sociales que cola-
boran en su bienestar y el de su familia, y logran así su identidad ciu-
dadana y a su vez, dándole alguna previsibilidad en cuanto a su futuro.

A través de la historia se han constituido una serie de institutos 
que cubren las necesidades de todos los días de la vida de un traba-
jador, desde que nace hasta su muerte. Desde las asignaciones fa-
miliares que se reciben en la edad previa a la entrada en el traba-
jo, pero que reciben si alguno de los padres trabaja. Posteriormente, 
al incorporarse a la vida activa, el salario que debe cubrir al menos 

6	 Este proceso es extremamente largo en la historia de la civilización y quizás se inicia en (San) 
Agustín, en la medida que con él cambia radicalmente la consideración del trabajo, pasan-
do de ser algo negativo como en Aristóteles y en Cicerón, es decir, en la civilización griega y 
romana, para transformarse en algo positivo. Este sentido positivo del trabajo se extiende 
en las congregaciones monacales a partir de San Benito en el siglo iv y pasa a tener una cen-
tralidad en el papel del hombre en la sociedad en su servicio a Dios con Lutero y luego Cal-
vino en la Reforma. Este largo proceso junto a la extraordinaria relevancia del trabajo con-
lleva el desarrollo de una importante cantidad de derechos ahora sociales y civiles adjuntos 
y estos no se pierden en el proceso de desacralización (o de desencantamiento) de las socie-
dades durante el siglo xix para llegar al siglo xx con la instauración del welfare state, a partir 
de la Segunda Guerra Mundial (ver Supervielle, 2007).
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mínimamente las necesidades del trabajador todos los días que trabaja 
y también los de su descanso semanal. De las vacaciones pagas para 
reponer más profundamente su fuerza de trabajo. Y en el caso de en-
fermarse, el seguro de enfermedad que le permite vivir mientras se ve 
impedido de trabajar al que se agrega en el caso de pérdida tempo-
ral del trabajo, el seguro de paro para permitirle vivir mientras busca 
otro trabajo. Y, finalmente, al culminar su período activo de trabajo, 
de la jubilación hasta su deceso.

Todos estos institutos constituyen una gama densa de proteccio-
nes a las personas y a sus familias, pero solo si trabajan o si uno o 
más de un miembro responsable de la familia trabaja mientras no tie-
nen la edad para hacerlo (ver R. Castel).

Aunque esta estructuración de los derechos y de la organización 
de la sociedad en torno al trabajo sigue vigente, este conjunto de 
derechos humanos, derivados de esta conceptualización del trabajo, 
nunca cubrieron a todos los trabajadores o incluso pueden estar en 
retroceso en su cobertura real. La distinción trabajo formal y trabajo 
informal y aún más la consideración del trabajo precario como cate-
goría creciente en las últimas décadas, marca una diferencia en la me-
dida en que los últimos son excluidos de muchos de los derechos an-
tes mencionados. Pero más allá de estas carencias, y del consecuente 
deterioro de estos derechos, para importantes sectores de trabajado-
res y de sus familias, por el hecho de que estos estén consagrados en 
las constituciones como en la uruguaya, es un referente central para 
fijar programas de fortalecimiento de los mismos.

En otro plano, el hecho de la libertad de la elección del trabajo 
o el empleo es fundamental en cuanto a la definición de la profesio-
nalidad en sentido moderno. Tanto el derecho al trabajo libremente 
elegido, como la protección del despido injustificado, la formación 
profesional, la independencia de la conciencia moral y cívica del tra-
bajador y el libre acceso a la función pública, le dan a la profesionali-
dad una particular perspectiva, ya que a través de ella el individuo se 
construye un lugar en el mundo como se señalaba, sin depender esta 
profesionalidad de un atributo adscripto, sea este de carácter racial 
o étnico, de clase, o de género, etc.
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Esta definición aparece como central para que la democracia real-
mente funcione en su plenitud, ya que el trabajador tiene todas las 
condiciones y garantías de independencia para poder elegir libremen-
te su destino y participar libremente en la construcción del destino de 
su comunidad. Es, por lo tanto, fundamental para la democracia que 
el trabajador pueda elegir con autonomía su profesión y que, ade-
más, sea un derecho el construir esta profesionalidad.

Esta conceptualización del trabajo da, por lo tanto, fundamento a 
los derechos humanos definidos como sociales y civiles.

1.3.	Trabajo como “mercancía”

La tercera conceptualización del trabajo es el trabajo como mercade-
ría, como venta de fuerza de trabajo. Supone la idea de la existencia 
de trabajo abstracto, más allá de las innumerables formas de traba-
jo concreto que pueda tomar; aparece a fines del siglo xviii y en el si-
glo xix, a la luz de la Revolución industrial. Nuevamente esta concep-
tualización del trabajo subyace a ciertos derechos humanos que se 
consagran en la Constitución uruguaya, como el caso de la justa re-
muneración, el recibir “alimentación y alojamiento adecuados en de-
terminadas circunstancias”, dando cuenta este último de un salario 
indirecto obligatorio en especies en contextos espaciales específicos. 

A su vez, los derechos humanos se vinculan a esta conceptualiza-
ción de trabajo como mercadería consagran una serie de derechos 
humanos que permiten a los propios trabajadores a ejercer el dere-
cho a reclamar ser correctamente remunerados. En efecto, la Cons-
titución uruguaya consagra también los derechos humanos de la li-
bertad sindical, la negociación colectiva, el derecho a la huelga, a la 
participación en determinados ámbitos, etc.

Esta constelación de derechos humanos, por lo tanto, está liga-
da a la conceptualización del trabajo como mercadería, y cobran to-
da su importancia a partir del momento de la historia en donde la re-
producción de la fuerza de trabajo se ha mercantilizado en la época 
moderna, y ya no es posible conciliar el trabajo para terceros con un 
trabajo de sobrevivencia centrado en el trabajo domiciliario. En este 
nuevo contexto, el derecho humano de tener una remuneración justa 
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pasa a ser tan vital como los derechos humanos que se derivan de las 
conceptualizaciones anteriores.

Finalmente, la protección de la maternidad y la prohibición y li-
mitación del trabajo infantil establece un límite de la utilización de 
la fuerza de trabajo. Aunque parezca paradójico en cuanto al traba-
jo infantil, también se deriva de esta conceptualización del trabajo 
como centralidad y como profesionalidad, ya que una inserción muy 
temprana del joven al mercado de trabajo puede generar un impacto 
negativo en el joven en cuanto a que puede tener importantes en su 
desarrollo físico, por un lado, y también puede reducir las posibilida-
des de su desarrollo profesional (o incluso intelectual) al no tener la 
posibilidad de desarrollarse en esta fase de la vida.

2.	 Sociedad del conocimiento, los trabajadores del conocimiento 
y trabajo como “resolución de problemas”

Nos encontrarnos ante una nueva conceptualización del trabajo, la 
de “resolución de problemas”, que poco a poco se va imponiendo 
en la sociedad. Pero para llegar a esta conceptualización es necesa-
rio insertarlo en toda una nueva descripción de la sociedad que se es-
tá gestando.

2.1.	En torno a la sociedad del conocimiento

En las últimas décadas las ciencias sociales han realizado el esfuerzo 
de renovar las descripciones de la sociedad, ya que las clásicas des-
cripciones no dan cuenta más de la realidad en que vivimos.

El primer síntoma de este esfuerzo puede percibirse en la cantidad 
de pos (industrialismo, modernidad, estructuralismo, etc.) y neo (ca-
pitalismo, liberalismo, etc.), que se han propuesto como descripcio-
nes de la sociedad actual. Aún con el mismo propósito se caracterizó 
a la sociedad como segunda modernidad, capitalismo tardío, entre 
otras. Todas estas propuestas de caracterización tienen en común 
que se definen en relación a diferencias con el pasado, con la moder-
nidad a la que se refirieron los autores clásicos. El cambio del mode-
lo societal es percibido de forma negativa, se nos advierte que las des-
cripciones del pasado ya no funcionan para dar cuenta de la sociedad 
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actual. Sin embargo, estas descripciones no han podido presentar-
nos una descripción consistente sobre qué es lo que guardan del pa-
sado, dándole continuidad a las evoluciones societales o de cómo 
funcionan con respecto a este referente anterior. O sea, de cómo ese 
pasado se diferencia y se integra a la sociedad actual o rompe con él. 
Por ello, en términos generales nos dejan descripciones inacabadas y 
fuertemente insatisfactorias, aunque sí la convicción consistente de 
que sí, que la sociedad ha cambiado sustantivamente.

Una segunda ola de descripciones ha tenido una estrategia de des-
cripción distinta, ha intentado encontrar un rasgo específico, una ca-
tegoría conceptualizante que sea la piedra de bóveda sobre el cual se 
pueda construir un tejido conceptual que permita describir la socie-
dad actual en sí, más allá de la relación que pueda establecerse con el 
pasado. Nos encontramos así ante “la sociedad de consumo”, “la so-
ciedad programada”, “la sociedad de riesgo”, “la sociedad red”, “la 
sociedad líquida”, “la sociedad modular” “la sociedad compleja”, “la 
sociedad global”, “la sociedad de la información”, etc. Muchas veces 
estas descripciones han incorporado temáticas novedosas para la so-
ciología y valorizado o descubierto categorías específicas poco o na-
da tematizadas anteriormente, como incertidumbre, confianza, co-
municación, entre otras. Aun así, y a pesar de los innegables logros 
de las descripciones realizadas para comprender las sociedades ac-
tuales y en las consecuencias positivas aunque parciales que estas 
descripciones han provocado, creo que hasta ahora ninguna de estas 
descripciones ha tenido la consistencia suficiente para dar cuenta de 
la sociedad global en que vivimos y, menos aún, de las sociedades de 
la periferia de donde nos toca observar el mundo.

La descripción de la sociedad del conocimiento no es ajena a este 
movimiento teórico de intento de encontrar una descripción de la so-
ciedad actual, pero a diferencia de los anteriores esfuerzos, este no está 
identificado con ningún autor particular, sino que se ha ido instalando 
poco a poco como concepto resumen de una revalorización del cono-
cimiento, de la ciencia y la tecnología en del papel que juega en las so-
ciedades actuales. Y a su vez se reafirma en la medida que a partir de 
ella se comienza a codificar el mundo del trabajo, lo que le da una con-
sistencia suplementaria que las otras teorizaciones no tienen.
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En Uruguay desde dos perspectivas distintas se hacen referencia a 
esta descripción: A. Marrero y F. Lema, por un lado, desde educación 
o de la sociología de la educación; y Arocena y Sutz desde la perspec-
tiva de la ciencia, tecnología y sociedad. Pero de ambas perspectivas, 
con las correspondientes inflexiones, se discuten los alcances de la 
sociedad del conocimiento.

A. Marrero (2003) recuerda que “en los últimos años la idea de 
que el desarrollo debe ser fuertemente impulsado desde el Estado y 
de que el conocimiento puede constituir el factor central para el de-
sarrollo para las sociedades periférica [… ha sido […uno] de los prin-
cipales vectores que guiaron la prédica en contra del neoliberalismo 
imperante durante los años ochenta y buena parte de los años no-
venta”. La autora señala que la idea básica que se encuentra detrás 
de esta postura es que la ciencia y la tecnología, es una forma de co-
nocimiento abstracto, un factor central para el desarrollo económi-
co y aún para el desarrollo social de las naciones, y que si bien estas 
ideas ya estaban de alguna manera en los autores clásicos, en la so-
ciedad del conocimiento se establece una “particular relación entre el 
saber teórico, sociedad y política”.

Para mostrar la construcción de estas ideas fuerza, pasa revista a 
un conjunto de autores que directa o indirectamente elaboran teo-
rías en torno a la relación entre estos tres elementos, para concluir 
que el crecimiento económico ha supuesto una mayor brecha en ri-
queza, pero aun una brecha mucho mayor en conocimientos entre 
los países ricos y los países pobres. Incluso así reconoce y señala au-
tores que, reconociendo este proceso, tienen una perspectiva opti-
mista. F. Lema, luego de un análisis que contiene conclusiones simila-
res, pero haciendo hincapié sobre las transformaciones de la función 
de las instituciones educativas, sostiene: “De los múltiples futuros ge-
nerados, quizás algunos puedan inscribirse en el marco de una uto-
pía fraterna y solidaria, donde el conocimiento no sea más en la so-
ciedad un generador de desigualdad e injusticia sino orientador de 
un crecimiento armónico y equilibrado que asegure la coexistencia 
social y los equilibrios medioambientales” (F. Lema, 2003).

Desde la perspectiva de la ciencia, tecnología y sociedad, R. Aroce-
na (2008) y R. Arocena y J. Sutz (2003), la sociedad del conocimiento 
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aparece no como una descripción de la sociedad limitada, sino se la 
inscribe en el desarrollo del capitalismo. Estos autores nos hablan, 
por lo tanto, de una “sociedad capitalista del conocimiento”. Pa-
ra dar cuenta de este concepto, periodizan la historia en sociedades 
de base agraria, sociedades de base industrial y sociedades de ba-
se científica o del conocimiento. Estas últimas “emergen a través de 
una revolución en la capacidad para generar y manejar información, 
la coordinación cada vez más importante en el mundo del trabajo, y 
las interacciones decisivas que son las de cooperación y conflicto en-
tre personas”.

En este sentido previenen, por un lado, a cualquier mirada inge-
nua sobre la sociedad del conocimiento que la restringa al desarro-
llo de las ciencias naturales y tecnologías, ya que argumentan que el 
desarrollo de estas áreas está acompañada por un enorme desarro-
llo de actividades vinculadas al derecho y la gestión. Sostienen, por 
ejemplo, que en términos generales los costos de producción tienden 
a disminuir en relación a los costos de transacción, siguiendo la ter-
minología institucionalista. Pero por otro señalan que el nuevo cono-
cimiento y su expansión a todas las esferas de la vida social han sido 
enormemente desestabilizadoras y ello, en particular, porque se han 
dado en el marco de una reafirmación y profundización del carácter 
capitalista de la economía lo que ha profundizado la asimetría entre 
el capital y el trabajo, pero a su vez entre los países centrales y los paí-
ses periféricos o semiperiféricos.

Con respecto a los últimos, en buena medida no porque emerge 
una economía del conocimiento en ellos, sino por el contrario, por-
que ello no sucede. Esta asimetría, por lo tanto, se traduce en un di-
ferencial de poder que configura el actual subdesarrollo y dependen-
cia de los mismos.

La importancia de las miradas del sur sobre la sociedad de cono-
cimiento no es porque amplían las miradas desde la búsqueda de las 
categorías que la configuran y los procesos que se generan autorrefe-
rencialmente, sino porque recuerdan que las sociedades del sur, peri-
féricas o dependientes, son heterorreferenciales, es decir, su desarro-
llo está signado por efecto o por defecto, o ambos simultáneamente, 
por lo que sucede en los países hegemónicos.
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Pero más allá del sentido y de la mirada que estas dos perspecti-
vas tienen sobre la sociedad del conocimiento, y sin caer en ningún 
optimismo utópico ingenuo, en torno a este concepto parece consti-
tuirse el programa a impulsar para dar cuenta de nuestros problemas 
históricos de desigualdad y de las promesas de desigualdad crecien-
te si no se encaran seriamente transformaciones en este sentido. Aun 
así, ninguna de las dos miradas se plantea una vinculación de la so-
ciedad del conocimiento con el desarrollo de los derechos humanos. 

2.2.	 Los trabajadores del conocimiento y la gestión  
de competencias

En diálogo con las descripciones de la sociedad como sociedad del 
conocimiento, aparece el concepto de los trabajadores del conoci-
miento (knowledge workers). En efecto Bell, que es largamente citado 
por A. Marrero y R. Arocena, en un artículo denominado “The New 
Class: a Muddled Concept”, sostiene que la economía actual, diri-
gida por la información y el conocimiento, es provista por nuevos 
trabajadores profesionales y técnicos del “campo del conocimiento” 
(Bell, 1979).

Esta nueva “clase” emergente, cuya existencia depende de la utili-
zación del conocimiento, consiste en ocupaciones que requieren tra-
bajadores con grado universitario y señala que una importante lista 
de ocupaciones de esas características, es crecientemente demanda-
da por el mercado de trabajo. Estos nuevos universitarios demanda-
dos van desde matemáticos a economistas, investigadores de física e 
incluso hasta profesores de derecho.

El artículo de Bell se inscribe en la problemática sociológica clá-
sica de las clases medias. Estas clases se discutieron en relación a las 
transformaciones que la sociedad tuvo en los años sesenta y setenta, 
y generaron fuertes polémicas. En ellas se va instalando, poco a po-
co, la referencia inequívoca a la creciente relevancia del conocimiento 
en el mundo de la producción de bienes y servicios. Aun así se tarda 
tiempo en unificar la terminología de la descripción, muchos auto-
res hablan de “trabajadores mentales”, otros “trabajadores basados 
en el conocimiento”, otros “analistas simbólicos”. Poco a poco se va 
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generalizando la categoría de “trabajadores del conocimiento” (Da-
rr y Warhurst, 2008).

En cuanto al rastreo de la conceptualización del trabajo, dos as-
pectos son importantes a señalar: el que poco a poco se fue amplian-
do el concepto y aunque se le reconociese cierta especificidad, ya no 
se les percibe a los trabajadores pertenecientes a una clase radical-
mente distinta a la de los otros trabajadores. Y por otro, aunque vin-
culado a lo anterior, que los miembros de esa categoría algo diferen-
te no se delimitase por su acreditación académica, y sí por el trabajo 
real que desarrollasen. Lo que importa es que, en última instancia, el 
producto de sus trabajos fuesen “ideas”, aunque estas adquiriesen o 
se materialicen de las más diferentes formas.

Este doble proceso se debió a la consideración de una problemá-
tica más general que concierne al papel cada vez más importante del 
conocimiento en el trabajo en general y ello debilitaba la frontera en-
tre el trabajo manual y el trabajo intelectual. Comienza a percibirse 
que todos los trabajadores aplican conocimientos en su trabajo más 
allá de cuales fuesen sus calificaciones, tuviesen acreditaciones aca-
démicas o no, y aún si realizasen tareas operarias.

El debate en torno a las clases medias pierde interés en los años 
ochenta, y ello no permitió dar continuidad a esa línea de reflexión 
acerca de la relación que se podía realizarse entre las clases y el cono-
cimiento. Más allá de ello, estos debates repercutieron no solamente 
sobre la consideración de la relevancia de la ciencia y tecnología con 
respecto a la sociedad o en el papel y orientación de la educación en 
el futuro inmediato, sino que también repercutió sobre la mirada ma-
nagerial, en particular sobre las escuelas de negocios.

En efecto, la literatura managerial de recursos humanos comenzó a 
preocuparse en los trabajadores del conocimiento seriamente por la 
incidencia creciente que iban teniendo la ciencia y la tecnología sobre 
los negocios. Se percibió que esta problemática tenía como sopor-
te una categoría de trabajadores, los trabajadores del conocimiento, 
que no podía ser gestionada de la misma manera como se gestiona-
ban los trabajadores manuales clásicos. Y ello porque el conocimien-
to que detentaban estos trabajadores modificaba radicalmente la 
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relación de poder entre el capital y el trabajo, ya que en este nue-
vo contexto los trabajadores poseían los conocimientos estratégicos 
que no poseían sus empleadores (Despres y Hiltrop, 1995).

Esta constatación genera múltiples estrategias de cómo resolver el 
problema que se planteaba pero, simultáneamente, este debate de-
rivó en la mayor consideración de la relevancia de la posesión de co-
nocimientos por parte de todos los trabajadores sin distinciones. En 
los contextos modernos de producción apareció un problema más 
amplio que el de la disciplina y lealtad de los trabajadores del cono-
cimiento a la empresa que los contrataba. Se instaló como centro de 
preocupación la puesta en disposición de todos los conocimientos 
que detentaban los trabajadores en general en los procesos producti-
vos modernos, o sea, en procesos crecientemente complejos.

Básicamente aparecieron dos estrategias para abordar esta nueva 
conceptualización del trabajo: por un lado, una corriente busca con-
trarrestar el nuevo poder potencial de los trabajadores que emana del 
conocimiento que aportan a la producción intentando reapropiarse 
del mismo en algún tipo de leguaje isomórfico que pueda objetivarse 
(ver Supervielle y Quiñones, 2003), Y que si fuese posible patentarlo, 
que es una forma de privatizar el conocimiento. Si no al menos codi-
ficarlo buscando un control de tipo clásico sobre los trabajadores, el 
que canónicamente se construyó entre patrones y asalariados desde 
el siglo xix. Esta tendencia es una suerte de neolaylorismo pero ahora 
no basado en la codificación de los tiempos y movimientos del traba-
jador como en el pasado, sino en codificaciones mucho más sofisti-
cadas apoyadas por programas informáticos de inteligencia artificial 
y de sistemas expertos.

La otra estrategia fue el constatar que esta tarea no es realizable 
de forma totalmente fructífera, ya que implica codificar simultánea-
mente conocimientos teóricos, tácitos, sociales y contextuales, lo que 
supone una complejidad altísima. Ello porque los tres últimos tipos 
de conocimiento no pueden ser ignorados o invisibilizados como en 
el pasado para lograr eficiencia productiva. En efecto, estos conoci-
mientos, los tácitos, los sociales y contextuales, aparecen como de 
muy difícil codificación pero son de enorme importancia para dar 
cuenta de problemas complejos. Esta segunda tendencia admite que 
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no es posible separar totalmente el conocimiento de su conocedor, o 
sea del trabajador, y por lo tanto se requiere una estrategia totalmen-
te distinta en ruptura con la anterior.

Para ejercer un control sobre los trabajadores en este nuevo con-
texto entonces se debe realizar un nuevo tipo de gestión de la fuerza 
de trabajo, y junto a ello se requiere que a todas las categorías de tra-
bajadores se les vaya exigiendo mayores niveles de calificación acadé-
mica. Esta nueva orientación de la gestión de los recursos humanos 
conlleva a una pequeña revolución en este campo de conocimiento 
aplicado en las empresas, porque para ello, y de forma simultánea, 
se amplía la problemática del conocimiento ya no solamente a una 
categoría o clase como señalábamos, sino al trabajador en general.

Esta nueva conceptualización del trabajo se condensa en la de-
nominación de trabajo como “resolución de problemas” a partir de 
los trabajos de Simon, el Premio Nobel de Economía (ver Newell y Si-
mon, 1972), ya que en la medida en que las tareas de fuerza y ruti-
narias son encaradas crecientemente por máquinas, poco a poco las 
tareas del trabajador se hacen más reflexivas y muchas veces se cir-
cunscriben a resolver problemas que pueden ir desde resolver los in-
cidentes no previstos por la programación de las máquinas hasta re-
solver problemas de una naturaleza mucho más amplia y compleja.

Esta cuarta y última conceptualización del trabajo en relación a 
las que había mencionado al inicio del artículo, a diferencia del tra-
bajo como esfuerzo y sacrificio en donde originalmente el trabajo se 
lo concibe desde la perspectiva del esfuerzo físico, aunque luego esta 
idea de esfuerzo haya evolucionado, en el caso de trabajo como “so-
lución de problemas” claramente hace hincapié en el aspecto intelec-
tual, de creatividad y conocimiento en todas sus dimensiones. Y ello 
es así porque a lo que se ve enfrentado el trabajo es crecientemente 
complejo y requiere muchas veces de adoptar opciones entre la toma 
de distintos riesgos (ver Walter y Pucci, 2007).
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2.3.		El trabajo conceptualizado como “solución de problemas”  
se codifica como “competencias”

Un importante debate se instala en la década de los noventa en tor-
no a las calificaciones y las competencias en términos de continuida-
des y rupturas. F. Pucci y S. Nion realizan un cuidadoso análisis de es-
te debate comentando las consecuencias teóricas y prácticas de las 
distintas posiciones. Este debate tuvo múltiples aspectos, incluso, en 
alguna medida, una dimensión política porque el debate permitió a 
las agremiaciones patronales (esto sucedió en Francia) revisar cier-
tos acuerdos con los sindicatos que se renovaban desde la posgue-
rra. Estas revisiones de los acuerdos por las cámaras empresariales se 
orientaban por lo general en una filosofía neoliberal, enmarcada en 
los Acuerdo de Washington y en las políticas de ajuste. Pero más allá 
de este contexto ideológico y del consecuente rechazo por parte de 
los sindicatos de los objetivos desreguladores que las motivaban, el 
cambio propuesto tenía ciertas bases reales por el cambio de la fun-
ción del trabajo en la producción de bienes y servicios que acarreaba, 
también un cambio en las características de los trabajadores que re-
quería la producción con respecto al pasado.

Mertens, revisando la distinta literatura anglosajona, señala una 
distinción fuerte entre calificaciones y competencias. Por calificacio-
nes entiende el conjunto de conocimientos y capacidades que los tra-
bajadores adquieren en los procesos de socialización en el trabajo y 
en la formación profesional. Y por competencias, en cambio, se refiere 
a la puesta en práctica del acervo de conocimientos y habilidades pa-
ra alcanzar resultados en un contexto determinado (Mertens, 1999).

Sin decirlo, explícitamente, esta segunda definición se inscribe en 
la idea de proactividad positiva orientada por resultados acordados 
previamente. Como el tipo de resultados implica una creciente nece-
sidad de resolver problemas, las competencias se validan en la capa-
cidad de resolver problemas en tiempo y forma. En Francia también 
autores distinguen entre calificaciones y competencias. Las califica-
ciones “remite generalmente a títulos, diplomas, grados, certificados 
de aptitud requeridos para ocupar tal o cual puesto”, y las compe-
tencias “valorizan el no sé qué por el cual la calificación se vuelve efi-
ciente y se actualiza en el puesto de trabajo” (L. Demailly, 1987). 
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Otra manera convergente a esta diferencia se da en la siguiente defi-
nición cuando se define la competencia como “el saber movilizar los 
conocimientos, capacidades y cualidades para enfrentar un proble-
ma dado”. (Dadoy et al., 1990).

Desde el origen de la sociología del trabajo se instaló, entre los 
fundadores de la misma, Naville y Friedmann, la polémica de si las 
calificaciones (en el tiempo no se hablaba de las competencias) eran 
del trabajador o eran del puesto de trabajo. Naville sostenía que las 
calificaciones eran del trabajador y, por lo tanto, importaba mucho 
su formación profesional. Friedmann, por el contrario, sostenía: “La 
calificación no pertenece al hombre, pertenece al puesto de traba-
jo” (ver F. Pucci y S. Nion, 2008). Este último, que supone una trans-
formación muy lenta de los puestos de trabajo, es el criterio que pri-
mó en las clasificaciones socioprofesionales en casi todos los países 
del mundo, junto al de las descripciones de tareas que tienen un cla-
ro origen taylorista.

En las nuevas corrientes de construcción de categorías socioprofe-
sionales parecen tender a suplantar esta lógica de categorización por 
otra basada en niveles de problemas a resolver o de niveles de ob-
jetivos a alcanzar (ver Supervielle, 2007). Pero esta nueva lógica re-
quiere de nuevas herramientas complementarias, tanto para evaluar 
la capacidad de las competencias puestas en práctica para resolver 
problemas, como para evaluar las carencias de adiestramiento o for-
mación profesional continua o permanente para alcanzar estas com-
petencias requeridas para resolver dichos problemas. Las herramien-
tas de gestión que se crearon para dar cuenta de si las competencias 
son las requeridas para este cometido o se deben fortalecer a través 
de formaciones, son las evaluaciones de desempeño que poco a po-
co se van instalando en toda gestión de recursos humanos (ver Su-
pervielle, 1998).

En cuanto a los empleos, estos también se van modificando. La óp-
tica en su diseño pasa a incorporar el requerimiento de anticipar las 
de competencias requeridas. En un mundo de trabajo tan cambiante, 
se debe prever los problemas a los que se deberá enfrentar en el futuro 
y, por lo tanto, tomar las disposiciones a nivel de asegurarse los cono-
cimientos necesarios para poder resolverlos (ver N. Mandon, 1999).
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Por ello se crean distintas herramientas de gestión y metodologías 
para dar cuenta de este nuevo contexto. Este es el caso del ETED, mé-
todo inventado por el Cereq, que es el centro de investigaciones sobre 
las calificaciones francés. Este dispositivo tenía por objetivo el mo-
dificar el repertorio francés de empleos con una nueva metodología 
que busca agrupar los empleos individuales en función de sus carac-
teres comunes, dados por el rol socioproductivo que cumplen. Para 
hacerlo desagregan el lugar que ocupa en el proceso de producción, 
al que su trabajo contribuye, su posicionamiento social de interfase, 
la especificidad de sus procedimientos y la finalidad global que orien-
ta a su trabajo.

Retengamos este último criterio, el de la finalidad que orienta al 
trabajo, porque justamente es este uno de los nuevos nexos impor-
tantes que encontramos en la relación del trabajo a los derechos hu-
manos como se verá más adelante, además porque importa saber 
cuáles son los conocimientos movilizados en el trabajo, pues también 
de ellos se desprende una relación fuerte con los derechos humanos. 
La ETED nos propone una calificación de los conocimientos o sabe-
res que con distintas denominaciones es similar en distintos países 
del mundo. Estos son:

•• Saber, o sea los conocimientos de base (lecto-escritura y arit-
mética, pero también puede abarcar el conocimiento de cien-
cias, lenguas y obviamente crecientemente la informática).

•• Saber hacer, que corresponde a las capacidades vinculadas a la 
práctica profesional y los conocimientos correspondientes.

•• Saber ser, que corresponde a saber “actuar” con respecto a los 
demás y al trabajo con sus correspondientes cualidades.

Se intenta así mostrar, a través de distintos niveles de generalidad, 
como el conocimiento poco a poco toma una creciente relevancia en 
las descripciones de la sociedad y que estas descripciones no son aje-
nas a la consideración del trabajo. En consecuencia, ello ha llevado 
a importantes transformaciones en relación a la definición de cate-
gorías para aprehender la realidad en que vivimos, como en la insti-
tucionalización de estas mismas para la codificación de diferencias, 
tanto de conocimientos como de los propios trabajadores. Por ello 
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por la profundidad de los cambios, se considera que nos encontra-
mos frente a una suerte de revolución que obliga a redefinir las rela-
ciones del trabajo con los derechos humanos.

2.4.	Trabajo como resolución de problemas y derechos humanos

La creciente valorización del conocimiento en el trabajo y, por lo tan-
to, en la consideración de los trabajadores conlleva a nuestro enten-
der con una importante transformación en la relación entre el traba-
jo y los derechos humanos, implica cambios radicales en cuanto en 
los derechos de los propios trabajadores.

En efecto, si se toma la clasificación del ETED anterior, se aprecia 
que en todas las dimensiones de los “saberes” existen derechos que se 
van constituyendo más allá de que ya hayan sido reconocidos o no.

a) Con respecto al “saber” es cada vez más claro que el diferencial 
de conocimientos básicos, por ejemplo, tanto el leer y escribir o el co-
nocimiento de las aritméticas y otros lenguajes crecientemente uni-
versales, un segundo idioma o informática, son de los mecanismos 
altamente discriminatorios en materia de acceso al trabajo digno. Y 
además son los mecanismos más discriminatorios en cuanto a los sa-
larios o los ingresos por la prestación de servicios. En este sentido, el 
Plan Ceibal en Uruguay, que se orienta a alfabetizar en informática 
a todo niño en edad escolar, aparece como una medida orientada a 
cubrir un derecho humano que se instala en los tiempos de la socie-
dad del conocimiento.

b) Con respecto a los “saberes hacer”, vinculado a las capacida-
des de la práctica y a los conocimientos correspondientes, se plan-
tea un problema nuevo que es el de cómo adaptar las normas protec-
toras del derecho humano a las nuevas condiciones de trabajo en el 
marco de la sociedad del conocimiento. En efecto, la consideración 
del trabajo como resolución de problemas conlleva una creciente se-
paración entre el tiempo formal de trabajo y el tiempo real del mis-
mo, ya que, en la medida que el trabajo se “inmaterializa” y pierde su 
acotamiento en el espacio y en el tiempo, como se había visto, la bús-
queda de la resolución de los problemas pasa a ser una actividad ne-
tamente intelectual y, por lo tanto, puede realizarse a cualquier hora 
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o en cualquier lugar, y lleva a que las formas tradicionales de contro-
lar el esfuerzo vinculado al trabajo pierdan su eficacia (S. Bologna, 
2006). Este nuevo contexto, en el cual se desarrolla el trabajo, pro-
mete ser un campo de debate importante en el campo de los dere-
chos humanos en los tiempos que se vienen.

Pero además, en función de la nueva definición de las competen-
cias, importando específicamente la aplicación del acervo de conoci-
mientos y habilidades, se van imponiendo poco a poco los sistemas 
de evaluaciones de desempeño, como se había visto, que abren todo 
un nuevo campo de construcción de defensa de los derechos de los 
trabajadores, y ello aún para los ya garantidos por normas legales, 
porque estas requieren adaptaciones y ajustes debido al nuevo tipo de 
regulación social que supone la gestión del trabajo por competencias. 
También estas nuevas situaciones pueden requerir nuevos derechos 
para asegurar la equidad y la seguridad social de los trabajadores.

En efecto, tanto en nuestra práctica académica como en nuestra 
práctica como asesor de sindicatos nos hemos visto en la necesidad 
de asesorarlos en cuanto a las posibles consecuencias de los sistemas 
de evaluación por desempeño que se intentan imponer, llevándolos a 
solicitar la instalación de dispositivos complementarios para evitar los 
potenciales excesos de los evaluadores. Muchas veces, por lo tanto, 
hemos necesitado realizar una evaluación de la herramienta de ges-
tión en concreto para asegurarnos que en la misma no se estuviese in-
fringiendo veladamente derechos fundamentales o empujando a ello.

Por ejemplo, entre los problemas más debatidos con las empresas 
es casi siempre el del sistema de premiaciones o salario variable que 
acompaña a las evaluaciones. Que se ajusten a criterios de accesibi-
lidad universal por el principio de igualdad de oportunidades y que, 
si la empresa no lo aceptase este principio, entonces el sindicato no 
avalase dicho sistema, ya que estas evaluaciones se transforman de 
hecho en una premiación unilateral de la empresa. Un segundo te-
ma que hace específicamente al “saber hacer” es el que los criterios 
de evaluación que incorpora la herramienta también sean materia de 
acuerdo, para que no sean arbitrarios o inteligibles para los trabaja-
dores, pero además para que estos acuerdos no cambien arbitraria-
mente en el período de tiempo que se evalúa. Un tercer tema es exigir 
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que las evaluaciones se apliquen con los mismos criterios por todos 
los evaluadores y, por lo tanto, que la herramienta de evaluación sea 
acompañada de una serie de dispositivos para controlar efectivamen-
te que ello suceda y, para garantizar este aspecto, que la herramienta 
incorpore una serie de protocolos que le den transparencia a la eva-
luación y permitan discutir aquellas evaluaciones contestadas por los 
trabajadores. Todo este ejercicio implica una vigilancia extrema tan-
to a nivel de la aplicación de la herramienta a los trabajadores indi-
vidualmente considerados, como del control a nivel de la aplicación 
global. Este control en última instancia se realiza, en términos gene-
rales, a partir de la matriz del sistema de derechos humanos garanti-
zado por la Constitución.

Esta revisión requirió siempre una doble mirada, desde los dere-
chos individuales, de cómo las medidas propuestas podían afectar 
a un trabajador individualmente y de los derechos en tanto que co-
lectivo, es decir, en qué medida las propuestas podían afectar tan-
to el trabajo del colectivo en sí (buscando la competencia entre los 
propios trabajadores como estrategia de aumentar las ganancias por 
parte de la empresa) o de la propia actividad sindical, o de cualquier 
forma que los trabajadores se diesen para defender sus intereses. Ello 
también le llevó a tomar en cuenta los aspectos subjetivos de los de-
rechos humanos, de cómo estos se perciben o cómo se siente que es-
tos son violados en un sentido sustantivo, aunque no necesariamente 
infligiendo normas legales o convenios acordados. Aunque como so-
ciólogos, también es tarea nuestra encontrar los mecanismos de ob-
jetivación de estas violaciones para poder denunciarlas.

A título de ejemplo, en la revisión de los resultados de una eva-
luación de desempeño muy reciente, encontramos que tendencial-
mente en todas las dimensiones (orientación al cliente, liderazgo, 
orientación a resultados, confiabilidad e innovación/propuesta) las 
evaluaciones de los no afiliados al sindicato eran superiores a la de 
los afiliados. En este caso solicitamos que se reagrupasen las evalua-
ciones por sectores para ver si los sectores que tenían mayor canti-
dad de afiliados en términos porcentuales eran los que funcionaban 
con mayores dificultades, cosa que no se demostró de forma cabal, 
por lo que posiblemente, de forma latente, exista una tendencia a 
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la discriminación sindical por parte de los evaluadores. Se solicitó, 
además, que se hiciesen cuadros comparativos de niveles alcanza-
dos en las evaluaciones por género y por niveles de estudio para tra-
tar de evaluar si existía indirectamente el resultado de algún otro tipo 
de discriminación que funcionase como variable interviniente, pero 
de forma no de forma manifiesta en las evaluaciones que escondiese 
otro tipo de discriminaciones.

c) Con respecto al “saber ser”, este aparece para los trabajadores 
en la práctica como un tema altamente polémico en la medida que 
si bien se reconoce que efectivamente existe una serie de normas de 
funcionamiento “correctos” vinculados a los distintos trabajos espe-
cíficos, y que es necesario conocerlos y comportarse en consecuen-
cia, muchas veces en relaciones de subalternidad (trabajo por sala-
rio, a término, por obra, etc.) se exigen características personales o 
comportamientos que trascienden las cualidades culturalmente ad-
mitidas para cada trabajo específico. Vinculado a la creciente impor-
tancia de la actividad intelectual se requiere también una creciente 
implicación por parte del trabajador y, con ella, una relación de con-
fianza entre el trabajador y el empleador. Es decir, en la sociedad del 
conocimiento muchas veces el trabajador puede perder un cierto ti-
po de autonomía e independencia que había logrado en períodos an-
teriores porque se le exige un compromiso en planos que antes no se 
le exigía. Antes, con realizar correctamente su trabajo alcanzaba, hoy 
muchas veces no porque es necesario un mayor entendimiento entre 
el trabajador y su empleador.

Esta nueva situación laboral plantea problemas a los empleadores 
que no pueden ejercer libremente su autoridad porque deben hacerse 
comprender para que el trabajador pueda ser eficaz, pero particular-
mente plantea problemas a los trabajadores que deben negociar con 
dificultad su espacio de autonomía personal y, sobre todo, su iden-
tidad colectiva, como por ejemplo adhiriendo a un sindicato. Se así 
plantea la difícil frontera entre las exigencias que son inherentes a una 
función en una cultura dada y las que se imponen por poseer una po-
sición jerárquica y su poder correspondiente. En resumen, en qué me-
dida el “saber ser” invocado puede transformarse una imposición ar-
bitraria que atente contra los derechos sociales y aún civiles. Durante 
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la dictadura, los sistemas de evaluación en algunos casos incorpora-
ban hasta el largo del pelo admitido y el tipo de corte de los bigotes. 
En términos generales, en este sentido es necesario revisar que los sis-
temas de evaluación de desempeño no incorporen nuevas normas dis-
ciplinarias que no están acordadas en los convenios generales.

Estos son los principales problemas de regulación de los derechos 
humanos para los trabajadores ante esta nueva conceptualización 
del trabajo como “resolución de problemas”. Pero dicha concepción 
abre también todo un nuevo campo en la relación entre trabajo y de-
rechos humanos, ya que esta relación se proyecta sobre toda la so-
ciedad. En efecto, si conceptualizamos el trabajo “como solución de 
problemas”, ello lleva a considerar los derechos humanos en su vín-
culo con los problemas a resolver en la sociedad en su globalidad, en 
las “consecuencias” del trabajo o de sus productos pueda tener ne-
gativamente en la población. En términos generales, solamente altos 
niveles de enajenación pueden separar la “resolución de problemas” 
específicos de la producción de sus consecuencias para la población. 
Con ello no solo nos referimos a los efectos ambientalistas solamen-
te, sino a otros efectos sociales.

Había señalado anteriormente al referirme a la gestión por com-
petencias que no es posible distinguir el trabajo si no se tiene en 
cuenta su finalidad global. Cuando se hace conciencia del riesgo que 
puede originar el propio trabajo humano (aunque aparezca bajo la 
forma de desarrollo tecnológico, científico y aun científico social), no 
es posible concebir la solución de problemas de forma acotada, defi-
niendo únicamente los fines de tipo instrumental. Por el contrario, la 
consideración de los derechos humanos lleva necesariamente a con-
cebir los fines instrumentales en concepciones más sistémicas, y por 
lo tanto, se debe someter a los fines instrumentales a un proceso crí-
tico racional como lo planteaba la Escuela de Frankfurt antes de la 
Segunda Guerra Mundial.7

7	 Es en este sentido se piensa que el tema del riesgo está ligado al tema del trabajo como “so-
lución de problemas”, alejándose de la posición de U. Beck en la medida en que este se des-
prende de condiciones, en primera instancia, estructurales, pero también de Mary Douglas, 
quien asume una posición constructivista radical que observa el riesgo desde la perspectiva 
de la construcción cultural de las semánticas del riesgo. En este sentido, parece más fecun-
da la concepción de riesgo de N. Luhmann, quien concibe al riesgo como la probabilidad 
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El caso de los riesgos ambientales es obviamente un buen ejemplo 
de los derechos humanos vinculados al trabajo. No hablo de riesgo 
ambiental en el caso de los terremotos, tsunamis, erupciones volcá-
nicas, inundaciones, etc., sino a las perturbaciones del medio am-
biente que son producto de la acción del trabajo directo o indirecto 
del hombre. Es obvio que las fronteras entre ambos tipos de fenóme-
nos son borrosas, ya que muchos fenómenos considerados naturales 
pueden ser un efecto colateral o a distancia del accionar del hombre, 
pero este hecho en realidad refuerza nuestra consideración de la re-
levancia de los derechos humanos con respecto al trabajo en la con-
ceptualización del trabajo como “resolución de problemas”.

En este caso la defensa de los derechos humanos pasa por debatir 
acerca de los fines que orienta la resolución de problemas. Dicho de 
una forma distinta, que en los problemas a resolver se debe incorpo-
rar la consideración de los daños inmediatos o futuros para los seres 
humanos de la solución del mismo.

Como se señaló, la relación entre derechos humanos y trabajo no 
se agota en la toma en cuenta de las consecuencias del deterioro del 
medio ambiente, sino también de las nuevas posibilidades de viola-
ciones a los derechos humanos que genera el trabajo transformando 
el espacio en donde vivimos. Uno de estos espacios es el espacio de la 
privacidad o intimidad, derecho humano de vital relevancia.

Este derecho humano se ha visto violentado a partir de la apari-
ción de las nuevas tecnologías de la comunicación y de la informa-
ción que modifican las posibilidades de guardar privacidad y de ser 
observados, escuchados sin que se otorgue el consentimiento para 
hacerlo. Ello en particular por la dirección que han tomado ciertas 
utilizaciones de estas nuevas tecnologías.

Esta es una preocupación, la de la circulación de datos sobre las 
personas, relativamente reciente, tanto a nivel local como regional 
y mundial. En efecto, con el desarrollo de la informática entre otras 
nuevas tecnologías, y más allá de sus aplicaciones extremamente 

de daños que aparezcan en el horizonte de las decisiones de la acción (ver F. Robles, 2000). 
Nuestra única diferencia con Luhmann es que nosotros cambiaríamos el concepto muy ge-
neral de acción por el de trabajo.
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positivas, se abrió la posibilidad de acceder a la privacidad de las 
personas sin su consentimiento, haciendo de uso público informa-
ción no autorizada, lo que genera una violación grave de los derechos 
humanos. Este fenómeno ha crecido de forma exponencial e inclusive 
ha sido aplaudido, justificado y legitimado culturalmente a través de 
medios masivos como la televisión, el cine o la prensa. Las escuchas 
no permitidas ni advertidas, la actividad de cierto tipo de fotógrafos 
denominados papparazis son todas manifestaciones vinculadas al de-
sarrollo de nuevas tecnologías crecientemente sofisticadas, pero cuyo 
trabajo fue orientado por fines que atentan los derechos humanos.

En todo caso, la defensa de la intimidad o privacidad ha sido con-
sagrada por las constituciones, es decir, las normas de mayor jerar-
quía de los países. En el caso de Uruguay, el artículo 72 de la Consti-
tución señala genéricamente: “La enumeración de derechos, deberes 
y garantías hecha por la constitución no excluye los otros que son in-
herentes a la personalidad humana o se derivan de la forma repu-
blicana de gobierno”. En la sección ii, derechos deberes y garantías, 
capítulo I, artículo 28, se dice: “Los papeles de los particulares y su 
correspondencia epistolar, telegráfica o de cualquier especie son in-
violables y nunca podrán hacerse su registro, examen o intercepta-
ción, sino conforme a las leyes que se establecieren por razones de in-
terés general”.

Pero más allá de estas normas de carácter general ya estableci-
das en la mayoría de las constituciones latinoamericanas, al modifi-
carse estas en Brasil 1988, y durante la década de los noventa, la de 
Colombia en 1991, Paraguay en 1992, Perú en 1993, Argentina y Ve-
nezuela en 1994, Ecuador en 1998, han introducido normas de pro-
tección de datos, algunas de ellas haciendo explícita la mención al 
habeas data. Este nuevo concepto es justamente una garantía de ter-
cera generación, que da derecho a poder acceder a registros o ban-
cos de datos y conocer los datos almacenados sobre él, y en caso de 
existir falsedad o discriminación, corregir dicha información o pedir 
su confidencialidad.

Es interesante señalar también que la de Venezuela y Perú hacen, 
por primera vez, mención explícita a la informática limitando su uso 
en cuanto a la posibilidad que suministren informaciones que afectan 
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la intimidad personal y familiar. En términos generales se siguen las 
garantías que ya se obtuvieron en Europa en décadas anteriores. Uru-
guay que es uno de los países que no ha modificado su Constitución 
en este período, igualmente se ha preocupado por el tema a través de 
una ley de 1994 de protección de datos personales para ser utiliza-
dos en informes comerciales y acción de habeas data (ver Pérez Pérez, 
2006). Este es un ejemplo de cómo frente al desarrollo de los frutos 
del trabajo en la sociedad del conocimiento, los derechos humanos 
deben reformularse para mantener su vigencia en la práctica.

La tercera consideración acerca de las relaciones del trabajo con 
los derechos humanos tiene que ver con el hecho de que el mundo de 
trabajo, por su relevancia en nuestras sociedades, puede ser y ha sido 
vehículo de reforzamiento de relaciones discriminatorias que se pro-
yectan sobre toda la sociedad: tanto el caso de las relaciones de corte 
racista sea cual sea el origen de la diferenciación, como el de las dis-
criminaciones de género femenino.

En Uruguay, la legislación laboral tuvo un carácter protector de la 
mujer desde las primeras décadas del siglo xx, pero las prácticas dis-
criminatorias tomaron formas sinuosas que muchas veces solamente 
puede visualizarse a partir de la información de datos agregados o de 
análisis cualitativos en profundidad. O sea, las discriminaciones mu-
chas veces no se traducen en normas discriminatorias, sino en prácti-
cas reales que, a veces, son extremadamente sutiles.

La incorporación de la mujer al trabajo, por ejemplo, muestra que 
la brecha masculina-femenina sigue siendo una de las bases sobre las 
cuales se organiza el mercado laboral, aun cuando las modalidades 
de dicha diferenciación se modifiquen en el tiempo. Y estas discrimi-
naciones tienen un fuerte impacto sobre la situación de la mujer en la 
sociedad vista desde su globalidad porque pasa implícitamente o ex-
plícitamente por la consideración del lugar que ocupan en el traba-
jo remunerado debido a la significación que tiene para el logro de su 
realización personal y desarrollo de su autonomía (ver Aguirre, 2008).

La dinámica de la transformación del trabajo en la sociedad del 
conocimiento, tanto para los trabajadores o para la sociedad glo-
balmente considerada, puede dejar obsoletos derechos humanos o 
al menos su práctica efectiva. Conllevan, además, la posibilidad o la 
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obligación de definir nuevos derechos en función de nuevas discrimi-
naciones, desigualdades o condiciones de existencia inaceptables pa-
ra la persona o para colectivos humanos específicos.

Pero también en este nuevo mundo, extremamente complejo inesta-
ble y cambiante, no hemos abandonado las revoluciones de los trans-
génicos y entramos en la revolución de la nanotecnología que nueva-
mente transformará el trabajo y la sociedad de forma importante y, 
por lo tanto, nos encontramos ante un horizonte pleno de riesgos e in-
certidumbres, aunque también lleno de desafíos y de transformacio-
nes, donde las violaciones a los derechos humanos a veces no son re-
conocibles en actos claramente definidos, sino que aparecen como 
consecuencia de acciones aparentemente anodinas pero que provocan 
violaciones a través de largas cadenas causales. En estos casos, más 
allá de la fuerza simbólica e institucional de las constituciones, las nor-
mas que allí se establecen en esta materia no parecen ser del todo efi-
caces para contrarrestarlas. Aparece entonces la necesidad de comple-
mentarlas con una constante vigilancia de la aplicación práctica de los 
derechos humanos o al menos de los principios que los orientan. Enca-
rando así, verdaderas luchas para imponerlos en la práctica o en nue-
vos textos legales más ajustados a las realidades que se viven.

3. Consideraciones finales

3.1.		Inclusión y exclusión desigual y otras formas de articular  
los derechos humanos

Una vez propuesta nuestra teoría de la vinculación de las conceptua-
lizaciones del trabajo y los derechos humanos, es necesario advertir 
que la existencia simultánea de tensiones entre las distintas concep-
tualizaciones, y en particular en relación a la defensa de ciertos dere-
chos humanos, pueden perjudicar el ejercicio de otros.

Esta relación de las distintas conceptualizaciones de trabajo y la 
formulación de derechos humanos que las especifican, lleva a Amar-
tya Sen a distinguir la exclusión de la inclusión desigual (o en condi-
ciones de desigualdad) (Sen y Kliksberg, 2008). En cuanto a la exclu-
sión, considera violaciones a los derechos humanos en situaciones 
tales como ser despojado de la libertad de expresión o excluido de la 
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atención médica o del seguro de salud. En nuestra propuesta, en las 
distinciones que nosotros realizamos, corresponderían a las violacio-
nes al derecho a tener una identidad laboral y en particular a poder 
proyectarse en la sociedad a través de ella.

En este sentido, las violaciones derivadas de esta conceptualiza-
ción del trabajo forman parte de lo que este autor entiende por exclu-
sión (aun cuando incluya en la categoría de exclusión la violación a 
los derechos humanos que no están vinculados al trabajo). En cuan-
to al concepto de inclusión desigual (o en condiciones de desigual-
dad), A. Sen identifica el trabajo en condiciones de “explotación”, o 
sea a los derechos humanos que se derivan de la conceptualización 
de trabajo como esfuerzo y sacrificio o mercadería.

La distinción es, para este autor, de importancia porque sostiene que 
“la inclusión desigual” puede hacer invisible a las violaciones de derechos 
humanos que están ligadas a fenómenos de exclusión. Sostiene que “[...] 
el propio hecho de que personas distantes se interesen por situaciones 
como el trabajo en condiciones de explotación en países lejanos es sin 
duda positivo. “Y [...] pueden, en numerosos casos, contribuir a una me-
joría real de las condiciones de trabajo para los trabajadores afectados 
[...] dando así un paso orientado a la justicia global”. Sin embargo, tam-
bién sostiene este autor, hay un aspecto negativo inherente a centrar la 
atención en el tema de la inclusión desigual y desfavorable si no se abor-
da al mismo tiempo el problema de la exclusión, porque si dichas pro-
testas generan el cierre de las unidades de producción donde se trabaja-
ba en condiciones de explotación, pueden arrojar a la exclusión aquellos 
que eran incluidos desfavorablemente. Su conclusión es que “[...] tene-
mos que tener presente las dos modalidades de desigualdad y trato des-
favorable y carente de equidad –tanto de exclusión como en la inclusión– 
y es necesario no confundir una con la otra”.

En algún sentido similar al de Amarya Sen, en trabajos nuestros in-
tentamos distinguir el desempleo de la exclusión del trabajo, enten-
diendo por este último concepto como aquel que al perder el trabajo 
pierde simultáneamente su profesionalidad (Supervielle y Quiñones).8

8	 La exclusión del empleo es el caso de aquellos que pierden su trabajo porque la empresa cie-
rra, y con su cierre, se abandona la actividad productiva en el país o la región. Podría ser el 
caso de los mineros de carbón en muchos países europeos cuando se abandonó el carbón 



Trabajo y los derechos humanos... 187

Otro momento crucial para la discusión de la articulación de los 
derechos humanos vinculados al trabajo fue durante los grandes de-
bates sobre las leyes de la regulación obrera a principios del siglo XIX. 
En estas instancias se debatía acerca de los derechos humanos del 
trabajo derivado de la conceptualización del mismo como mercade-
ría (en nuestra propuesta de definición), en el sentido que se refería 
al derecho a la venta de su fuerza de trabajo, por un lado; y a los de-
rechos derivados de la conceptualización del trabajo como eje de la 
constitución de una identidad profesional, y a partir de ella, de un 
ciudadano con plenos derechos se percibe en las argumentaciones 
que le dieron inicio a las leyes laborales.

José Enrique Rodó, el pensador uruguayo, hace 100 años, en su li-
bro Motivos de Proteo (Rodó 1908), comentando uno de los proyectos 
de ley uruguayo que finalmente redujo la jornada laboral a ocho ho-
ras, percibía las posibles contradicciones que se podían generar entre 
los distintos derechos humanos vinculados al trabajo en función de 
cual fuera la conceptualización dominante del mismo.

En el período en el que se inicia la regulación de la jornada de tra-
bajo, del trabajo infantil y la jornada de la mujer, las horas extras y su 
remuneración, e invocando los derechos al trabajo y se contraponían 
a los derechos, se argumentaba que se derivan la necesidad de limi-
tar el esfuerzo junto al de la identidad profesional, o sea, en este últi-
mo caso de ocupar un lugar en el mundo a partir de esta identidad.

Señala Rodó: “La limitación de la jornada de trabajo es, en todas 
partes, la más vehemente y porfiada de las reivindicaciones obreras. 
Fúndase esa reivindicación en la necesidad de proporcionar el esfuer-
zo a la medida de la resistencia normal de la salud y del derecho a dis-
poner, fuera de la tarea obligatoria, de algún tiempo de reposo de es-
píritu o de la actividad personal y libre”.

como fuente de energía. En los casos que vimos en Uruguay, me refiero a los trabajadores 
del vidrio que al cerrarse empresa deja de producirse vidrio en el país, o el caso de una fá-
brica textil en una región que dejó de producir este rubro. Puede también ser el caso de im-
portantes cambios tecnológicos que hacen desaparecer profesiones enteras, por ejemplo, 
en la impresión o por razones de edad, cuando al perder el empleo se sabe que nunca más 
se obtendrá un empleo similar, con el mismo estatus socioeconómico. Es decir, no se trata 
de un simple desempleo que presupone el traslado de un puesto de trabajo a otro en otra 
empresa, sino de una auténtica pérdida de profesionalidad y de los derechos articulados al 
mismo (ver M. Supervielle y M. Quiñones, 2005).
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Y más adelante se pregunta: “¿Es legítima la intervención del poder 
público para restringir la libertad individual en el trabajador que con-
trata sus servicios por más de cierto número de horas?”, es decir, tie-
ne limitaciones el artículo constitucional de la época por el cual “to-
do habitante del Estado puede dedicarse al trabajo, cultivo, industria 
o comercio que le acomode, como no se oponga al bien público o 
al de los ciudadanos.” Rodó hace hincapié en que es el concepto de 
bien público el que permite que a los ciudadanos se les límite lo que la 
Constitución ha señalado como “ejercicio de las energías laboriosas”, 
porque desde su perspectiva la salud pública forma parte del bien pú-
blico antes mencionado. Sostiene que el Estado no puede pertenecer 
ajeno a que el “obrero rinda la vida o la salud por exceso de trabajo”; 
por lo tanto, hay en este caso un interés que no es solamente indivi-
dual. Sobre esto argumenta: “No es un mero hecho de interés indivi-
dual el que procede de una situación que alcanza a muchos millares 
de individuos; el que sirve de exponente a los peligros y sufrimientos 
que esta situación entraña para parte numerosa de la sociedad”.

Pero su argumento no se detiene en la problemática de la salud 
y de la posibilidad de perder la vida por accidentes fruto del agota-
miento. Rodó sostiene: “Aun cuando la integridad física no padecie-
ra en exceso en el tiempo de trabajo, padecería fatalmente la integri-
dad de la persona moral, tal como lo requiere la idea de civilización, 
la idea de libertad y la idea de racionalidad”, porque no se le daría 
tiempo al trabajador a “ocuparse de la familia, a la vida cívica, a la 
participación consciente en los actos fundamentales de la colectivi-
dad y ciertas expansiones elementales de la vida de la inteligencia”. 
Para culminar el desarrollo de su posición sostiene que el principio de 
igualdad democrática se basa en “[...] el reconocimiento de los de-
rechos que determinan la igualdad civil y política no pasaría de una 
burla siniestra si la sociedad confirmase con su indiferencia una si-
tuación en que el ejercicio de gran parte de los derechos estaría físi-
camente imposibilitado por una parálisis aún más invencible que la 
que inutiliza los órganos del movimiento. Todas estas consideracio-
nes concretan evidentemente, una faz de ese bien público a que se ha 
referido la constitución uruguaya”.
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En síntesis, Rodó parte de un derecho social, el derecho al traba-
jo que se deriva del derecho a la profesionalidad o centralidad, pa-
ra a través de su limitación defender otro derecho, el de la limitación 
del esfuerzo o sacrificio, y para defender otros derechos sociales y cí-
vicos como los de tener tiempo de ocuparse de su familia y de poder 
cultivarse y participar ciudadanamente.

A partir de estos dos ejemplos quiero señalar que la relación en-
tre los derechos humanos, en su articulación con las distintas con-
ceptualizaciones del trabajo, se establece entre sí, en el mundo real, 
relaciones complejas de tipo sistémico que a veces aparecen como 
alternativas y otras como complementarias. Ante esta complejidad, 
aparece todo un mundo de necesidad de definiciones estratégicas en 
cuanto a la implantación de los derechos humanos o de su defensa.

Por otro lado, en la sociedad del conocimiento esta situación se 
complejiza en la medida que la conceptualización del trabajo como 
“resolución de problemas” genera nuevas situaciones que requieren 
la adaptación de derechos fundamentales, nuevos derechos a regla-
mentar, ya se ha visto las normas en relación a las habeas data en 
términos generales, pero este avance de la informática también tie-
ne aplicaciones en el campo específico de los trabajadores que han 
debilitado las fronteras entre la esfera del trabajo y la esfera de la vi-
da privada. Crecientemente esta última, en muchas empresas, es ava-
sallada por controles administrativos excesivos que violan la privaci-
dad de los trabajadores y que incluso efectúan “trazabilidades” de 
las actividades los mismos fuera de los horarios de trabajo, etc. Tam-
bién la informática da la posibilidad de que el trabajo puede llegar 
a tener una vigilancia continua aún mayor que la que se establecía a 
los trabajadores manuales. Todo ello requiere nuevas normas legales 
en América Latina tal como van apareciendo en Europa, pero tam-
bién es necesario negociaciones y acuerdos específicos al nivel de la 
empresa para que los derechos puedan ser realmente ejercidos y un 
ejercicio de vigilancia dinámico pueda ser ejercido a partir de organi-
zaciones intermedias de la sociedad, ONG, sindicatos u otros orga-
nismos públicos o privados que complementen a los sistemas legales 
(ver H. Bouchet, 2002).
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3.2.	Propuesta de programa de la sociología del trabajo  
en la sociedad del conocimiento

Mientras el sistema socioeconómico dominante sea el capitalismo, 
este será un referente ineludible para entender la evolución de las so-
ciedades. Aunque también el trabajo, las formas que toma, los espa-
cios que ocupa para valorizar al capital, entre otras, son otro referen-
te ineludible de cualquier descripción de la sociedad actual.

Es a partir de estas referencias básicas que se debe encarar la pro-
blemática del trabajo en la sociedad del conocimiento, o sea, en la 
actualidad. Pero no es posible entender su evolución y dinámica si si-
multáneamente no se observa la dinámica cultural que se acopla a 
las transformaciones materiales del capitalismo. En este último as-
pecto importa señalar dos fenómenos culturales importantes. El pri-
mero es el de la hegemonía que tomó la retórica neoliberal en las cla-
ses dominantes, en las empresas multinacionales y en los aparatos 
del Estado, particularmente en los ministerios de Economía. El se-
gundo es la crisis del “socialismo real” que arrastró junto a él los últi-
mos vestigios de los metarrelatos emancipatorios que dominaron los 
dos primeros tercios del siglo pasado.

El neoliberalismo hizo que la retórica del mercado y la competen-
cia se transformasen no solamente el discurso dominante, sino que 
también en el discurso único no dejando casi lugar a otras retóri-
cas sobre lo social y lo económico. Y cuando no pudo destruir estas 
otras retóricas que dieron fundamento a instituciones fundamenta-
les en nuestras sociedades, estas fueron evaluadas en función de lo 
que generaban como dificultad para el desarrollo de los mercados. 
Toda institución, por lo tanto, pasó a ser evaluada en función de cos-
tos, beneficios, rentabilidades, productividad, eficiencia interna co-
mo también en el impacto que su accionar podía tener para la eco-
nomía general, abandonando otros problemas a resolver como el de 
la integración y la exclusión social, por ejemplo.

A su vez, el impacto de la crisis del socialismo real, en lo que con-
cierne al mundo del trabajo y de las organizaciones de los trabajado-
res, fue tal que da la impresión de que le hizo perder el “alma” a estas 
organizaciones sociales, ya que perdieron en gran parte sus objetivos 
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finalistas. Este fenómeno es perceptible en América Latina con la pérdi-
da de referencia a la revolución social o más simplemente a la referen-
cia a transformaciones revolucionarias de la sociedad en los discursos 
militantes, referencias que en un pasado relativamente reciente eran 
cotidianas. Este fenómeno se dio tanto en los partidos de izquierda 
(por ejemplo, ya no se habla de partidos obreros salvo que arrastren el 
nombre desde otras épocas) como en los sindicatos. En lo que se refie-
re a estos últimos, este “vaciamiento de sentido” no supuso necesaria-
mente abandonar la panoplia de medidas y mecanismos para buscar 
lograr sus aspiraciones, conservaron incluso las medidas más radicales 
que se usaban en el pasado, sin embargo, aun entre sus dirigentes, en 
términos generales, se perdió la referencia a las transformaciones revo-
lucionarias que debían darle sentido último a su accionar y a su sacrifi-
cio para imponer sus puntos de vista.

La mayoría de las veces se perdió una perspectiva de tipo estraté-
gico que apuntase a la construcción de una sociedad distinta. Se ca-
yó entonces en una variada constelación de reivindicaciones corpora-
tivas sin una orientación estratégica de tipo finalista que le diese ese 
sentido global. Pero más allá de ello fueron el casi el único muro de 
contención ante las profundas desregulaciones (o si se quiere flexibi-
lizaciones no acordadas) que tuvo el mundo del trabajo en los últi-
mos años, con todos los avasallamientos a los derechos humanos y 
sociales que conllevaron.

El aparente agotamiento del neoliberalismo, al menos en el pla-
no cultural –ya nadie quiere ser tildado de tal en estos últimos tiem-
pos–, y la aparición, todavía incipiente pero que va tomando forma 
de un nuevo o de nuevos metarrelatos emancipatorios, se intenta re-
semantizar al socialismo, por ejemplo, buscando una descripción de 
la sociedad global desde una mirada desde el sur o en torno a nuevos 
conceptos como el de poscolonialismo (Santos, 2007). Pero este es-
fuerzo que no es menor y presupone, además de lograr y de dar con-
sistencia a estos nuevos proyectos en las usinas académicas, ser apro-
piado por nuevos o viejos actores renovados, de tal forma que estos 
nuevos metarrelatos emancipatorios dejen de ser solamente ideas, si-
no también tengan sujetos sociales que los impulsen.
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Pero ¿qué hacer mientras se construyen estos metarrelatos eman-
cipatorios?

En los últimos veinte años de actividad académica y de actividad 
como asesor de sindicatos, me he visto enfrentado a esta retórica 
empresarial crecientemente monopolizada por la retórica económi-
ca vulgarizada y señalada previamente, que justificaba cualquier tipo 
de acción contra los derechos de los trabajadores fundada en los “re-
querimientos del mercado”, de “obligaciones” que generaba la com-
petencia, de la “imprescindible” racionalización de costos u otras 
argumentaciones de esta naturaleza. En el campo específico de con-
sulta por parte de los sindicatos y sobre todo por aquellos que per-
tenecían a empresas multinacionales, se me pidió fundamentalmente 
que analizase la creciente cantidad de herramientas de gestión de re-
cursos humanos que se iban instalando en la gestión de los trabaja-
dores. Sobre el que más se me consultó fue sobre los sistemas de eva-
luación de desempeño que he señalado, que de hecho, sin que fuese 
explícito, era un indicador de la transformación de la gestión de per-
sonal de tipo tradicional a una gestión por competencias.

Intuitivamente se percibía que este proceso transforma más o me-
nos radicalmente el estatuto histórico del trabajador, pasando de ser 
un asalariado, un trabajador estándar, a una situación mixta en la que 
recibía un salario general, pero una importante porción de su ingre-
so depende de su evaluación personal con todas las connotaciones de 
“saber”, “saber hacer” y “saber ser” a las que me he referido previa-
mente, transformándose entonces en un trabajador individuado.

Otras herramientas de gestión de los recursos humanos como la ra-
cionalización, la tercerización o de control de calidad también traían 
transformaciones en la relación de trabajo sin ser discutidas de forma 
transparente entre el empresario y los trabajadores,  centrado unilate-
ralmente en los argumentos de tipo económico antes señalado. Fren-
te a esta argumentación que muchas veces tenía un fuerte sustento de 
realidad, y que una actitud cerrada de rechazo por parte de los sin-
dicatos, podía tener efectos paradójicamente peores que aceptar las 
transformaciones propuestas en términos generales, fue necesario en-
contrar una matriz conceptual alternativa a la retórica económica vul-
garizada para poder negociar salidas aceptables para los trabajadores.
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Encontramos que la matriz conceptual alternativa al discurso eco-
nómico vulgarizado dominante fue justamente la de los derechos hu-
manos y particularmente los derechos sociales y civiles. Se buscó an-
teponerlo al discurso dominante.

Esta orientación del asesoramiento siempre tuvo buena recepción 
en la medida que la retórica de los derechos humanos forma parte de 
las “reservas de experiencia” de los trabajadores (en el sentido que le 
da Shutz al concepto) y, por lo tanto, no les resulta una retórica eso-
térica, puede no ser “tematizada” explícitamente e igual se entiende 
y comparte.

Por ejemplo, en una ocasión tuve que asesorar la negociación de 
un convenio laboral en una empresa de un ramo muy orientado a las 
exportaciones, pero que a su vez el mercado de sus productos estaba 
sujeto a las regulaciones de “cierre” o “apertura” de tipo político en 
los países a los que se exportaba. Era importante asegurar, o al me-
nos reducir en lo posible, la incertidumbre de los trabajadores de di-
cha empresa ligados a factores de riesgo externos. En este caso, la de-
fensa de los derechos sociales de los trabajadores pasó por la firma 
de un convenio que regulaba los procedimientos de contracción del 
personal en caso de una situación de crisis externa desfavorable, ase-
gurando así a cierto nivel los derechos sociales de los trabajadores.

El programa de sociología de trabajo que propongo, por lo tan-
to, es justamente analizar el mundo del trabajo a partir de la matriz 
de los derechos humanos, sociales y civiles aun sabiendo que los mis-
mos están constreñidos por la lógica económica pero, a su vez, con 
conocimiento de que esta lógica económica también debe ser cons-
treñida por la lógica de los derechos humanos y civiles. Esta matriz 
que proponemos debe incorporar obviamente las normas constitu-
cionales pero también las “metanormas” o valores que orientan di-
chas normas constitucionales porque es la única forma de dar cuen-
ta y evaluar situaciones inéditas que no están reguladas previamente 
a las que nos enfrentaremos sin ningún lugar a dudas en el futuro.

En cuanto a los metarrelatos emancipatorios, más allá de la im-
portancia de la búsqueda y construcción de los mismos y de su sus-
tanciación en movimientos sociales, ellos no pueden subsumir a los 
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derechos humanos, sociales y civiles. En la historia de la humanidad 
y aún en la historia muy reciente, en nombre de metarrelatos emanci-
patorios se han avasallado derechos muy primarios, por lo que tam-
bién consideramos que la investigación y el desarrollo de los derechos 
humanos deben tomar autonomía de cualquier metarrelato emanci-
patorio aunque dialogue muy fuertemente con él.

Bibliografía

Aguirre, R. (2008). “Relaciones de género en la sociedad uruguaya 
del siglo xx. Cambios y continuidades”. En El Uruguay del siglo xx, 
tomo iii: “La sociedad”. Ed. Depto. de Sociología, Fac. de Cien-
cias Sociales, Udelar, Banda Oriental.

Arocena, R. (2008). “Sobre la llamada sociedad del conocimiento”. 
En Arocena, R., I. Bortagaray y J. Sutz. Reforma universitaria y De-
sarrollo. Uruguay: Udelar.

Bologna, S. (2006). Crisis de la clase media y posfordismo. España: Ed. 
Akal.

Bell, D. (1979). “The New class; a muddled concept”. En Society 17. 
EEUU.

Bouchet, H. (2002). Rapport sur la cybersurveillance pour le compte de la 
CNIL. Francia.

Castel, R. (1995). La métamorphose de la question sociale. Francia: Fa-
yard.

Dadoy, M. et al.(1990). “Les analyses du travail, enjeux et formes”. 
Cereq. Coll des etudes 54. Francia.

Darr, A. y Ch. Warhurst (2008). “Assumptions, Assertions and the 
need for Evidence”. En Current Sociology, vol. 56, n.° 1. EEUU.

Demailly, L. (1987). “La qualification ou la competence profession-
nelle des enseignants”. En  Sociologie du travail num. especial, 1/ 
87. Francia.

Despres, C. y J. M. Hiltrop (1995). “Human Resource Management 
in the knowledge Age: Current Practice and Perspectives on the 
Future”. En Employee Relations n.° 17. EE. UU.



Trabajo y los derechos humanos... 195

Lema, F. (2001). “Sociedad del conocimiento: ¿desarrollo o depen-
dencia?”. En Aguirre, R. y K. Batthyany (coords.). Trabajo, géne-
ro y ciudadanía en los países del Cono Sur. Uruguay: Cinterfor OIT.

Mandon, N. (1999). El Método ETED (Empleo-Tipo Estudiado y su Diná-
mica). Argentina: Ed. ATS, Programa de I. Económicas sobre 
Tecnología, Trabajo y Empleo (Conicet), Lumen-Humanitas y 
MT y SS.

Marrero, A. (2007). “La sociedad del conocimiento; una revisión teó-
rica de un modelo de desarrollo para A. Latina”. En Mazzei, E. 
(comp.). El Uruguay desde la Sociología IV. Uruguay.

Mertens, L. (1996). Competencia laboral: sistemas, surgimiento y modelo. 
Uruguay: Cinterfor, OIT.

Newell, A. y H. A. Simon (1972). Human Problem Solving. Englewood 
Cliffs (NJ): Prentice Hall.

Pérez Pérez, Alberto (2006). “Datos de la persona y Derechos huma-
nos en el Mercosur”. Informe final ante la Comisión sectorial 
de Investigación Científica. Uruguay: Udelar.

Pillon, Th. y F. Vatin (2003). Traité de Sociologie du Travail. Francia: Ed. 
Octares.

Pucci, F. y S. Nion (2008). “La construcción de competencias en la 
actividad de producción gráfica de la Universidad de la Repú-
blica”. En Revista Relaciones laborales n.° 12. Uruguay.

Robles, F. (2000). El desaliento inesperado de la modernidad. Chile: Edi-
ciones Sociedad Hoy.

Rodó, J. E. (1957). “Del trabajo obrero en Uruguay. Con motivo a 
la ley propuesta en 1906 por el gobierno uruguayo”. En Obras 
Completas: El mirador de Próspero. Ed. Aguilar.

Santos, Boaventura de Souza (2007). “De lo posmoderno a lo pos-
colonial, y más allá de lo uno o de lo otro”. En Kozlarek (ed.). 
De la teoría crítica a una crítica plural de la modernidad. Argentina: 
Editorial Biblos.

Supervielle, M. (2007). “La Evolución del Concepto de Trabajo y su 
Relación con los Derechos Humanos”. En Zapirain, H. y M. 



Marcos Supervielle196

Supervielle. Manual docente: Construyendo el Futuro con Trabajo De-
cente. Uruguay: Ministerio de Educación y Cultura, Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, ANEP, Consejo de Secundaria, 
Consejo de Educación Técnica Profesional, Oficina Subregio-
nal de la OIT para el Cono Sur de América Latina.

____ (2006). “La importancia del Sistema de clasificación de las ca-
tegorías para los trabajadores”. En Mazzei, E. El Uruguay desde 
la Sociología. Uruguay: Depto. de Sociología. Fac. De Ciencias 
Sociales, Udelar.

____ (1998). La eficiencia de las herramientas de gestión y su significación pa-
ra los trabajadores, policopiado para la reunión Orstom-Inidet.

Supervielle, M. y M. Quiñones (2005). “De la marginalidad a la exclu-
sión social: cuando el desempleo desaparece”. En Álvarez Le-
guizamón, S. (comp.). Trabajo y producción de la pobreza en Latino-
américa y el Caribe. Argentina: Ed. Flacso- CROP.

Tripier, Pierre (1999). “Un sociologue face au mouvement de la qua-
lité”. En Mispelblom Beber, Federik. Au-delá de la qualité (prólo-
go, 2.ª ed. argumentada). Francia: Ed. Syros.

Walter, J. y F. Pucci (2007). La gestión del riesgo y las crisis. Argentina: Ed. 
Ateneo, San Andrés y Foncsi.



197

El trabajo no debe dañar la salud del trabajador

Julio César Neffa

Según la OIT,

[...] el Trabajo Decente resume las aspiraciones de la gente durante su 
vida laboral. Significa contar con oportunidades de un trabajo que sea 
productivo y que genere un ingreso digno, seguridad en el lugar de tra-
bajo y protección social para las familias, mejores perspectivas de desa-
rrollo personal e integración a la sociedad, libertad para que la gente ex-
prese sus opiniones, organización y participación en las decisiones que 
afectan sus vidas, e igualdad de oportunidad y trato para todas las mu-
jeres y los hombres. (OIT-Sercotec, 2011).

Cabría completar este listado con la mención a buenas condicio-
nes y medio ambiente de trabajo, trabajar con autonomía y contro-
lando los riesgos psicosociales en el trabajo.

En todos los modos de producción que se han verificado históri-
camente, el proceso de trabajo tiene un papel determinante porque, 
según sea la articulación entre la fuerza de trabajo, actuando sobre 
los objetos de trabajo con apoyo en los medios de trabajo para pro-
ducir bienes, servicios, información o conocimientos que satisfacen 
necesidades sociales, genera un excedente por encima del costo de 
reproducción de la fuerza de trabajo, el cual está en la base del régi-
men de acumulación del capital.

Históricamente, en el modo de producción capitalista el exceden-
te se ha ido obteniendo de manera irregular atravesando las crisis y 
los procesos de reestructuración del sistema productivo nacional e 
internacional que se desencadenan para evitar, frenar o controlar la 
caída de las tasas de ganancia.

La crisis económica internacional que se desencadenó a media-
dos de los años setenta y que afectó directamente la economía real, 
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obligó a los países y a los empresarios a reestructurar los sistemas 
productivos y el comercio internacional, dando lugar a un nuevo pa-
radigma productivo que desde los países capitalistas hegemónicos se 
desplegó hacia los demás, dando lugar a los procesos de mundiali-
zación, financiarización, desregulación, reducción del gasto público, 
privatización, reestructuración y desindustrialización, reducción del 
costo laboral y flexibilización en el uso de la fuerza de trabajo, revalo-
rizando el papel del mercado como institución para adoptar decisio-
nes racionales y optimizar los resultados. Estos procesos se apoyaron 
en la rápida introducción de las nuevas tecnologías y especialmente 
las TIC en todos los sectores y ramas de actividad, transformando la 
organización de las empresas, de la producción y del trabajo en un 
contexto de estancamiento económico, desempleo elevado, inflación 
y freno o caída de los salarios reales. La otra tendencia que predomi-
na desde la crisis de los años setenta en los PCI es el de la concentra-
ción de los ingresos y de la riqueza y el crecimiento de la desigualdad 
en materia de ingresos.

Por impulso del nuevo paradigma productivo las empresas adop-
taron políticas más definidas y exigentes para evitar la caída de sus 
tasas de ganancia y apropiarse de más excedente, pero utilizando 
nuevos métodos de disciplinamiento y control para lograr la intensi-
ficación del trabajo asalariado. Sin tener mayores alternativas porque 
los asalariados dependen de su salario para asegurar la reproducción 
de su fuerza de trabajo, los asalariados aceptan involuntariamente 
una condición de “servidumbre consentida” y han quedado someti-
dos a la lógica de producción y acumulación del capital en condicio-
nes de mayor heteronomía, dependencia y subordinación que en el 
pasado y expuestos no solo a los riesgos del medio ambiente de tra-
bajo, sino también a los nuevos riesgos psicosociales en el trabajo.

En estas condiciones es necesario reflexionar acerca de los princi-
pios y fundamentos del valor del trabajo humano y su relación con la 
salud física, psíquica, mental y social, de lo cual depende que el trabajo 
sea vivido como un placer y sea fuente de felicidad de los trabajadores.

1) El trabajo humano, actividad voluntaria orientada hacia una 
finalidad, es una necesidad humana y un derecho, y al mismo tiem-
po la condición necesaria para la producción de bienes, servicios, 
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información y conocimientos que tienen una utilidad social porque 
permiten la satisfacción de necesidades para hacer posible la repro-
ducción de la especie humana. Es el factor creador del valor que tie-
nen incorporado los productos generados. Los frutos del trabajo 
trascienden al trabajador, pues levantan las restricciones propias del 
cuerpo humano en cuanto al tiempo (el resultado del trabajo sobre-
vive a su creador) y al espacio (la obra puede desplazarse lejos del 
lugar donde se ejecutó). Las comunicaciones y la cooperación para 
hacer una tarea en común son el resultado, y al mismo tiempo, los 
creadores de solidaridad entre los miembros del colectivo de trabajo 
y construyen la identidad del sujeto que al ejecutar el trabajo experi-
menta sufrimiento o placer según sea su capacidad para hacer frente 
a las deficiencias del trabajo prescripto, trabajar de manera autóno-
ma, con latitud de decisión y según su propio estilo, pudiendo recibir 
apoyo técnico y social dentro del colectivo de trabajo y obtener un re-
conocimiento y una recompensa de parte de la empresa u organiza-
ción que compense su esfuerzo y los resultados alcanzados.

2) Las personas humanas son seres complejos y en la actividad sus 
tres dimensiones (físicas, psíquicas y mentales) deben funcionar de 
manera coherente y articulada: si durante la actividad una de ellas es 
vulnerada por las CyMAT y los RPST, el daño repercute también so-
bre las otras y se somatizan. Los trabajadores son seres situados en 
el tiempo y el espacio: por la actividad laboral quedan insertos en un 
contexto económico, social, cultural y político nacional de carácter 
estructural, ocupan una determinada posición dentro de la estratifi-
cación social y, por lo tanto, tienen una trayectoria histórica que los 
condicionan.

3) En su puesto el trabajador está expuesto a una carga física, sí-
quica y mental de trabajo que no debería desequilibrar sus capacida-
des de resistencia y de adaptación, pues la sobrecarga y la subcarga 
de trabajo tienen efectos negativos para su salud. El esfuerzo físico 
que requiere la ejecución de la actividad, con sus gestos y posturas, 
es fuente de fatiga y sufrimiento.

4) Su fuerza de trabajo depende no solo de sus capacidades físi-
cas, psíquicas y mentales, sino también de su nivel de instrucción, de 
formación profesional y de competencias, habiendo acumulado un 
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conocimiento tácito a partir de la experiencia laboral. Para prevenir 
los daños sobre la salud, esas capacidades deben ser utilizadas en la 
producción de bienes o de servicios, evitando los extremos de la sobre 
y la subutilización de la fuerza de trabajo, trabajando con un margen 
de autonomía, reivindicando el derecho a aprender, al crecimiento y 
perfeccionamiento de sus calificaciones y competencias por medio de 
la educación permanente de acuerdo a sus necesidades y respondien-
do a sus expectativas, creando y acumulando un saber productivo, pe-
ro que con frecuencia permanece tácito y no es reconocido.

5) La actividad humana consiste en el esfuerzo por compensar los 
errores e imperfecciones del trabajo tal como fue originalmente pres-
cripto, para lo cual requiere el despliegue creativo de las capacida-
des mentales y el ejercicio de sus dimensiones afectivas y relaciona-
les que sufren el impacto de los riesgos psicosociales en el trabajo. Si 
gracias a las defensas individuales y colectivas logran resistir, subli-
mar el sufrimiento y encontrar un sentido al trabajo, este puede ge-
nerar placer.

6) Desde la concepción tradicional prevaleciente, el análisis y eva-
luación de los RPST enfrenta una dificultad: es escasa la toma de 
conciencia de los trabajadores acerca de su importancia y de su im-
pacto sobre la salud. Los daños progresivos que provocan los RPST 
se han naturalizado pensando que forman parte de la esencia del tra-
bajo y que esos daños son irreversibles. En consecuencia lo único que 
cabría hacer es construir ideologías defensivas para negar o tratar de 
desconocer la existencia de los riesgos, resistir y tratar de adaptarse a 
la situación y en caso de sufrir daños, ir a médicos, psicólogos o psi-
quiatras para lograr un tratamiento de reparación y de contención.

7) En el proceso de trabajo el trabajador debe disponer de ma-
terias primas, medios de producción, software e insumos en buenas 
condiciones, que respondan a normas ergonómicas para hacer al tra-
bajo más seguro, confortable y productivo. Es difícil hacer un traba-
jo de calidad y cumplir con la cantidad y los tiempos asignados si la 
planta de personal es escasa o ha sido reducida con respecto al tra-
bajo a realizar, si el espacio de trabajo es insuficiente o el lay out está 
mal diseñado, obligando a realizar excesivos esfuerzos o desplazarse 
innecesariamente. Producir con calidad es un objetivo imposible de 



El trabajo no debe dañar la salud del trabajador 201

mantener si los riesgos del medio ambiente (físicos, químicos, bioló-
gicos, factores tecnológicos y se seguridad) son dañinos para la sa-
lud, si los medios de producción no son los más adaptados o están 
obsoletos, si no hay un buen servicio de mantenimiento y si la orga-
nización y el contenido del trabajo no son adecuados porque predo-
mina una extrema división social y técnica del trabajo.

8) Para obtener buenos resultados, la introducción de nuevas tec-
nologías de productos o de procesos deben ser concebidas respe-
tando las normas ergonómicas, informando previamente a quienes 
estarán directamente involucrados y ser precedida por la formación 
profesional y el entrenamiento para hacer un uso eficaz, seguro y sin 
riesgos para la salud.

9) En la empresa u organización el trabajador debe tener una cla-
ridad de rol sobre la configuración de su puesto, el contenido del tra-
bajo a realizar en un tiempo dado, conocer sus responsabilidades, 
derechos y obligaciones y cuál es el sistema de autoridad y de super-
visión en el cual debe insertarse.

10) La jornada máxima de trabajo debe ser la establecida por las 
leyes y los convenios colectivos, evitando su prolongación injustifica-
da; la duración y configuración del tiempo de trabajo no debe que-
dar en completa disponibilidad según las necesidades de la empre-
sa. En cuanto a la organización del trabajo, las principales tensiones 
se originan cuando el tiempo asignado para la ejecución de la tarea 
prescripta y el margen de maniobra permitido son reducidos. El vo-
lumen e intensidad de la carga de trabajo y el grado de urgencia de-
ben ser compatibles con la tarea a realizar en el tiempo asignado. La 
organización del trabajo y su duración debe diseñarse para que sea 
compatible con la vida familiar y social del trabajador en el territo-
rio donde vive.

11) Si bien el trabajo es un valor, no se vive exclusivamente para 
trabajar en permanencia y por eso se debe evitar la intensificación del 
trabajo y una prolongación indebida de la jornada cuando la empre-
sa busca un mayor involucramiento, recurriendo para ello a los estí-
mulos monetarios o morales dado que esos incentivos puedan perju-
dicar su salud y crear las condiciones para devenir adicto al trabajo, 
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erosionando las dimensiones de la personalidad, en desmedro de la vi-
da familiar y sus actividades sociales, culturales, recreativas y políticas.

12) El trabajo implica normalmente soportar tensiones de parte 
de la empresa u organización a las cuales hay que resistir, adaptarse 
y resolverlas para que no se agraven los RPST. Para preservar la salud 
física, psíquica y mental se deben controlar, reducir o eliminar en su 
propia fuente los riesgos del medio ambiente de trabajo y las condi-
ciones de trabajo que puedan dañar la salud del trabajador para po-
der ejecutar la actividad disponiendo de un margen de autonomía y 
de control sobre su propio trabajo y trabajar según su propio estilo. 

13) Si la dirección de la empresa tiene poco conocimiento del tra-
bajo real, no comunica claramente los objetivos a lograr y las respon-
sabilidades asignadas, ni se reúne periódicamente con los trabajadores 
para transmitir personalmente las consignas, conocer los problemas 
suscitados o escuchar sus demandas, y no reconoce en su justa medida 
su dedicación y resultados, esto no favorece la creación de un adecua-
do clima social laboral genera sufrimiento a los trabajadores, los desa-
lienta perjudicando a término la eficiencia de la empresa.

14) Para reducir la incertidumbre que genera temor, angustia y 
ansiedad los trabajadores deben tener un empleo seguro y con garan-
tías de estabilidad y contar con un margen de previsibilidad sobre su 
futuro profesional y el de la empresa. 

15) El trabajador debe estar registrado en el sistema de salud y de 
seguridad social, gozar de la justicia organizacional, procedural y dis-
tributiva, recibiendo en contrapartida de las demandas de la organi-
zación (cantidad, intensidad, tiempo de trabajo) un reconocimiento 
o recompensa (no solo monetaria, sino también moral y simbólica) 
en función del esfuerzo realizado y de los resultados obtenidos.

16) Dado que el contenido y la organización del trabajo constitu-
yen las variables determinantes de los RPST, no se debe imponer a los 
trabajadores ocupar en permanencia puestos individuales de traba-
jo donde predomine una extrema división social y técnica del traba-
jo, porque un trabajo individualizado, monótono, repetitivo y de ci-
clos cortos no estimula el interés ni el involucramiento, predispone a 
cometer errores y reduce con el correr del tiempo —por desuso— las 
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capacidades psíquicas y mentales. Para que se le encuentre un sen-
tido al trabajo y evitar el aburrimiento de tener que hacer una activi-
dad desprovista de interés, se requiere introducir nuevas formas de 
organización del trabajo para operar con ciclos operativos más lar-
gos, estimular la rotación entre puestos, ampliar el contenido de las 
tareas y su enriquecimiento, adoptar una polivalencia voluntaria que 
aumente sus calificaciones y competencias trabajando en equipos y 
cooperando con otros.

17) El trabajador es un sujeto y el trabajo debe permitirle construir 
su identidad. Para ello debe estar guiado por un locus de control interno, 
tener un cierto margen de autonomía y de libertad de maniobra para 
ejecutarlo según su estilo, asumiendo el riesgo de adaptar el trabajo 
prescripto y hacer frente a los incidentes y eventualidades para poder 
llevar a cabo la actividad.

18) El trabajador debe tener la posibilidad de comunicarse y coo-
perar con los demás miembros del colectivo de trabajo, para transmi-
tir y recibir conocimientos, adquirir un saber productivo; para lograr 
los objetivos y obtener buenos resultados durante la ejecución de las 
tareas el trabajador necesita recibir el apoyo técnico de la jerarquía, 
brindar y recibir apoyo social por parte de sus colegas, proveedores, 
clientes y usuarios y, por extensión, del público en general.

19) En las relaciones sociales de producción, los trabajadores tie-
nen derecho a un trato justo y necesitan recibir el respeto, el recono-
cimiento y la estima, conocer el juicio de su jerarquía sobre el resulta-
do obtenido y recibir también el apoyo social de los colegas y pares, 
conocer su opinión y evaluación pronunciando un “juicio de belleza”, 
calificando el volumen y la calidad del producto o servicio y el respe-
to de las reglas del oficio.

20) Dentro de la empresa u organización los trabajadores no de-
ben sufrir ningún tipo de discriminación que vulnere su autoestima, 
ni ser objeto de hostigamiento u acoso, violencia verbal o física, o 
acoso sexual, ni ser objetos de un trato injusto en cuanto al acceso 
a la información, los procedimientos internos y la distribución de la 
riqueza producida con su concurso, pues estas situaciones generan 
sufrimiento.
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21) La organización y el contenido del trabajo no deben predispo-
ner al trabajador para el agotamiento emocional burnout, debido al 
fracaso en los trabajos de cuidado ni intensificarlo predisponiéndo-
lo para la adicción al trabajo –sobreinversión–, utilizando el sistema 
de remuneración según el rendimiento y las políticas de integración a 
los objetivos de la empresa.

22) El trabajo demandado no debe obligar al trabajador a negar 
o controlar permanentemente sus emociones y mentir o esconder in-
formación, ni hacer cosas con las que está en desacuerdo porque vio-
lan sus valores y principios éticos que, al traicionarse a sí mismo, le 
impiden ser auténtico y pueden generar descompensaciones.

23) En la empresa u organización el trabajador debe gozar de li-
bertad sindical para adherir al sindicato que lo represente para de-
fender sus derechos y negociar colectivamente sus reivindicaciones 
con los empleadores, poder efectuar reclamos justificados y tener la 
posibilidad de hacer huelga y de participar en la vida de la organiza-
ción y en la adopción de las decisiones.

24) Si los trabajadores no participan, y no se comportan como 
ciudadanos de la empresa u organización donde trabajan, en la vi-
da social y política también se desempeñarán como sujetos pasivos 
movidos por un locus de control externo y quedarán privados de iniciati-
va. Por su aporte insustituible a la creación de riqueza, y el saber pro-
ductivo tácito acumulado, ellos tienen el derecho y reúnen las con-
diciones para participar de manera directa en el diseño y ejercicio de 
su trabajo, de acceder y procesar la información sobre la marcha de 
la empresa, dar su opinión o responder a consultas de la dirección y 
como reconocimiento de esos derechos participar en la toma de de-
cisiones, los beneficios y la propiedad. La experiencia internacional 
muestra por la experiencia de los países más competitivos que la de-
mocracia económica es garantía de elevada productividad y calidad 
de la producción, buen clima social y relaciones de trabajo donde 
existen reglas democráticas que favorecen la expresión de los intere-
ses, la resolución de los conflictos y la adopción de compromisos en 
base a mutuas concesiones negociadas.

A su vez, la participación en la toma de decisiones sobre su propio 
trabajo y también sobre la vida de la empresa u organización es un 
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aprendizaje necesario para ser un buen ciudadano, activo y responsa-
ble en un país democrático. La democracia política como estilo de vi-
da es incompleta sin la experiencia previa y convergente de ciudada-
nía económica y social.

25) Como una consecuencia directa de ello, los trabajadores de-
ben tener la posibilidad de participar para identificar, analizar y pre-
venir los riesgos profesionales, participar en el mejoramiento de las 
CyMAT para preservar la salud psíquica y mental, actuando directa-
mente desde su puesto de trabajo, o por medio de sus representan-
tes en los comités mixtos.

26) La creatividad del trabajador debe ser movilizada para com-
pensar las deficiencias del trabajo prescripto para poder llevar a cabo 
la actividad. Las estrategias defensivas individuales y colectivas cons-
truidas para vencer el miedo y hacer frente a las exigencias afectivas y 
relacionales deben ser sublimadas para encontrar un sentido al traba-
jo, cuando se toma conciencia de que este tiene una utilidad social y 
merece el reconocimiento y una recompensa. El fracaso de las defen-
sas individuales y colectivas contra el sufrimiento tiene efectos perver-
sos sobre el equilibrio síquico y mental, que luego se somatizan.

27) En contrapartida del esfuerzo realizado para adaptar el traba-
jo prescripto y de la intensidad del trabajo desplegado para satisfa-
cer las demandas de la empresa u organización, el trabajador asala-
riado necesita desarrollar su actividad con un margen de autonomía 
de acuerdo a sus calificaciones y competencias, seguir aprendiendo 
y controlar su proceso de trabajo, contando con el apoyo técnico de 
la jerarquía y el apoyo social demandado u ofrecido por sus compa-
ñeros de trabajo, desarrollando sus actividades en buenas condicio-
nes y medio ambiente de trabajo que no deterioren su salud física y 
controlando los factores de riesgo psicosociales para que no dañen 
sus capacidades síquicas y mentales y le permitan desarrollar su per-
sonalidad y construir su identidad. Pero además necesita recibir una 
adecuada recompensa con varias dimensiones: monetaria, consisten-
te en un salario directo e indirecto justo que compense la inflación y 
le permita cubrir las necesidades de reproducción de su fuerza de tra-
bajo y asegurar la protección social para sí y la familia; un reconoci-
miento moral (la estabilidad y seguridad en el empleo, la posibilidad 
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de hacer carrera, obtener una promoción y acceder a mayores res-
ponsabilidades dentro de la empresa u organización, con derechos 
a formular propuestas y participar en la adopción de decisiones y en 
los beneficios de la empresa), y un reconocimiento simbólico (de la 
dignidad y utilidad social de su trabajo y al prestigio de la profesión).

28) Como reflexión final, es necesario cambiar el contenido y la or-
ganización del proceso de trabajo así como la relación salarial, traba-
jar en adecuadas CyMAT y controlado los RPST, para que, en lugar de 
vivir el trabajo como un castigo o una triste obligación, fuente nece-
saria de fatiga, dolor, sufrimiento e injusticas con impactos negativos 
sobre la salud en una o varias de las tres dimensiones, se le encuentre 
un sentido, sea vivido como un desafío de aprendizaje para aumentar 
los conocimientos y experiencia, siendo expresión de sí mismo.

En síntesis para que el trabajo construya la identidad del sujeto, 
genere placer y sea fuente de felicidad.
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Diálogos locales en torno a las reformas 
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Introducción

El presente documento reflexiona y sistematiza los núcleos temáticos 
que se dieron en nueve talleres de diálogo ciudadano, espacios de en-
cuentro entre la ciudadanía, las organizaciones sociales vinculadas 
a la reivindicación de los derechos del trabajador, académicos, em-
presarios y funcionarios gubernamentales responsables directos de la 
política pública laboral en el país.

Para su presentación, la discusión giró en torno a cuatro ejes fun-
damentales que forman parte de las temáticas planteadas en las re-
formas laborales: estabilidad laboral, afiliación al seguro social, 
trabajo femenino y sindicalismo en Ecuador del siglo XXI. Estos ejes 
organizaron las demandas sustanciales de los 910 participantes que 
acudieron a los 9 talleres realizados en las principales ciudades de las 
nueve zonas de Planificación Territorial.

Respecto al primer eje, la estabilidad laboral, la reforma al Código 
del Trabajo propone la eliminación del contrato de plazo fijo, en la que 
el trabajador podía ser despedido luego de un periodo de dos años, sin 
tener derecho a recibir una indemnización. Además, se crea el despido 
nulo para dirigentes sindicales y mujeres en estado de gestación.

El segundo eje referido a la afiliación al seguro social se en-
cuentra relacionado con el trabajo femenino. Estas dos temáticas 

1	 Agradecemos los aportes de Diego Vallejo y Víctor Lara en la sistematización de los docu-
mentos.
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tienen un contexto dentro de las reformas en la Ley de Seguridad 
Social que se proponen beneficiar a cerca de un millón y medio de 
trabajadoras del hogar mediante su incorporación al sistema de 
seguridad social.

Por último, el eje del sindicalismo está vinculado a la democrati-
zación de la representación laboral mediante el voto universal, libre y 
secreto en la elección de dirigentes para los sindicatos, así como tam-
bién la posibilidad de votar para el comité de empresa, aun cuando 
no se cuente con una afiliación al sindicato.

Los contenidos del debate se constituyen en insumos que comple-
mentan y discuten con los análisis teóricos de los académicos nacio-
nales e internacionales que participaron en este proceso. A  ellos les 
precede su nota metodológica y el análisis de los principales aportes, 
experiencias e inconformidades con el sistema laboral que data de 
1938 y sus posibilidades de transformación.

1.	 Nota previa

Antes de presentar los resultados de los diálogos locales, es impor-
tante mencionar que el análisis de la participación ciudadana en ellos 
se aborda en su concepción como una caja de resonancia para cono-
cer tanto la opinión de los ciudadanos en torno a las temáticas abor-
dadas por las reformas al Código del Trabajo,  como  también por in-
dagar acerca de las demandas y expectativas de los actores en cada 
uno de los territorios.

En un contexto de la edificación de una sociedad más justa y equi-
tativa, los procesos de consulta, participación y construcción colec-
tiva de las leyes se convierten en acciones con poderosos dispositivos 
democráticos que permiten, por un lado, fortalecer los vínculos entre 
la sociedad y el Estado, y, por otro, generar legitimidad de los meca-
nismos institucionales para garantizar la inclusión y reivindicación de 
demandas sociopolíticas. Además, evidencian la contradicción y el 
antagonismo presentes en toda relación de clase propia de una eco-
nomía capitalista en transformación.

En dicho escenario, estos encuentros tuvieron como objetivo prin-
cipal interrelacionar y asociar distintas perspectivas y experiencias, 
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formuladas desde campos de enunciación disímiles, sobre los princi-
pios que fundamentarán los cambios en el marco jurídico vigente que 
regula el heterogéneo mundo de las relaciones laborales. Articulados 
en el debate, sirvieron para vincular los actores presentes en el terri-
torio, en una dinámica que, de acuerdo con la región, logró articular 
lo urbano con lo  rural.

En ambos espacios se destacaron los distintos puntos de vista de 
los actores sociales, recogiendo las especificidades de la ejecución de 
la política pública laboral en el territorio y la normativa legal corres-
pondiente.

Para una mejor comprensión, es importante tener una visión rápi-
da de la composición del sistema laboral ecuatoriano. 

Asimismo, es necesario realizar una contextualización de los ele-
mentos que componen el sistema laboral en el Ecuador a partir de su 
fuente principal de información estadística, la Encuesta Nacional de 
Empleo, Desempleo y Subempleo (Enemdu). Esta encuesta propone 
un nuevo marco conceptual desde octubre del 2014, el cual sintetiza 
una muestra de más de cien mil individuos (repartidos en las escalas 
nacional-urbano y las cinco ciudades auto-representativas del país: 
Quito, Guayaquil, Ambato, Machala y Cuenca). Su marco determi-
na una representatividad de 2.591 sectores censales a escala de país, 
tanto en el área urbana como rural.

Entre los aspectos metodológicos relevantes utilizados por el 
INEC se definen las categorías de análisis, como el empleo adecuado 
y el empleo inadecuado. En primer lugar, el empleo adecuado se re-
fiere a  una situación laboral en la cual las personas satisfacen cier-
tas condiciones mínimas, conformado por aquellos trabajadores que 
reciben ingresos laborales iguales o superiores al salario mínimo, tra-
bajando igual o más de 40 horas semanales, independientemente del 
deseo o disponibilidad de trabajar horas adicionales. Mientras que la 
categoría de empleo inadecuado está conformada por las personas 
que no satisfacen las condiciones mínimas de horas o ingresos men-
suales. En otras palabras, el empleo inadecuado está conformado 
por personas que poseen ingresos inferiores al salario mínimo o tra-
bajan menos de 40 horas a la semana.
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Adicionalmente, existen otras fuentes de información estadística, 
como: el Censo de Población, proyecciones censales 2010-2050, el 
Censo Económico, Encuesta Específica de Uso del Tiempo, las cua-
les tienen como objetivo el relevamiento de la información relaciona-
da con la actividad sociodemográfica,  económica, laboral y del uso 
del tiempo, lo que permite contar con un  panorama más amplio de 
análisis. En la actualidad, otros levantamientos relacionados con la 
actividad industrial, las cooperativas, entre otros, se encuentran en 
el proceso de levantamiento y permitirán contar con las actividades 
georeferenciadas de la actividad laboral a escala nacional.

Ahora bien, según datos de la Encuesta Nacional de Empleo, Des-
empleo y Subempleo (Enemdu) de septiembre de 2015, en Ecuador se 
registra el 46% de la población económicamente activa (PEA) dentro 
de la categoría de empleo adecuado, mostrando una tendencia esta-
dísticamente significativa a la baja respecto del período anterior. Por 
otro lado, la población con empleo inadecuado se encuentra en 49,2% 
y representa la mayor proporción, indicando una tendencia estable 
desde el año 2010. De la misma manera, la medición del desempleo a 
escala nacional actualmente registra que solo el 4,3% de la población 
económicamente activa está parada y muestra una tendencia estable 
respecto a años anteriores.

En el área urbana, el análisis temporal de los indicadores de em-
pleo muestra signos de mejoría. Así, de contar con una proporción 
de la PEA de 47,1% de empleo adecuado en el año 2008, dicha ta-
sa aumento al 54,4% para septiembre del 2015, mientras que el em-
pleo inadecuado disminuyó en el mismo período de 45,4% a 39,4%. 

De las ciudades analizadas por la Enemdu, Quito cuenta con la ma-
yor tasa de empleo adecuado del país, con el 71% de su PEA, seguido 
de Cuenca y Ambato, con 67,4% y 59,8%, respectivamente. En un aná-
lisis temporal, desde el 2008 todas las ciudades estudiadas del país 
muestran un aumento estadísticamente significativo del empleo ade-
cuado y disminución del empleo inadecuado. Según el informe laboral 
de septiembre de 2015, Quito contaba en el año 2008 con un empleo 
inadecuado de 35,5%, el cual registró una disminución de 15 puntos 
para situarse en 20,7%. Ambato muestra una mejora en el índice al re-
gistrar una disminución de 14 puntos; en el 2008 registró el 49,4% de 
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la PEA, mientras que en el 2015 se sitúa en 35,3%. Las ciudades de Ma-
chala, Cuenca y Guayaquil presentan también mejoría pero su propor-
ción varía de 6 a 3 puntos, según la ciudad.

En relación con el empleo inadecuado, Guayaquil registra la ta-
sa más elevada, con 13,9% de su PEA, seguido de Machala, con el 
12,8% y Ambato, con el 12,0%. Por otro lado, Quito posee la tasa 
más baja de empleo inadecuado, registrando 3,7%, seguido de Cuen-
ca, con 6,1%.

En un análisis temporal, en el período 2008 al 2015, todas las 
ciudades, a excepción de Ambato, presentan una disminución esta-
dísticamente significativa de la tasa del empleo inadecuado. Quito y 
Machala muestran una disminución estadísticamente representativa 
superior en comparación con las demás ciudades, con disminuciones 
de 6,7 y 5,6 de reducción, respectivamente. En este sentidon les si-
guen las ciudades de Guayaquil, con una disminución de 2,5 puntos, 
y Cuenca, con 1,5 puntos respecto al año 2008.

Otro punto de medición de la encuesta es el promedio de ingre-
sos de la población con empleo, sexo y tipo de educación. En este 
sentido, el país registra un ingreso promedio superior para los hom-
bres. con $629,2 en relación el ingreso promedio de las mujeres, con 
$518,2. En ambos casos se registra un aumento significativo en el 
promedio de ingresos en el período 2008 al 2015. Los hombres regis-
tran un aumento del 37,5% y las mujeres  el 72,4%.

Sin embargo, al descomponer el ingreso por tipo de empleo se pre-
senta una variación importante entre el trabajo adecuado y el trabajo 
inadecuado. Es así que en el año 2015 se registró en promedio $821,7 
mensuales para la población dentro de la categoría de empleo adecua-
do; mientras que para la PEA con categoría de empleo inadecuado, en 
promedio mucho menor, registró $196,5 en promedio mensual. Esto 
implica una brecha de $625,2 de diferencia promedio mensual.

Finalmente, la cobertura de la seguridad social para el empleo ur-
bano en Ecuador registra una tendencia creciente desde el año 2007. 
Así, para el 2015 se registra que el 72,19% de la PEA cuenta con una 
afiliación a la seguridad pública o privada del país, registrando un au-
mento sostenido desde el año 2007 de 22,78 puntos porcentuales.
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2.	Estabilidad laboral

La estabilidad laboral fue concebida por los actores sociales como 
una “relación de equidad y justa distribución”, que debe coadyuvar 
a superar las desventajas históricamente creadas sobre el trabajo. La 
estabilidad es un derecho que se instituye entre los trabajadores, los 
empresarios y los diferentes agentes estatales que están obligados a 
cumplir con lo que la ley determina sobre este tema.

Como “relación de equidad”, la estabilidad laboral provee a los 
trabajadores de ciertas “certezas” que les aseguran una “continui-
dad, especialización y profesionalización” de sus actividades, lo cual 
incluye paralelamente un tipo de “desarrollo sostenido” de las distin-
tas áreas de la producción. La estabilidad basada en una relación de 
equidad permitirá que la “productividad y la eficiencia” de las empre-
sas se incremente representativamente y los intereses de los propieta-
rios y trabajadores puedan ser  alcanzados.

Como “relación de justa distribución”, la estabilidad es descrita 
como un “lugar de convergencia y consenso” entre la fuerza de traba-
jo y el empresariado. La justa distribución de los recursos lleva implí-
cita el principio según el cual se plantean formas de producción ten-
dientes a institucionalizar, aplicar e implementar mejores procesos de 
“contrato a plazo fijo”. Lo que se busca es reducir el número de casos 
de “despido intempestivo”, “discriminación laboral”, “desempleo” y 
“subempleo”, estos dos últimos problemas, de acuerdo con los da-
tos del INEC-2010, afectan a 165 000 y a más de 2 millones de ecua-
torianos, respectivamente.

Para los actores sociales la estabilidad se presenta como un “in-
centivo”, una “motivación” y una “inversión a largo plazo”, capaz de 
colaborar fehacientemente en la transformación y en la reducción de 
la “escasez de la mano de obra que tiene el país”. Esta no es un pri-
vilegio exclusivo de los trabajadores ecuatorianos. La estabilidad, su-
gieren los participantes de los diálogos locales, debería incluso ser un 
derecho de los ciudadanos extranjeros que ahora se encuentran in-
sertos en el sistema laboral ecuatoriano.

La estabilidad laboral es una demanda que debe integrarse a la 
acción política del sindicato. Esta debería ser uno de los pilares sobre 
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los cuales la organización de los trabajadores se proponga replantear 
sus estrategias y tácticas de cara a lo que será el proceso de transfor-
mación que atraviesa la economía nacional. La estabilidad es, según 
señalan, la “única forma concreta de combatir la precarización labo-
ral y el abuso empresarial”.

3.	Afiliación al seguro social

Uno de los puntos problemáticos en lo que refiere a la afiliación a la 
seguridad social de las personas que realizan actividades del hogar  
no remuneradas está relacionado con la desvalorización del trabajo 
doméstico, lo que tradicionalmente se ha denominado la “economía 
social  del cuidado”.

En este sentido, una de las críticas hacia la incorporación y afilia-
ción de las personas que realizan actividades del hogar no remunera-
das radica en que no aportan una fuerza laboral al mercado de tra-
bajo. Sin embargo, tal como lo define María Nieves Rico (2009) en 
el informe “Medición del trabajo de cuidado no remunerado al inte-
rior de los hogares. Desafíos para las políticas públicas”, la economía 
del cuidado es un “espacio de bienes, servicios, actividades, relacio-
nes y valores relativos a las necesidades más básicas y relevantes para 
la existencia, la reproducción y el bienestar de las personas. El cuida-
do refiere a lo que les permite alimentarse, educarse, estar sanas y en 
un hábitat  propicio” (2009: 3).

En Ecuador, según el Instituto  Nacional  de  Estadística  y  Cen-
sos (INEC) el trabajo no remunerado (TNR) representa al menos el 
15,41% del PIB. De este porcentaje, las mujeres tienen una participa-
ción del 12,01% frente al 3,40% de los hombres. Esto indica que las 
mujeres son las que destinan mayor tiempo a realizar actividades del 
hogar no remuneradas.

Sin embargo, dicha labor de las mujeres en lo que respecta al cui-
dado del hogar y de las personas que habitan en él permanece aún in-
visibilizado, debido no solo a la subordinación de la mujer sino tam-
bién como consecuencia del predominio de aquel argumento  que 
desprestigia este tipo de labor, por considerar que no aporta una 
fuerza laboral considerable al mercado. A lo que debería agregarse la 
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imposibilidad de medir o contabilizar el trabajo doméstico, una la-
bor que, en muchos casos, no cuenta con un horario preestablecido 
ni tampoco con obligaciones prefijadas pero que, no obstante, ocu-
pa gran parte del tiempo de las mujeres.

En este escenario vale recordar que, de acuerdo con la Encuesta 
Específica de Uso del Tiempo (EUT), llevada a cabo por el INEC en 
2012,  del tiempo total que las mujeres destinan a trabajar, solo el 
59,7% es remunerado, mientras que el trabajo de los hombres es del  
86,06%.

El trasfondo de esta problemática está relacionado además con 
otra cuestión, es decir, el debate respecto a qué puede ser considera-
do como trabajo. En este sentido, el percibir una remuneración por 
una actividad ha sido siempre el criterio decisivo con el que se esta-
blece una diferencia entre lo que puede considerarse trabajo y lo que 
no. Y es precisamente bajo esta caracterización que el trabajo no re-
munerado llevado a cabo por las mujeres ha sido permanentemen-
te desvalorizado.

4.	Trabajo femenino

La problemática respecto al trabajo femenino emerge en torno al 
punto de la reforma propuesta al Código del Trabajo, vinculado al 
despido ineficaz, es decir, la nulidad del despido para las mujeres en 
estado de gestación. El trasfondo en este punto es que existe una vi-
sión negativa de la mujer por parte de los empleadores, que no es te-
nida en cuenta por la reforma y que hasta puede ser todavía poten-
ciada por las nuevas disposiciones legales. Al respecto, se señala que 
“las mujeres en estado de gestación, dependiendo de la actividad, 
como  en el campo petrolero, no tengan derecho al despido ineficaz 
y que no deberían trabajar en los campos petroleros  operativos”.2

Es decir, el argumento esgrimido por los empleadores respecto      
a la condición de embarazo de la mujer señala que ello significa un 
costo para la productividad y para la empresa. “Hay mujeres que 
se embarazan continuamente y pasan más de vacaciones. Debería 

2	 Las citas textuales, emitidas durante los talleres, pertenecen a los empleadores; se omite sus 
nombres por confidencialidad de la fuente.
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existir un período prudente para que las mujeres se embaracen nue-
vamente”. Lo que terminaría por generar un sesgo que favorece la 
contratación de hombres y “puede dar como finalidad que el em-
pleador deje de contratar a una mujer si puede contratar a un varón”.

Esta brecha en la participación laboral de las mujeres respecto 
a los hombres no es nueva en Ecuador. Para la década de los noven-
ta, la participación laboral de las mujeres era del 35,3 %, mientras 
que la de los hombres era del 64,7% (García y Cortez, 2012: 23). En 
este escenario, un elemento destacado en el análisis de García y Cor-
tez radica en la relación que existe entre el nivel educativo y la parti-
cipación de la mujer en el ámbito laboral. En este sentido, los auto-
res afirman que si bien las mujeres alcanzan un nivel de educación 
superior al de los hombres, ello no tiene un impacto positivo en la 
participación laboral en comparación con los hombres.

A lo que se agregan otros factores, tales como el estado civil y la te-
nencia de niños, haciendo que las mujeres deban destinar gran parte 
de su tiempo a labores del hogar y cuidado de los hijos. Una percep-
ción cultural que ubica preferentemente a las mujeres en el hogar, co-
mo el espacio por naturaleza que deben ocupar, condiciona y restrin-
ge la inserción femenina al mundo laboral. Se añade a ello la brecha 
salarial existente entre ambos géneros, como así también la exclusión 
de las mujeres en los puestos directivos o de mayor responsabilidad.

Razón por la cual las mejoras en las condiciones de trabajo for-
man parte de una transformación cultural mediante la cual se traba-
je en lograr el empoderamiento de las mujeres. Proceso que debe es-
tar acompañado de una legislación capaz de garantizar el acceso y 
permanencia de las mujeres al mundo laboral. Al respecto, los parti-
cipantes sugieren que “debería haber una reforma que obligue al em-
pleador a contratar un porcentaje mínimo de trabajadoras”. A lo que 
se agrega que “el proyecto de ley contemple el período de lactancia, 
ya que es un período donde la mujer necesita estar de manera cons-
tante y permanente con su hijo”.

De esta forma, los argumentos esgrimidos por los empleadores 
respecto a la condición de embarazo de la mujer y la consecuen-
te disminución de los niveles de productividad y rentabilidad de la 
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empresa podrían ver contrarrestados sus fundamentos, apelando a la 
construcción de una equidad entre hombres y mujeres que reconozca 
de igual forma la labor de ambos géneros en el proceso productivo.

5.	Sindicalismo en Ecuador del siglo xxi

En general los actores comparten una definición del sindicato como 
un “actor social” encargado de promover los derechos de los traba-
jadores y exigir respeto por parte de los patronos. En este sentido, la 
“asociación sindical” es la encargada de garantizar los “acuerdos la-
borales alcanzados” y “combatir la subvalorización del obrero”. El 
sindicato, comentan, es una “escuela donde se aprende a defender 
los derechos”.

La “asociación sindical” no puede ser una organización que de-
fienda los “intereses particulares o sectoriales” de un grupo especí-
fico. Esta debe caracterizarse por una “visión amplia y democrática” 
que busque “apoyar a todos los trabajadores” de una empresa; ade-
más, a todos aquellos que no se encuentran agremiados. El sindicato 
es “una institución que debe servir a toda la sociedad”.

En Ecuador del siglo xxi el sindicato tiene como reto la “demo-
cratización e institucionalización” de sus estructuras, así como tam-
bién la elevación de su nivel de asociatividad. De acuerdo con la En-
cuesta Nacional de Participación Ciudadana (ENPC), realizada en 
2008 por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), los 
porcentajes de vinculación ciudadana con los sindicatos son preca-
rios. Apenas el 9,7% de la población está afiliada, participa o parti-
cipó de un sindicato en el país. De ellos, el 6,1% se localiza en el área 
urbana y el 3,6% en el área rural. De ahí que, según se discutió, el 
sindicato debería propiciar una profunda redefinición de sus prin-
cipios, conceptos y sus prácticas para convertirse en una instancia 
representativa de la sociedad civil. Lo cual precisa, entre otras co-
sas, de una “reflexión crítica” sobre los “fines de la organización”.

Actualmente el sindicato debería promover, por ejemplo, la reali-
zación periódica de “elecciones internas”, así como también el desa-
rrollo de procesos y mecanismos de “control, fiscalización, partici-
pación y rendición de cuentas”. Temas que deberían estar claramente 
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normados, regulados y acompañados por la acción gubernamental 
que es ejecutada por el Ministerio del Trabajo.

El nuevo siglo exige que la asociación sindical sobrepase las ba-
rreras impuestas por la “estigmatización” recurrente sobre su acción. 
Estigmatización que ha sido férreamente impulsada por distintos sec-
tores sociales desde inicios de la década de los años ochenta. Al mis-
mo tiempo, existe la urgencia de solucionar la voraz “fragmentación” 
y los profundos conflictos que persisten en la mayoría de asociacio-
nes gremiales del país.

Un “nuevo sindicato” debe esforzarse por iniciar mayores y mejo-
res “procesos de diálogo con el sector empresarial y con el Estado”, 
tendientes a lograr “el bienestar mutuo”. Inclusive, el sindicato debe-
ría promover una “oposición responsable” que fundamente sus ac-
tuaciones públicas y políticas en la defensa de los derechos de los 
trabajadores y no en la de ciertos grupos de dirigentes y empresarios. 
El sindicato, la empresa y el Estado deben definir y esclarecer cuáles 
serán los “puntos clave” de las leyes que van a regular sus interrela-
ciones. Sindicato, empresa y Estado se encuentran comprometidos a 
discutir cuál será el futuro del trabajo dentro del nuevo contexto que 
se avizora con el cambio de la matriz productiva.

En síntesis, el debate en los espacios locales puso de manifiesto al-
gunas dudas e inconvenientes respecto a las reformas planteadas. En 
primer lugar, existe una preocupación respecto al derecho a la organi-
zación sindical. Se solicita que el Ministerio del Trabajo aborde y pro-
fundice en la formulación y nueva concepción de lo que representa el 
sindicalismo y dé seguridad a los representantes sindicales. Además, se 
debe democratizar no solo la elección de los dirigentes sindicales sino 
todos los procesos con una forma de control y fiscalización. En gene-
ral, existe un rechazo respecto a la iniciativa de que aquellas personas 
que no forman parte de la organización sindical puedan votar para 
elegir a un dirigente sindical

Respecto a la brecha salarial, esta reforma en pos de una reduc-
ción de las desigualdades salariales tendrá un bajo impacto, ya que 
solo afectará a pocas empresas y puede tener un efecto negativo en 
el incentivo a preparación de altos especialistas. Además, se señaló 
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que es necesario diferenciar cada una de las empresas por su tamaño, 
lo que está fuertemente relacionado con el nivel de utilidades que po-
seen. En este mismo sentido, no es posible establecer el margen de uti-
lidades, ni la relación con las utilidades percibidas por los trabajado-
res sin que exista un control sobre las contabilidades de las empresas.

Respecto a la eliminación del contrato a plazo fijo, se solicita la 
creación de una nueva modalidad de contrato y trabajo, con tiempo 
menor, como ocurre en los contratos ocasiones, eventuales y de tem-
porada. Sin embargo, la eliminación del contrato de plazo fijo puede 
ser un impulso negativo para los trabajadores dentro de la empresa, 
ya que al no tener riesgo de despido, ni caducidad en sus contratos, 
les desmotiva e impide el control por parte del  empleador.

Respecto al trabajo femenino, se sugiere que debería haber una 
reforma que obligue al empleador a contratar un porcentaje mínimo 
de trabajadoras. La ley debería contemplar mecanismos que además 
de evitar el despido de mujeres incentive su contratación.
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Epílogo

Este libro es el producto de un esfuerzo institucional, académico y 
ciudadano por comprender y reflexionar sobre el funcionamiento de 
los distintos sistemas y las principales reformas laborales realizadas 
en América Latina. Desde varias perspectivas y ejes temáticos, el tex-
to abre un debate en el que se reflexiona y se comparan algunas ex-
periencias regionales con las actuales reformas laborales planteadas 
por el gobierno de la Revolución ciudadana en Ecuador.

El principal interés de esta obra radica en poner en escena varias 
conceptualizaciones sobre los complejos procesos de transformación 
del trabajo, sus condiciones sociohistóricas y los esfuerzos sociales o 
gubernamentales realizados en perspectiva de desarrollar normati-
vas, mecanismos legales e implementar políticas públicas que sean 
capaces de promover, garantizar y profundizar los derechos y logros 
conquistados en el ámbito laboral. En una época y un contexto don-
de las doctrinas y los preceptos neoliberales se resisten a desaparecer, 
este debate se vuelve imperante. 

De la discusión presentada se desprenden dos elementos concep-
tuales a ser considerados y analizados con mayor detenimiento en el 
futuro. La centralidad del trabajo en la sociedad capitalista contempo-
ránea (sociedad del conocimiento) y la importancia del derecho social 
del trabajo como herramienta jurídico-política necesaria para modifi-
car la complejidad-precarización de las relaciones laborales. 

La centralidad del trabajo radica en que este es la actividad huma-
na más importante de todas. Mediante el trabajo los seres humanos 
se producen a sí mismos, crean una sociedad y construyen un mundo 
material que asegura la satisfacción de sus principales necesidades. 
Más allá de una simple mercancía que debe ser comercializada en el 
mercado, el trabajo debe ser entendido como una acción que digni-
fica y hace posible la existencia en común. En el trabajo los seres hu-
manos realizan su humanidad. 
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El derecho del trabajo es un espacio de conflicto social y un ins-
trumento jurídico para la resistencia política de los trabajadores. En 
él se expresa la lucha de clases que atraviesa a la sociedad capitalista 
en su conjunto. El derecho del trabajo es un campo donde se dispu-
ta la configuración de los principios de visión y división que regulari-
zarán el conjunto de las relaciones que componen el sistema laboral 
de una nación. Por una parte, este derecho ha pretendido legalizar 
la existencia de las relaciones de dominación y explotación que son 
la base de la reproducción del capital; por otra, y lo más importan-
te, este mismo derecho reconoce la necesidad de proteger y ampliar 
los intereses y el bienestar general de todas y todos los trabajadores. 
En esta disputa el Estado debe propiciar una ley que, en sintonía con 
las demandas democráticas de los distintos grupos de trabajadores, 
modifique el equilibrio de fuerzas a favor del trabajo contra capital.
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